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I N_TRODUCC_ION 

La Procuraduría de Justicia es la institución de lmena fe que conforme a las leyes 

orgánicas correspondientes, cumple con las funciones que el artículo 21 de la Constitución 

atribuye al Ministerio Público, bien en el orden federal, en el Distrito Federal o en las 

entidades federativas, las cuales son desempeñadas por un funcionario público conocido cano 

Procurador de Justicia. 
Eh el nivel federal el Ministerio Público es representado por la Procuraduría 

General de la República, en tanto que en el Distrito Federal o en las entidades federativas, 

es la Procuarduría General de Justicia la encargada de desempeñar esa función. En ambos casos, 

la institución depende del Poder Ejecutivo Federal o estatal, según el caso, tanto para el 

nombramiento o remoción del funcionario que la personifica. 

Aunque existen diferencias y distinciones entre la Procuraduría General de la 

República y la Procuraduría General de Justicia de las entidades federativas, ano represen-

tantes ambas del Ministerio Público, tienen encomendadas funciones constitucionales que'bási-

camente son "la persecución de los delitos -en el orden federal o común- ante los tribunales 

y su intervención en la administración de justicia impartida por los órganos jurisdiccionales". 

Por eso es que cuando se habla de Procuraduría se hace referencia tácitamente al 

Ministerio Público, al que se considera una institución de_Luena fe, porque está exenta de 

perseguir sistemáticamente a toda persona contra quien se formula alguna denuncia o querella, 

debido a que no es un tribunal inquisitorial sino un protector de los intereses individuales 

y de los intereses de la sociedad en su conjunto. 

A efecto de que la sociedad, individual o colectivamente, pueda obtener la protec-

ción y respeto a sus bienes y derechos, la reparación del darlo o el castigo a los probables 

responsables de un delito, el Ministerio Público tiene cano función monopólica la investiga-

ción y persecución de las acciones u omisiones constitutivas de ilícitos, enmarcada dentro 

de la legalidad, la imparcialidad, la eficacia y la celeridad. 

La función del Ministerio Público resulta trascendente en una sociedad donde el 

Estado de Derecho se preserva por la responsabilidad conjunta de los ciudadanos y del 

gobierno, porque es el vínculo necesario para lograr una impartición de justicia apegada al 
marco jurídico, pronta, expedita y gratuita, eano lo establece la Constitución General de la 

República. 
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La actividad del Ministerio Público se configura en un desempeño denominado Averi-

guación Previa que se inicia con la denuncia o querella que se presenta ante esa representa-

ción, ya sea por aguól obligado por la ley o por el directamente afectado; continúa con la 

obtención de las pruebas necesarias que acrediten la existencia de los delitos y la probable 

responsabilidad del o los inculpados; y termina con el eventual ejercicio de la acción penal. 

Por tanto, es indiscutible la importancia que tiene la Averiguación Previa en 

nuestro régimen de Derecho porque de la celeridad o retraso con que el Ministerio Público 

pueda integrarla, dependerá que se protejan, restituyan o afecten los derechos humanos y las 

garantías individuales tanto de la víctima cono del inculpado en los hechos probables de 

constituir ilícitos. 

La Averiguación Previa como medio preparatorio al ejercicio de la acción penal 

ante los tribunales jurisdiccionales, debe reunir los requisitos de legalidad, eficacia y 

prontitud, para lograr que la procuración de justicia sea una realidad y no una aspiración 

social torcida por la ineficiencia, el burocratismo, el abuso o la inequidad de los funcio-

narios, agentes y auxiliares encargados de llevarla a cabo. 

La delimitación jurídico-cronológica de la investigación del delito o de la Averi-

guación Previa tiene cano propósito determinar los límites y alcances que la Constitución y 

las leyes orgánicas correspondientes le atribuyen al Ministerio Público en su función monop6-

lica de la persecución de los delitos e intervención en la administración de justicia imparti-

da por los órganos jurisdiccionales. 

Cano el Ministerio Público es una institución de buena fe a la que se le atribuye 

la representación de la sociedad, es importante precisar el marco jurídico-constitucional en 

el que debe realizar su actividad encuadrada en la Averiguación Previa, con el propósito de 

evitar excesos o negligencias en la procuración de la justicia que se le tiene encomendada. 

Si bien el propósito de este trabajo es establecer la naturaleza jurídica, princi-

pios rectores, organización y atribuaciones del Ministerio Público, resulta más fundamental 

deslindar lo que es la Averiguación Previa; el inicio de la misma, la intervención del Minis-

terio Público, la integración de la investigación y las resoluciones que se adoptan a su ter-

minación, conforme a las recientes reformas a la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos y a los códigos Penal para el Distrito Federal, Federal del Procedimientos Penales 

y de Procedimientos Penales para el Distrito Federal, que el congreso de la Unión realizó en 
.1993. 



C.APITULD PRIMERO 

ANTECEDENTES IIISIORICOS DE LA 

AVERIGUACION PREVIA 
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ANTEa:DENTES HISIMICCS DE IA 

AVERMACION IREVIA 

1. - GENERALIDADES 

2.- EN EL DERECHO ROMANO 

3.- EN EL DERD310 ESPAÑOL 

4 . - 111 EL DERDCII0 MEXICANO 
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1.- GENERALIDADES 

La Averiguación Previa tiene sus orígenes con el surgimiento del Derecho y Proce-

dimiento penales en el devenir histórico de la hunanidad, una vez que el hambre supera la 

"venganza privada", el Talión y la composición. 

Podría decirse que la Averiguación Previa caro parte importante del Derecho y Pro-

cedimiento penales, es el resultado de la evolución social y cultural del hambre, que se re-

monta a las viejas costumbres y formas observadas por los atenienses en el Derecho Griego. 

A partir de su génesis griega, el Derecho y Procedimiento penales sufren una trans-

formación que se inicia cuando en el año 146 A.C., Rama conquista Grecia, de la que adopta 

sus instituciones jurídicas y las perfecciona durante más de 600 años, convirtiéndolas en un 

código de leyes que fueron elemento de civilización en el mundo entero y el origen de las 

legislaciones positivas de muchos paises hasta nuestros días. 

Dor metodología nos concretaremos a repasar la Averiguación Previa en el Derecho 

Panano, el Derecho Español y el Derecho Mexicano, pues este trincuio forma parte del proceso 

de nuestra actual legislación positiva. 

2.- IN EL DERECHO ROMANO 

En el Derecho Panano se fueron adoptando paulatinamente las instituciones del Derecho 

Griego y con el transcurso del tiempo las transformaron, otorgándoles características muy 

peculiares que, más tarde, servirían a manera de molde clásico para cimentar el moderno Dere-

cho de Procedimientos Diales. (1) 

El maestro Vicenzo bbncini expresa que en el Proceso Penal Ramano el Estado pndfa 

binar dos formas: canu árbitro entre los litigantes privados o como titular de la potestad de 

castigar en interés social. (2) 

A estos dos modos de intervencidn jurisdiccional correspondían dos formas principales 

y características del Proceso Penal Romano: 

A) El Proceso Fenal Privado en el cual el órgano del Estado (Juez, Magistrado o 

Popular), se ponía como árbitro entre las partes contendientes y juzgaba ateniéndose a lo 

expuesto por las partes mismas. Este derecho consentía en general la ACTIO DOLI, por todo 

hecho injusto, cometido sin violencia y no previsto específicamente por la ley. 

(1) OOLIN SÁNCHEZ, Guillermo. Derecho Mexicano de Procedimientos Penales. Ed. Porraa, México 
1979. Pág. 17 

(2) MANZINI, Vicenzo. Tratado de Derecho Procesal Penal. Tr. Santiago Sentis Melendo y Ayerra 

Redin. lid. Jurídicas Europa-América. Buenos Aires 1963. Tamo I pp. 3,4 y 5. 
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La acción penal de dolo era concedida (o negada) a arbitrio del Magistrado en los 

casos singulares concretos, a condición de que el hecho reclamara la represión punitiva y que 

ésta no pudiera efectuarse de otro modo. 

El Proceso Penal Privado fue muy pronto abandonado casi totalmente por no poderse 

adaptar convenientemente a la naturaleza de las relaciones penales y a la tutela de los 

intereses colectivos. Del mencionado proceso quedaron huellas únicamente en la persecución 

de algunos delitos, en especial el de injurias. 

B). El Proceso Penal Público en el cual el órgano del Estado en lugar de atenerse 

dnicamente al argumento contradictorio de las partes, hacía por sl mismo las investigaciones 

necesarias para los pronunciamientos del caso. 

En este proceso no era el particular ofendido auien hacía valer una pretensión 

)1rldica, sino que era el Estado quien efectuaba la función de defensa social. 

De lo anteriormente mencionado podemos señalar la importancia de la intervención 

del Estado en este proceso, ya que cano podemos observar es el órgano encargado de llevar a 

cabo las investigaciones. 

El Proceso Penal Público tenia dos formas: la COCVITIO y la ACUSATIO. En la primera 

toda función procesal estaba encomendada a órganos del Estado (magistrados); en la segunda, 

la parte del acusador en interés pdblico era asumida de cuando en cuando espontáneamente por 

un ciudadano privado. 

El maestro Colín Sánchez hace notar lo siguiente: en la COGNITIO, considerada cama 

la forma más antigua, el Estado ordenaba las investigaciones pertinentes para llegar al cono-

cimiento de la verdad, sin temar en consideración al procesado, el que sólo tenía injerencia 

una vez pronunciado el fallo. (3) 

La ACUSATIO surgió en el ultimo siglo de la República y evolucionó las formas ante-

riores. Durante su vigencia, la averiguación y el ejercicio de la acción se encamend6 a un 

ACCUSATOR representante de la sociedad, cuyas funciones no eran propiamente oficiales. En 

cambio, la declaración del Derecho era competencia de los COMICIOS, de las QUESTIONES o de 

un MAGISTRADO. 

En el Proceso Penal Público tuvo el juzgador una actitud dinámica que consistía en 

realizar las investigaciones necesarias para fundar su pronunciamiento. En esta época es pre-

ciso distinguir entre la COGNITIO, bajo la cual fueron amplios los poderes del Magistrado, y 

la ACUSATIO, que entregó a los ciudadanos la facultad de acusar y reprimió, severamente, 

(3) C)LAR SÁNCHEZ, Guillermo. Cp. cit. pp. 18-19. 
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según lo previsto en el senadoconsulto Turpilliano, a los TERGIVEWSATORES, o sea a quienes 

ahndonaban la acusación intentada sin ApoLITIo de la autoridad onnpetente. 

"En el Imperio aparecen las funciones de pesquisa a cargo de figuras tales camo 

CURICSI, NUNCLATORES y STATICNARI. Se avanzó, hacia el procedimiento inquisitivo, el Magis-

trado reunió en sus manos las funciones acusadora y jurisdiccional". (4) 

Siempre aparece el Estado tanto en la COGNITIO cano en la ACUSATIO tratándose de 

DELICI\ PUBLICA, cuya potestad está también limitada al mero ejercicio de la función juris-

diccional en sentido estricto; esto es, a la deliberación y al pronunciamiento de la senten-

cia. En cambio, las iniciativas para determinar la persecución del delincuente, no pertenece 

a un órgano del' Estado, sino a un representante voluntario de la colectividad no Magistrado 

(acusador). 

"El proceso acusatorio esta jurídicamente regulado por una serie de leyes especia-

les, relativas a las diversas jurisdicciones populares instituidas por las diferentes cate-

gorías de delitos, leyes que estahqn en el principio común de que la reparación del daño 

inferido a la colectividad debía ser promovida por un voluntario representante de la misma 

colectividad. 

"Una vez que el voluntario acusador introducía la acusación, el Magistrado no pnWra 

despojarse de ella sin un motivo jurídico, aún cuando el acusador abandonara su puesto, y en 

cuyo caso se castigaba al acusador con multa y prohibición de proponer otras acusaciones. 

"El sistema acusatorio ocasionaba grandes inconvenientes, determinados por la inten-

ción de venganza de los acusadores y por su ánimo litigioso. Por lo que la práctica, impulsa-

da por la necesidad, se encargó de procurar recursos procesales más idóneos a las pesquisas 

y, de esta manera, los poderes del Magistrado fueron después invadiendo cada vez más la esfe-

ra de las atribuciones ya reservadas al acusador privado, al extremo de que llegó a una época 

en que se reunieron en el mismo órgano del Estado (Magistrado), las funciones que empaten 

hoy al Ministerio Público y al juez. En efecto, el Magistrado pedía proceder (de oficio) aún 

sin una acusación formal y hacer por si mismo la instrucción y prominciar la sentencia, absol-

viendo o aplicando penas públicas. 

"Este procedimiento penal (extraordinario) que no tardó en sustituir al procedimien-

to penal ordinario, se hizo obligatorio para los Magistrados, siempre que faltara la acusación 

privada. Asimismo, este procedimiento introdujo la tortura entre los institutos procesales 

romanos", que se aplicaban al acusado y aún a los testigos.,(5) 

(4) GARCIA RAMIREZ, Sergio. Derecho Procesal Penal. El. Porrea, México 1974. Pag. 70 
(5) MANZINI, Vicenzo. Op. cit. T. I, pp. 6-8. 
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El principio de la publicidad daninabl cano criterio general el proceso rcmano, 

desarrollándose ante los Magistrados y los Canicios o ante los Pretores o también ante los 

aperadores o sus Delegados. Sólo el proceso consular senatorial excluía la publicidad curo 

consecuencia del modo de deliberar propio del Senado. 

La publicidad no se consideró cano una condición jurídica indispensable para la 

validez del proceso, menos aún cuando prevaleció el sistema inquisitorial. Durante la época 

imperial se hicieron frecuentes los procesos a puerta cerrada que se celebraban en el despa-

cho o en la casa del Juez. La Sala de Audiencias eshnba cerrada por una cortina que sólo 

podían transponer determinados personajes. Cuando se quería hacer justicia pública, se alzaba 

la cortina y se concedía libre acceso al pueblo. 

En las causas menos graves, emitidas las formalidades del proceso solanne, seguíase 

el procedimiento de pleno, llamado así en contraposición al que se desarrollaba desde lo alto 

del Tribunal (los crímenes leves procede que los oiga y discuta el pretor desde el pleno). De 

aquí derivó su nambre el procedimiento sumario de pleno en nuestro derecho intermedio. 

Tras la clausura dél debate venía la decisión de la sentencia (CONSILIUM). El acto 

con el que, en el procedimiento de los jurados, se mandaba a dellhprar, se llamaba IN CUNSILlUM 

MIME, y el hecho de ir a hacerlo 1N ODNSILIIM IRE (de donde: "cámara de consejo"). 

Por último podemos concluir diciendo al igual que el profesor Colín Sánchez, que 

en el Procedimiento Penal Ranano, los actos de acusación, defensa y decisión se enoamendahln 

a personas distintas, por lo que aparecen figuras tales cano los CURICGI, NUNCIATORFS y 

STAT1DNARI, que eran los encargados de realizar funciones de pesquisas o investigaciones, que 

vienen a ser parte importante para fundamentar los pronunciamientos en cada caso.(6) 

3.- EN EL DERECHO ESPAÑOL 

A partir del siglo XIII, en España el procedimiento penal era inquisitivo y no 

alcanzó un carácter propiamente institucional. Sin anblrgo, en algunos ordenamientos jurí-

dicos (Fuero Juzgo) se dictaron disposiciones de tipo procesal muy importantes. 

Se reglamentaron, entre otros, el tormento, la acusación, el asilo eclesiástico 

y ciertas restricciones a los abusos de la potestad señorial. En el FUero Viejo de Castilla 

se contemplaron algunas normas procesales -en el Libro II Preceptos- sobre las tareas judi-

ciales de policía y vigilancia y en torno a los pesquisadores contuso el espóculo, que así 

se definió a los segundos: aquellos que son puestos para escudriñar la verdad de las cosas... 

(6) ODLIN SANCHEZ, Guillermo. cp. cit. pág. 19. 
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Bajo el régimen del FUero Real, ciertas circunstancias causan excepción al prin-

cipio de que todo hanbre puede acusar. En caso de delito manifiesto, el Alcalde procede de 

oficio; asimismo, el Rey puede ordenar la práctica de pesquisas, tanto de oficio como a 

petición de querellante. Se reglamentan los desafíos y los retos. La materia está presidida 

por el Título I de la Partida VII, dore la competencia se determina por el lugar de comdsión 

y subsidiariamente por los de aprehensión, morada o asiento principal de los bienes. 

Normalmente se inicia el proceso mediante acusación escrita y directa, pero también 

hay denuncia y pesquisa ordenada de oficio por el Rey o por los jueces, Se reglamenta la 

intervención para acusar. La acusación debe ser llevada por un solo acusador; en ocasiones 

ha de sostenerse imperativamente, en otras cabe el desistimiento. Se permite la avenencia. 

Si la prueba es insuficiente y hay buena fama del inculpado, sobreviene la absolución; si 

hay mala fama y algunas presunciones adversas, se aplica el tormento. 

El célebre Código de Partidas se comenzó a trabajar el día 23 de junio de 1256, 

concluyendo a los siete años. Este código fue publicado hasta el reinado siguiente, en el que 

también se dió el Ordenamiento de Alcalá, que tuvo por objeto publicar separadamente algunas 

enmiendas que se hicieron en aquél código y en otros ordenamientos publicados anteriormente. 

(7) 

En las Partidas (1263), encontramos una forma especial de denuncia, que la Ley 

XXVIII llama apercibimiento y cuando es hecha por lunbre de buena fama, pone en marcha el 

mecanismo de la pesquisa, que puede además ser ordenada de oficio por el Rey o los jueces 

en los cinco casos enumerados por la Ley XXIX. Acusación, apercibimiento y pesquisas consti-' 

tuyen las tres maneras de canenzar el procedimiento penal, la Utile de las cuales se haya 

regulada, no en la partida VII sino en el Artículo XVI de la Partida III, dedicada casi en 

su totalidad al proceso civil. 

"En las Ordenanzas Reales de Castilla se ocupan del enjuiciamiento criminal en_ 

algunas leyes de sus libros. En cuanto al Título I del Libro VIII, contiene once leyes sobre 

pesquisas y acusaciones, destacando entre ellas la que instituye "VEEDORES" y "VISITADORES" 

para que inspeccionen el funcionamiento de la administración de justicia (Ley VIII) y la que 

prescribe que se pesquise de oficio contra los adivinos, sorteros y agoreros por reputárseles 

herejes (Ley IX)". (8) 

(7) DUBLAN, Manuel y LOZANO, José María. Legislación Mexicana, T. I. Di. Oficial México 1870. 
pp.13 -14 

(8) ALCALN ZAMORA, Niceto y LEVENE, Ricardo. Derecho Procesal Penal, Vol. I. Bd. Guillermo 
Kraft. Buenos Aires. Pp. 76,78,80. 
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En el año de 1805 se formó y publicó una compilación de las leyes con el nombre 

de Novísima Recopilación, en la que se varió enteramente el método de la anterior, se agre-

garon muchas leyes que se creyeron inútiles, se dividieron otras en muchas partes y se inser-

taron más de dos mil providencias respectivas al tiempo corrido desde el año de 1745 hasta 

1805, dividiéndolo en doce libros que se subdividen en Títulos y éstos en Leyes. (9) 

La Novísima se ocupa en el Libro XII, en su Título XXXIII de las declaraciones y 

acusaciones; el Título XXXIV de las pesquisas y sumarias y jueces pesquisadores. 

Para finalizar, nos referimos al catedrático González Bustamante, quien nos dice que 

los medios empleados para la iniciación del procedimiento consistían de acusación, delación 

y pesquisas. (10) 

Esta última era el medio más frecuente empleado. Se clasificaba en pesquisa general 

y pesquisa espeLial. La primera se emplPaha para el descubrimiento de herejes. La pesquisa 

especial se hacía si por fama pública llegahl al conocimiento del inquisidor que determinada 

persona ejecutaba aptos o tenía, expresiones contrarias a la fe. En algunas ocasiones antes 

del pronunciamiento de la sentencia pedía el tribunal emplear el tormento. 

4.- EN EL DERECHO MEXICANO 

Al examinar la historia del Derecho Procesal Penal mexicano, se advierte una tenden-

cia por transformar la estructura del juez como parte acusadora, en juez imparcial. La doctri-

na explica que el juez se habla convertido en árbitro único del destino del inculpado, ya que 

la ley le habla investido con facultades omnímodas. 

Al lado de esta posición suprema del juzgador, aparecían las prisiones indefinidas, 

los interrogatorios secretos, capciosos y con proyecciones hacia el tormento. 

"En seguida, al procedimiento inquisitivo siguió la tendencia a establecer el proce-

dimiento por acusación.de parte. La delación fue sustituida por la denuncia, y para el 15 de 

junio de,1869 se estableció en el Distrito Federal el juicio de jurados, proponiendo a eliminar 

la investigación secreta. Esto en su momento significó un notable avance, en contraposición a 

los defectos de la investigación oficiosa y secreta del 	personaje dueño del procedimiento 

penal que también recibía el nombre de juez". (11) 

(9) DUBLAN, Manuel y LOZANO, José María. Cm. cit., pp. 14-15. 

(10)GONZALEZ BUSTAMANPE, Juan José. Principios de Derecho Penal Mexicano. a3. Porrúa, México 
1971. Pág. 13 

(11) MISMO SIERRA, Humberto. El Enjuiciamiento Penal Mexicano. Ed. Trillas. México 1976 
Pp. 125-126. 
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la Ley de Jurados expedida por el Presidente Benito Juárez y su Ministro de Justi-

cia, Antonio Martínez de Castro, aunque deficiente, vino a llenar el vacío que se advertía 

en nuestras leyes procesales, porque si bien mantuvo en secreto el sumario, el debate y el 

juicio fueron públicos. (12) 

Dicha Ley de Jurados Criminales establece en sus artículos 4o al 80o. tres pruno-

tortas fiscales para los jurados de lo criminal, que tienen la obligación de promover todo 

lo conducente en la investigación de la verdad, interviniendo en los procesos, desde el auto 

de formal prisión. Los piLmotores representan a la parte acusadora y los ofendidos por el deli-

to pueden valerse de ellos para llevar las pruebas al proceso, y en los casos en que no estu-

viesen de acuerdo con el promotor fiscal, solicibarán que se les reciban las pruebaq de su 

parte y el juez las admitirá o rechazará bajo su responsabilidad. (13) 

"A estos tres promotores fiscales se les llamó, también por primera vez en nuestro 

medio, representantes del Ministerio Público, que eran independientes entre sí, por lo que no 

constituían una organización. Sus funciones eran acusatorias ante el jurado y desvinculadas 

por completo del agravio de la parte civil. Acusaban al delincuente en nombre de la sociedad 

y por el daño que ésta resentía con el delito". (14) 

El maestro Piña y Palacios destaca los defectos de que adolecían los tres promotores 

fiscales instituidos por la Ley Juárez: no formaban un cuerpo propiamente dicho (una institu-

ción), carecían de dirección y les faltaba unidad en el desempeño de sus cargos. 

En el Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal del 15 de septiembre 

de 1880, pranulgado por el Presidente Díaz, la institución del Ministerio Público:tomó cuerpo 

y se delinea adoptando francamente las características de la institución francesa. En el Capí-

tulo I del Titulo I del Libro I de ese ordenamiento, hallamos determinada la función de la 

Policía Judicial, entre cuyos miembros figura el Ministerio Público, expresándose que la Poli-

cía Judicial tiene por objeto la investigación de los delitos, la reunión de sus pruebas y el 

descubrimiento de sus autores, cómplices y encubridores. (15) 

Asimismo, expresa que el Ministerio Público es una Magistratura instituida para 

pedir y auxiliar la pronta administración de justicia, en nombre de la sociedad y para defen-

der ante los tribunales los intereses de ésta en los casos y por los medios que señalan las 

leyes. 

El Ministerio Público no tenía encomendada la función investigadora por ser de la 

(12) RODRIGUEZ, Ricardo. El Procedimiento Penal en México. Of. Tip. de la Sría. de Fomento. 
México 1900. Pág. 12 

(13) PALIARES, Jacinto. Citado por Juan José González Bustamante. Op. cit. pág. 68. 

(14) FRANCO SODI, Carlos. El Procedimiento Penal Mexicano. Ed. Porrúa. México 1946. Pág. 45. 

(15) CODIGD DE PRCCEDIMIENMS PENALES PARA EL DlSrRTTO FEDERAL, publicado en el Diario Oficial 
el 15 de septiembre de 1880, Título Primero, arts. 11 y 28. 
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incumbencia de la Policía Judicial. Los jueces de paz, tambión eran miembros de la Policía 

Judicial, estaban encargados de practicar las primeras diligencias mientras se presentaba 

el Juez de lo Criminal que debía continuarlas. 

"El 22 de mayo de 1894 se promulgó el segundo Código de Procedimientos Penales 

para el Distrito y Territorios de la Federación, que conservó la estructura del código ante-

rior, corrigiendo los vicios advertidos en la práctica". (16). 

"Los Comisarios de Policía o la inspección General del Ramo, de donde dependían, 

eran los encargados de levantar las actas de Policía Judicial, sin que existiese en las 

delegaciones una vigilancia por parte del Ministerio Público para que los procedimientos 

estuvieran ajustados a la Ley. Las comisarías eran verdaderos antros donde imperaba el capri-

cho y la arbitrariedad de personas ayunas de la Ciencia del Derecho. Ribo algunos comisarios 

que se hicieron célebres por su intuición y perspicacia en la investigación de los delitos". 

(17) 

Para concluir, podemos establecer que en México, hasta 1910, los jueces tenían 

competencia para instruir la Averiguación Previa, de ahí el nombre de jueces instructores o 

pesquisadores. 

(16) GONZALEZ BUSTAMANTE, Juan José. Op. cit. pág. 71. 

(17) Ibid pág. 72. 
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Tomando en cuenta que la Averiguación Previa se desarrolla en nuestro pais en el 

marco de la actuación del Ministerio Público, órgano que detenta el monopolio del ejercicio 

de la acción penal, analizaremos esta institución ceno antecedente y origen de aquella. 

1.- GENERALIDADES 

El Ministerio Público es una institución moderna cuyos antecedentes históricos se 

encuentran en Francia, donde nació y evolucionó para ser adoptada por otros países U" México. 

Aunque algunos autores pretenden remontarse al antiguo Derecho Atico, a Grecia y a 

Runa, para encontrar la fuente primigenia del Ministerio Público, otros sostienen que éstas 

son sólo similitudes o conexiones con el pasado. 

La institución nació en el Siglo XIV en Francia, con los Procuradores del Rey, 

creados con el fin de defender los intereses del Estado (monarquía). Este cuerpo se encuadra 

en las ordenanzas de 1522, 1523 y 1586. Existían dos funcionarios: el Procurador del Rey, el 

cual se encargaba del procedimiento, y el Abogado del Rey, quien se encargaba del litigio en 

todos los negocios que interesaban al Rey. (18) 

El Ministerio Público se mantuvo en el curso de cuatro siglos hasta la Revolución 

Francesa que estableció los Comisarios; luego, la Ley del 22 de Brumario, año VIII, estable-

ció al Procurador General, el cual se conservó en las Leyes Napoleónicas de 1808 y 1812. 

Así, el Ministerio Público quedó organizado de manera jerárquica y dependía directa-

mente del Poder Ejecutivo como en la actualidad. Ibnla curo funciones la de requerindento y 

de acción, pero carecía de funciones instructoras, las cuales estaban reservadas a las juris-

dicciones. 

Desde entonces, su evolución se adaptó a la realidad jurídica y social de los países 

latinos de tradición legislativa escrita, donde se convirtió en institución de procuración de 

la justicia. 

2.- ANTEC EDENITS IIISTORICOS EN MMICO 

El antecedente del Ministerio Público en la Nueva España se encuentra en las leyes 

de 5 de octubre de 1626 y 1632, en las que se ordenaba: "Es nuestra merced y voluntad que en 

cada una de las Reales Audiencias de Lima y México haya dos fiscales: que el más antiguo sir-

va de plaza, en todo lo civil, y el otro en lo criminal". (19) 

(18) crorRo, Juventino. El Ministerio Público en México. id. Porrúa S.A., Sexta Edición. México 
1985, pág. 5., 

(19) Ibiden pág. G. 
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Para México se autorizaron dos. El más antiguo atendería los asuntos civiles y el 

más moderno los criminales. Sin snbargo, desde 1776 hubo un tercero para conocer tzunbini de 

los asuntos civiles, aunque se suprimió en 1788. Par decreto de octubre de 1777, se creó 

otra fiscalía más, especial para los asuntos de la Real Hacienda. al total llegó a haber 

cuatro fiscales en la Audiencia de México. 

CUando en España y Nueva España se estableció el rógimen constitucional, la Consti-

tución establecía que a las Cortes correspondía fijar el número de magistrados que habían de 

integrar el Tribunal Supremo y las Audiencias de la península y de ultramar; lo que fue rea-

lizado por el decreto de 9 de octubre de 1812, el cual ordenaba que en la Audiencia de México 

hubiera dos fiscales. 

El maestro Briseño Sierra sostiene que "durante la Colonia en México, los Fiscales 

asumían el carácter de promotores de la Justicia y ceno tales realizaban una función imperso-

nal, desinteresada y pública, obrando a nombre de la sociedad, pero no se presentaban oon las 

características precisas de la institución, porque no había una unidad de armonía e inspección, 

ofreciéndose todos los defectos contemporáneos y grandes lagunas en cuanto a las atribuciones 

de los Agentes", (20) 

El mismo autor menciona que en la Constitución de Apatzingán se reooncci6 la existen-

cia de los fiscales cano Auxiliares de la Administración de Justicia, y se estableció que había 

dos letrados, uno para el Rano Civil y otro para el Penal, nanbraclos por la legislatura a 

propuesta del Ejecutivo y por un periodo de cuatro años con el tratamiento de señoría, (21) 

En la Constitución de 1824, se conservó la existencia del Fiscal cono funcionario 

integrante de la Suprema Corte y con igual categoría que los miembros de ella. la situación 

del Fiscal se fortaleció por las Leyes Constitucionales de 1836, que le consideraron miembro 

integrante de la Corte, inamovible, a no ser por enjuiciamiento ante el Congreso Federal. 

Nos dicen Dablán y lozano que en las Liases para la Administración de la República, 

publicadas el 22 de abril de 1853, se estableció un Procurador General de la Nación para que 

los intereses nacionales fueran convenientemente atendidos en los negocios contenciosos que 

se versasen sobre ellos, ya estón pendientes o se susciten en adelante; promover cuanto con-

venga a la Hacienda Pública y que se proceda en todos los renos con los conocimientos necesa-

rios en puntos de !brecha, con un sueldo de cuatro mil pesos, bollares y condecoración de 

Ministro de la Corte Suprema de Justicia, en la cual y en todos los Tribunales Superiores, 

será recibido como parte por la Nación, y despachará todos los informes en Derecho que se le 

(20) BRISEÑO SIERRA, Humberto. Op. cit.,póg. 97. 
(21) Ibidem. 
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pidan por el gobierno. (22) 

En la Constitución de 1857, continuaron los fiscales con igual categoría que los 

Ministros.de la Corte. A este respecto nos dice Colín Sánchez que pese a que en la Oonstite-

ción se mencionaba al Ministerio Público para que en representación de la sociedad promoviera 

la instancia, esto no llegó a prosperar, porque se consideró que el particular ofendido por el 

delito no debía ser sustituido por ninguna institución, ya que este derecho correspondía a los 

ciudadanos; además, independizar al Ministerio Público de los órganos jurisdiccionales retar-

daría la acción de la justicia pues aquellos se verían obligados a esperar a que el Ministerio 

Público ejercitara la acción penal. (23) 

De lo anteriormente señalado tenemos en la "IListoria del Congreso Constituyente de 

1857",'escrita por don Francisco Zarco, las ideas más importantes que se expresaron en la 

discusión. El diputado Villalobos manifestó su inconformidad con que se le quitase al ciudada-

no el derecho de acusar y se le sustituyese por un acusador público; expresó que el pueblo no 

puede delegar los derechos que debe ejercer por si mismo y que todo crimen, que es un ataque 

para la sociedad, reclama para el ciudadano el derecho de acusar; que de llegar a establecer 

en México el Ministerio Público, se privaría a los ciudadanos de ese derecho. (24) 

El diputado Díaz González no compartió las ideas de Villalobos, aduciendo que debe 

evitarse que el juez sea al mismo tierpo juez y parte; que independizando al Ministerio Públi-

co de los jueces, habrá más seguridad de que sea imparcial la Administración de Justicia. 

El diputado Moreno opinó que el derecho de acusar no debe venderse a los ciudadanos, 

y Castañeda hizo notar que si se estableciese el Ministerio Público, daría lugar a grandes 

dificultades en la práctica, originando embrollos y demoras en la Administración de Justicia, 

porque obligar al Juez a esperar la acusación formal para poder proceder, es tanto cono mania-

tarlo y reducirlo a un estado pasivo, facilitando la impunidad de los delitos. Mostró su in-

conformidad con el establecimiento del Ministerio Público, pero propuso que sólo interviniese 

hasta que la cause se eleve al estado de plenario. 

Díaz González insistió en que el artículo propuesto no significaba que se quitase 

a los ciudadanos el derecho de acusar y que las funciones reservadas en la doctrina al Minis-

terio Público, en la práctica han estado a cargo de los jueces, lo que disminuye las garantías 

que debe tener todo acusado. 

(22) DOBLAN, Manuel y IMANO, José María. Legislación Mexicana T. IV. Ed. Oficial, México 
1876. Pág. 428. 

(23) COLIN SÁNCHEZ, Guillermo. Op. cit. Pág. 98. 

(24) ZARCO, Francisco. Historia del Congreso Constituyente. Imprenta de Ignacio Cumplido. México 
1957. Pp..368-370. 
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La opinión general fue contraria al establecimiento del Ministerio Público; la de 

reconocer al ciudadano el derecho de acusar estaba profundamente arraigada en el ánimo del 

pueblo, pero despertó entre los constituyentes grandes inquietudes por lo "monstruoso" que 

resulta que el juez sea al mismo tiempo juez y parte, y dirija, a su arbitrio, la marcha del 

proceso. 

González Bustamante recuerda que cuando alguien habló de que el Ministerio Público 

representaba los intereses de la sociedad, el diputado José María Mata sostuvo fogosamente 

que "la sociedad es para el individuo y no el individuo para la sociedad". (25) 

El diputado Donciano Arriaga propuso que el artículo quedase redactado en la siguien-

te forma: "En todo procedimiento de orden criminal, dnlY,  intervenir querella o acusación de la 

parte ofendida o instancia del Ministerio Público que sostenga los derechos de la sociedad". 

El ofendido por el delito podía ir directamente ante el Juez como denunciante o querellante; 

podía también hacerlo el Ministerio Público, sin que significase que la institución tuviese 

el monopolio exclusivo de la acción penal que se concedía al ciudadano. 

Pese a los encendidos debates que se suscitaron en el Constituyente de 1857, los 

legisladores no llegaron a un acuerdo y rechazaron la intervención del Ministerio Público, pero 

en cambio se instituyeron los fiscales para el orden federal. 

Durante los 60 años que mediaron entre la Censtitución de 1857 y la de 1917, el 

Ministerio Público no logró erigirse como una institución representativa de la sociedad. Ni 

siquiera con la Ley de Jurados Criminales para el Distrito Federal de 1869, porque "los pruno-

bDres fiscales a que se refiere la ley... no pueden reputarse como verdaderos representantes 

del Ministerio Público; su intervención es nula en el Sumario porque el ofendido por el delito 

puede suplirlos y su independencia es discutible", (26) 

Eh el Código de Procedimientos renales para el Distrito Federal de 1880 y 1894, el 

Ministerio Público fue concebido "como una magistratura instituida para pedir y auxiliar la: 

pronta administración de justicia, en nombre de la sociedad y para defender ante los tribunales 

los intereses de ésta. (27)Igualmente, se le atribuye a la Policía Judicial la función de 

auxiliar en la investigación del delito y la reunión de pruebas, pero sin vinculación alguna 

con el Ministerio Público. 

Fue en la Ley Orgánica del Ministerio Público de 1903 cuando se empieza a dar al 

Ministerio Público -inspirados en la organización de la institución francesa- el perfil que 14 

años después adquiriría definitivamente en la Constitución de 1917, pero no obstante que se le 

otorga la personalidad de parte en el juicio y se le imprime un carácter institucional y unita- 

rio, en la realidad su función tuvo un carácter meramente decorativo para la recta y pronta 	- 

(25) GO
/  

NZALEZ BUSTAMANTE, Juan José. Cp. cit. pág 68. 
(26) GONZALEZ BUSTAMANTE, Juan José. Cit. por Colín Sánchez, Guillermo. O. cit. pág. 104. 

(27) Ibidem. 
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administración de justicia. 

La Constitución de 1917 acab6 con el Ministerio Público como institución débil e 

indefinida al unificar sus facultades y erigirle como un organismo integral para perseguir 

el delito, con total independencia del Poder Judicial. Acabaría asimismo con el sistema pro-

cesal viciado y restituiría a los jueces la dignidad y respetabilidad de la magistratura. 

Terminaría también con las persecuciones y detenciones arbitrarias de presidentes municipales 

y agentes de policía, y aseguraría la libertad individual de todos los mexicanos, porque nadie 

pudría ser detenido sino por orden de la autoridad judicial. 
El constituyente de 1917 estableció en el artículo 21 de la Constitución Política 

Federal que ;'..la persecusión de los delitos incumbe al Ministerio Público y a la Policía Judi--

dial,la cual estará bajo la autoridad y mando inmediato de aquél...". Dispuso además en el 

artículo 102 que "estará a cargo del Ministerio Público de la Federación la persecusión ante 

los tribunales, de todos los delitos del orden federal; y por lo mismo, a él le corresponderá 

solicitar las órdenes de aprehensión contra los reos; buscar y presentar las pruebas que acre-

diten la responsabilidad de éstos; hacer que los juicios se sigan con toda regularidad para 

que la adannistraci6n de justicia sea pronta y expedita; pedir la aplicación de las penas e 

intervenir en todos los negocios que la misma ley deternUne...". (28) 

Envero, no obstante el acierto del constituyente de Querétaro de conferir al Ministe-

rio Público el monopolio de la persecusión de los delitos o ejercicio de la acción penal, se 

cuestiona el hecho de que los individuos -nacional o extranjero- carezcan de una garantía o 

defensa cuando el Ministerio Público se niega a realizar esa función, en detrimento de derechos 

personales o del interés social que le está encomendado. 

En México no existe ningún recurso contra la inactividad del Ministerio Público, ni 

verdaderos medios de control para esos casos uumu en otros países, en los cuales se ha esi-nble-

cido el concurso subsidiario de particulares, la injerencia de los sindicatos o la intervención 
señalada por el (maigo Francés al Tribunal de Apelación para que intervenga de oficio suplien-

do al Ministerio Público cuando éste manifieste inactividad o falta de interés. 

El Juicio de Amparo que podría ser la única posibilidad para obligar al Ministerio 

Publico a ejercitar la acción penal, está descartado porque se arguye que es improcedente por-

que no existe precepto constitucional que establezca cono (prenda la persecusión dé los deli-

tos. 

Algunos autores rechazan ese argumento porque consideran que el Juicio de Amparo no 

debe entenderse como una institución creada para la protección de intereses privados, sino por 

el contrario, para mantener el imperio de la ley frente a los actos arbitrarios de la autori-
dad. 

(28) COLIN SANCIIEZ, Guillermo. Op. cit. pág. 105 
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Se considera necesario hacer las reformas legales conducentes para que 

la proCuración de justicia y el ejercicio de la jurisdicción penal, no dependan Más de 
un monopolio estatal cmhimodo oue obedece al arbitrio individual, a veces injusto, del 
Ministerio Público, en perjuicio de la certeza y seguridad jurídicas que deben prevale-

cer entre la autoridad y la sociedad. 

Si bien las reformas aue se prqponen no desnaturalizarían al Ministerio 

Público como institución en cuanto a su función fundamental de perseguir los delitos e 

intervenir en la administración de justicia, su actuación estaría sujeta a un control 

legal por parte del Poder Judicial, a instancias del ciudadano o extranjero que gozarían 

de un recurso que protegiera sus derechos personales o el de la sociedad, cuando resulta-

ran afectados por la inactividad de aquella autoridad. 

coNcEpro 

Para unos autores, el Ministerio Público representa a la sociedad. Para otros, 

es representante del Estado. Teniendo éste una personalidad jurídica de la que carece la 

sociedad -concepto ajeno al orden normativo-, responde a mejor técnica concebir al Minis-

terio Público cano representante del gobierno, por más que en términos comunes, frecuente-

mente incorporados a los usos curiales, se le mencione como representante de la sociedad 
o representación social. 

El maestro Colín Sánchez lo define ceno una institución dependiente del Estado 

(Mar Ejecutivo) que actúa en representación del interés social en el ejercicio de la 
acción penal y la tutela social, en todos aquellos casos que le asignan las leyes. (29) , 

Por su parte, el catedrático Miguel Fenech lo conceptúa coro parte acusadora necesa-

ria de carácter público, encargada por el Estado, a quien representa, de pedir la actuación 

de la pretensión punitiva y de resarcimiento, en su caso, en el proceso penal. (30) 

Rafael de Pina define al Ministerio Público como un cuerpo de funcionarios que 

tiene como actividad característica fundamental, aunque no única, la de promover el ejerci-

cio de la jurisdicción en los casos preestablecidos, personificando al interés público 

existente en el cumplimiento de esta función estatal. (31) 

Para finalizar el aspecto referente al concepto del Ministerio Público, diremos 

que es una institución dependiente del Poder Ejecutivo (Federal o estatal), cuyo objeto 

es representar al Estado en todos aquellos casos que le asignen la COnstituci6n y las 

(29) COLIN SANCHEZ, 	Op. cit. pág. 88. 
(30) FENECH, Miguel. Derecho Procesal Penal T. I.Edit. Labor. Barcelona 1960. Pág. 276. 
(31)DE 1111A, Rafael. Diccionario de Derecho. Edit. Porrúa, México 1978. Pág. 278. 
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leyes orgánicas, ya sea éstas del fuero común o federal. 

4.- NATURALEZA JURIDICA 

La determinación de la naturaleza jurídica del Ministerio Público ha provocado dis-

cusiones interminables dentro del campo doctrinario, donde se le ha considerado: 

a).- Cama órgano administrativo que actúa con el carácter de parte; 

b).- Como representante de la sociedad en el ejercicio de las acciones penales; 

c).- Cumu colaborador en la función jurisdiccional; 

d).- Cama un órgano judicial. 

a).- Cómo órgano administrativo que acta con el carácter de parte: 

Guarneri manifiesta que el Ministerio Público es un órgano de la Administración Pú-
blica destinado al ejercicio de las acciones penales señaladas en las leyes y, por tal motivo, 

la funci6n que realiza bajo la vigilancia del "Ministerio de Gracia y JUsticia", es de repre-

sentación del Poder Ejecutivo en el proceso penal. (32) 

Continúa expresando el citado autor que como el Ministerio Público no decide contro-

versias judiciales, no es posible considerarlo órgano jurisdiccional, sino más bien adminis-

trativo, derivándose de esto su carácter de parte, puesto que la aplicación de las penas perte-

nece a la sociedad y al Estado en personificación de la misma. Para que la ley no quede vio-

lada, persigue el delito y al subjetivarse las funciones estatales -Estado-legislación, Estado-

-Administración y Estado-Jurisdicción-, el Ministerio Público realiza funciones del Estado-

-Administración, poniéndose colmo sujeto ante el Estado, pidiendo la actuación del Derecho, 
pero sin actuarle él. 

Por otra parte, los actos que realiza el Ministerio Público son de naturaleza adminis-

trativa, lo que justifica que se apliquen a ésta los principios del Derecho Administrativo, 

independientemente de que forma parte de la Administración Pública y como órgano de la misma 

dinhin regirse por la legislación en la materia. La propia naturaleza administrativa de la 

actuación del Ministerio Público, reside en la discrecionalidad de sus actos, puesto que tie-

ne facultades para determinar si debe proceder o no en contra de una persona; situación en la 

que no podría intervenir el órgano jurisdiccional oficiosamente para avocarse al proceso. Aún 

más, las sustituciones cano consecuencia de la jerarquía que prevalece dentro de la institu-

ción, permite que se den órdenes, circulares y otras medidas tendientes a vigilar la conducta 

de quienes integran el Ministerio Público, aspecto que también cae dentro del orden adminit- 

(32) GUARNERT, José. Cit. por Colín Sánchez, Guillermo. Cp. cit. pp. 90-91. 
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trativo. 

En esas condiciones el Ministerio Público actúa con el carácter de parte, hace 

valer la pretensión punitiva y de acuerdo con ello, ejerce paleros de carácter indagato-

rio, preparatorio y coercitivo; sobre todo, presenta a través de su actuación las caracte-

rísticas esenciales de quienes actúan coma parte; ejercita la acción penal, propone demandas, 

presenta impugnaciones y tiene facultades de pedir providencias de todas clases. 

Machorro Narváez consideraba al Ministerio Público eran una autoridad administrativa, 

y para fundamentar su afirmación expresa que es muy útil recordar la insistencia con que todos 

los que tomaron parte en los debates sobre el artículo 21 constitucional, decían que la perse-

cución de los delitos correspondía a la autoridad administrativa. Por tanto, el Ministerio 

Público en su función quedaba sujeto a todas las limitaciones que a las autoridades adminis-

trativas impone la Constitución y no podría en forma alguna restringir las garantías individua-

les sino cuando obtuviera orden judicial y agrega que conquistada por el Ministerio Público 

su completa autonomía respecto del Poder Judicial, queda como autoridad administrativa, suje-

to a tndas las restricciones constitucionales que solamente se dan ante el mandato judicial. 

(33) 

b).- Cano representante de la sociedad en el ejercicio de las acciones penales. 

El Ministerio Público "es un representante de la sociedad en el ejercicio de la 

acción penal. Para fundamentar la representación social atribuida al Ministerio Público en el 

ejercicio de la acción penal, se toma cono punto de partida el hecho de que el Estado, al 

instituir la autoridad, le otorga el derecho para ejercer la tutela jurídica general para que 

de esa manera persiga judicialmente a quien atente contra la seguridad y el normal desenvolvi-

miento de la sociedad". (34) 

Rafael de Pina considera que el Ministerio Público ampara en todo momento el interés 

general implícito en el mantenimiento de la legalidad, por lo que no debe considerarsele cano 

un representante de la subordinación que guarda frente al Poder Ejecutivo y agrega que la ley 

tiene en el Ministerio Público su órgano espeLífico y auténtico..(35) 

(33) MACHORRO NARVAEZ, Paulino. El Ministerio Público: La Intervención de Terceros en el 
Procedimiento Penal y la Obligación de Consignar Según la Constitución..Publicaciones 
de la Acadtuda Mexicana de Jurisprudencia. México 1941. Pp. 11-12 

(34) COLIN SANCHEZ, Guillermo. Op. cit. pág. 89. 

(35) DE PINA, Rafael. Comentario al Código de Procedimientos Penales para el Distrito 
y Territorios Federales. Ed. Herrero. México 1961. Pág. 31. 
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-Actúa cano autoridad administrativa durante la fase preparatoria al ejercicio de 

la acción penal; 

-Procede calo sujeto procesal cuando interviene en el proceso con el carácter de 

parte, sosteniendo los actos de la acusación; 

-Funge como auxiliar de la función jurisdiccional cuando practica las diversas 

diligencias allanadas de dicho órgano o de la remisión de pruebas para el debido esclare-

cimiento de los hechos; 

-Ejerce tutela general sobre menores e incapacitados en los juicios civiles o 

familiares que se tramiten en los trihmales del fuero coman o federal y representa a 

los ausentes y al Estado protegiendo sus intereses, función ésta última cuando actea 

como Ministerio Público Federal. 

5.- PRINCIPICS ;ID-J=1ES 

Cinco son los principios que la doctrina suele colegir de la ley en cuanto a la 

fisonomía y actuación del Ministerio Publico. De éste se dice que es Jerárquico, Indivi-

sible (Unitario), Independiente, Irrecusable e Irresponsable. 

Principio de Jerarquía 

Al referirse al principio de jerarquía, el maestro Colín Sánchez considera que 

"... el Ministerió Público está organizado jerárquicamente bajo la dirección y estricta 

responsabilidad del Procurador General de Justicia, en quien residen las funciones del 

mismo". Agrega que "las personas que lo integran, no son más que una prolongación del 

Titular, motivo por el cual recihrn y acatan las órdenes de éste, porque la acción y el 

mando de esa materia. es de ccupetencia exclusiva del Procurador". (38) 
Don Sergio García Ramírez sintetiza que por jerarquía "se entiende la de mando que 

radica en el Procurador; así, los agentes son sólo prolongación del titular y la repre-

sentación es única" (39) 

----- 

(30) COLIN SANCW2, Guillermo. Op. cit. pág. 109. 

(39) GARCIA RAMIREZ, Sergio. Op. cit. pág. 209. 
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c) Como colaborador de la función jurisdiccional. 

No ha faltado quien identifique al Ministerio Público como un auxiliar o colabora-

dor de la función jurisdiccional, debido a las actividades que realiza a través de la 

secuela procedimental, ya que todos sus actos van encaminados a lograr un fin último: 

la aplicación de la ley general al caso concreto. 

"En cierta forma, es posible admitir que colabora con la actividad jurisdiccional, 

a través de sus funciones específicas, porque en última instancia, éstas obedecen al 

interés característico de toda la organización estatal. Para el fiel cumplimiento de sus 

fines, el Estado encomienda deberes específicos a sus diversos órganos para que en cola-

boración plena y coordinada, mantengan el orden y la legalidad, razón par la cual el 

Ministerio Público (órgano de acusación), lo mismo al perseguir el delito que al hacer 

cesar toda lesión jurídica en contra de los particulares dentro de esos postulados, es 

un auxiliar de la función jurisdiccional para lograr que los jueces, a través del proceso, 

apliquen la ley a un caso concreto". (36) 

d).- Como un órgano judicial. 

El Ministerio Público es un órgano judicial. Frosali manifiesta que dentro del orden 

judicial, según la etimología de la palabra, debe entenderse todo aquello que se refiere 

al juicio y, en consecuencia, la actividad del Ministerio Público es, por ese motivo, 

judicial. Agrega que es necesario reconocer que la actividad del Ministerio Público es 

administrativa, porque no es legislativa ni judicial, ni tampoco politica, pero amerita 

la calificación de judicial porque se desenvuelve en el juicio. (37) 

No compartimos la opinión de Frosali, porque desde su punto de vista, habría que 

considerar con tal carácter al procesado, a los testigos y demás personas que intervienen 

en el proceso. 

El Ministerio Público, dada su naturaleza y fines, carece de funciones jurisdicciona-

les; no está facultado para aplicar la ley, pues ésta es una atribución exclusiva del 

juez; por lo tanto, debe concretarse a solicitar su aplicación, pero no a declararla. 

Para concluir, podemos decir que la naturaleza jurídica del Ministerio Público 

(federal o del fuero común) es múltiple, en razón a su actuación y funciones: 

(36) COLIN SÁNCHEZ, Guillermo. Op. cit. pág. 94. 

(37) FRaSALI, Raúl Alberto. Cit. por Colín Sánchez, Guillermo. Op. cit. pág. 93. 
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Principio de Indivisibilidad 

La indivisibilidad (léase unidad) "consiste en que cada uno de los funcionarios 

del Ministerio Público, representa a la institución y actúa de una manera impersonal; 

la persona física que representa a la institución, no obra en nombre propio, sino del 

órgano del que forma parte. Luego puede ser libremente sustituida por otra, sin que 

sea necesario hacer saber al inculpado el nombre del nuevo agente del Ministerio - -
Público. (40) 

El Ministerio Público constituye una unidad en el sentido de que todas las perso-

nas físicas que =ponen la institución, se consideran miembros de un solo cuerpo bajo 

una sola dirección. El Ministerio Público es uno, porque representa una sola parte: el 

Estado. Los representantes de la institución que intervengan en una causa pueden ser mur 

chos y de diferentes adscirpciones, pero su personalidad y representación es siempre una 

única entidad jurídica representada. 

Para los procesalistas la indivisibilidad del Ministerio Público consiste en que 

cada uno de sus miembros, cuando obran en el ejercicio de sus funciones, representan o 

conpraneten a toda la institución, el.mIxendiendo a su jefe el Canciller (Procurador), 

como si el acto hecho por ellos emanase de la más alta autoridad. 

De la indivisibilidad se derivan las siguientes consecuencias: 

A.- Que en cada Corte o Tribunal el jefe del Ministerio Público es suplido, en 

caso necesario, en el ejercicio de todas sus funciones, por sus subordinados que pueden 
también reemplazarse unos a los otros. 

B.- Que en las causas que no pueden ser sentenciadas sin que el Ministerio Públi-

co formule conclusiones, no es necesario, bajo nulidad, que esté representado en todas 

las audiencias por el mismo agente. Por lo demás, se admite como principio firme que 

esta indivisibilidad establecida por motivos de orden público, no puede perjudicar a la 

institución; es decir, volverse contra ella (Garssonet). Conforme a esta salvedad, los 

funcionarios superiores del Ministerio Público, según la opinión del mencionado juriscon-

sulto, pueden apelar de las sentencias con las que se hayan conformado los agentes infe-

riores. (41) 

La unidad absoluta del Ministerio Público no se ha logrado en nuestra legislación, 

pues en materia federal existe un Ministerio Público, bajo la dependencia del Procurador 

General de la República; en el orden coman la institución tiene mino jefe al Procurador 

General de Justicia del Distrito Federal o del estado de que se trate; e igualmente, 

(40) GONZALEZ BUSTANVITE, Juan José. Op. cit. pp. 50-80. 
(41) PALIARES, Eduardo. Derecho Procesal Civil, lla. Edición. El. Porrúa, México 1978. 
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existe un un Procurador General de Justicia Militar; todas son representaciones que, 

inclusive, en ocasiones llegan a presentar pedimentos contradictorios. 

La diversidad existente pudiera modificarse estableciendose una reglamentación 

derivada de reformas a los artículos 21 y 102 constitucionales, en las que, sin deméri-

to de la autonomía de los estados y del Distrito Federal, se jerarquicen las competen-

cias federal y del fuero común, se impongan límites a la actuación del Ministerio Público 

en razón de su competencia y se estatuya una estructura unitaria de órganos y funciona-

rios que obedezca al principio fundamental de la institución: la procuración y adminis-

tracidn de la justicia. 

Principio de Independencia 

La independencia del Ministerio Publico "es en cuanto a la jurisdicción, porque 

si bien es cierto que sus integrantes recihon órdenes del superior jerárquico, no suce-

derá lo mismo en relación a los órganos jurisdiccionales o legislativos. Esto se explica 

sin mayores complicaciones, si para ello hacemos notar la división de poderes existente 

en nuestro medio, y las características que le singularizan,de tal manera que si concre-

tamente la función corresponde al Ejecutivo, depende del mismo, no pudiendo tener inge- - 

rencia ninguno de los otros en su actuación. (42) 

Este es el gran problema al que tanto ha aludido la Suprema Corte y que en gene-

ral ha suscitado una polémica interminable, la que se resume en las siguientes interro-

gantes: ¿de quién debe depender el Ministerio Público? ¿debe ser autónomo? ¿quién lo 

debe nombrar? 

Colín Sánchez nos dice que en los países de gran tradición jurídica como Ingla-

terra, el Fiscal de la Corona y el Solicitador General dependen del Parlamento y del 

Gabinete, aunque la institución propiamente no existe, por estar en manos de los ciuda-

danos el ejercicio de la acción penal.(43) 

Continúa diciendo el citado autor que el Ministerio Público en Francia es una 

magistratura con características especiales e independiente del Poder Ejecutivo, pero 

en la mayoría de los paises latinoamericanos, el Ministerio Público depende del Poder 

Ejecutivo, al igual que en Wxico. 

"La independencia, que es una de las condiciones esenciales para el buen funcio-

namiento de la institución, es muy relativa mientras no se logre su completa autonomía 

y se desligue del Poder Ejecutivo. Para conseguirlo, es indispensable que se consagre la 

(42) COLIN SANCHEZ, Guillenno. C. cit. pág. 111. 

(43) COLIN SÁNCHEZ, Guillermo. Función Social del Ministerio Público en México. Ed. Insti - 
• tuto de Investigaciones Sociales de la UNAM. México 1952. Pág. 68. 
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inamovilidad para los funcionarios del Ministerio Público, a fin de que queden colocados 

en una posición de independencia y libertad en lo que se refiere al desempeño de sus 

funciones y al margen de toda influencia politica. Además, es conveniente lograr una 

cuidadosa selección del personal, garantizando en sus puestos a los funcionarios probos 

y aptos, que se hayan especializado en estas materias". (44) 

El Ministerio Público para poder ejercer correctamente sus funciones y cumplir 

con su cametido,ha de ser independiente de boda autoridad, especialmente del Peder Eje-

cutivo. Debe de separar las atribuciones de asesoría y representante del gobierno, de la 

representación social y persecución de los delitos 03M0 titular de la acción penal. (45) 

Principio de Irrecusabilidad 

La irrecusabilidad es el impedimento legal que se tiene para recusar, rechazar 

o impedir la competencia de una autoridad, tribunal, juez o perito. Eh el caso del Minis-

terio Público, la irrecusabilidad se refiere a que no existe recurso legal alguno para 

que un particular lo obligue a no resolver lo que a su juicio proceda, respecto de una 

Averiguación Previa, sin que por ello se pueda considerar que afecta la imparcialidad 

con que la justicia debe ser siempre administrada. 

"La irrecusabilidad del Ministerio Público se hace manifiesta en el hecho mismo 

que tal Organo no puede dejar de conocer los hechos que se le sapeten a su consideración, 

sin que ello signifique que sus agentes no deben excusarse en los mismas términos que los 

juzgadores". (46) 

El fundamento jurídico de la irrecusabilidad del Ministerio Público se encuentra 

en los artículos 27 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República y 26 

de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal. En ambos 

ordenamientos se establece que los agentes del Ministerio Público, ya sean federal o del 

Distrito Federal, no son recusables; pero deben excusarse del conocimiento de los nego,  

cios en que intervengan, cuando exista alguna de las causas de impedimentos que la ley 

señala en el caso de: Ministros de la Suprema Corte de Justicia, Magistrados de Circuito 

y Jueces de Distrito; así opimo Magistrados y Jueces del orden camdn (artículo 39 del 

Código Federal de Procedimientos Civiles, artículo. YO del Código de Procedimientos 

Civiles para el Distrito Federal). 

(44) GONZÁLEZ BUSTAMANTE, Juan José. Cp. cit. pág. 60. 

(45) CA51110, Juventino Si. El Ministerio Público en México, Séptima Edición, Blit, ponla 
México 1990. 

(46) ORONOZ SANMANA, Carlos M. Manual de Derecho Procesal Penal. Ed.Costa Amic Editores 
México 1978. Pág. 37 y ss. 
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Principio de Irresponsabilidad 

Según Rafael de Pina, irresponsable es aquella "persona exenta de responsabili-

dad" o que "carece de sentido de responsabilidad". la irresponsabilidad en el desempeño 

de una función pública cano la que realiza el Ministerio Público, se refiere a que no 

está sujeto -por los actos referentes al ejercicio de su actividad,en relación al servi-

cio que le está encomendado-, a una responsabilidad objetiva por el desempeño de su 

cargo. (47) 

Oronoz Santana precisa que con motivo de su actividad, el Ministerio Público es 

irresponsable por ser una institución de buena fe, por lo que no se le puede atribuir 

la comisión de un delito. (48) Por su parte, García Ramírez sostiene que el Ministerio 

Público cano tal, no incurre en responsabilidad, pero si pueden caer en ésta, dentro de 

la triple proyección civil, disciplinaria y penal, los funcionarios que lo encarnan. (49) 

M. Fejaville define la irresponsabilidad así: los Magistrados del Ministerio 

Público son irresponsables en el ejercicio de sus funciones. Clamo consecuencia, no pueden 

ser condenados a las penas de la instancia, en el caso de que hayan tenido °mecimiento 

de un asunto criminal. (50) 

La regla de irresponsabilidad es, de bodas maneras, coman a todos los magistrados, 

aunque tratándose de dolo o falta grave, éstos pueden ser enjuiciados si ello se refiere 

al procedimiento en que tallaron parte. 

6 - ORGAN rizc ITY 

La institución del Ministerio Público fue establecida por el constituyente de 

1917, en el artículo 21 de nuestra Carta Magna, onno una de las garantías de orden 

personal y social que dieran seguridad jurídica para proteger esencialmente la dignidad 

humana y el respeto de los derechos personales, patrimoniales y cívicos de los particula-

res en sus relaciones con la autoridad. 

En la exposición de motivos presentada en la apertura del Congreso Constituyente, 

el lo. de diciembre de 1916, se describen las causas en que se fundó el Constituyente de 

(47) DE PINA, Rafael. Op. cit. pág 302. 

(48) OBONOZ SANTANA, Carlos M. Op. cit. pág. 37 y ss. 
(49) GARCIA RAMIREZ, Sergio. Op. cit. pág. 212. 

(50) FEJAviny, Manuel. Cit. por Colín Sánchez, Guillermo, Op. cit. pág. 109. 
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Cuerétaro para adoptar y reglamentar la institución del Ministerio Público: dar una 

representación real al Ministerio Público; acabar con los abusos de los jueces que 

asaltaban a los reos, atentaban contra las personas inocentes y contra la tranquilidad 

y el honor de las familias, porque monopolizaban la persecución de los delitos, desnatu-

ralizando las funciones de la judicatura; y quitar a los presidentes muncipales y a la 

policía común la posibilidad que tenían de aprehender a cuantas personas juzgaban sospe-

chosas, sin más mérito que su criterio particular. 

"La misma organización del Ministerio Público a la vez que evitará ese sistema 

procesal tan vicioso, restituyendo a los jueces toda la dignidad y toda la respetabilidad 

de la magistratura, dará al Ministerio Público toda la importancia que le corresponde, 

dejando exclusivamente a su cargo la persecución de los delitos, la busca de los elemen-

tos de convicción, que ya no se hará por procedimientos atentatorios y reprobados, y la 

aprehensión de los delincuentes. 

Con la Institución del Ministerio Público, tal como se propone, la libertad 

individual quedará asegurada, porque según el articulo 16 nadie podrá ser detenido sino • 

por orden de la autoridad judicial, la que no podrá expedirla sino en los términos y con 

los requisitos que el mismo artículo exige...". (51) 

La concepción visionaria y justiciera del constituyente de 1917 acabó con el 

sistema judicial viciado y corrupto de la época, delimitó las funciones de los tribunales 

y del Ministerio Público y garantizó la libertad individual de los mexicanos, porque se 

evitarían las detenciones arbitrarias y caprichosas. 

El Ministerio Público tiene su origen en el artículo 21 constitucional, pero en 

materia federal la Institución está contemplada en los artículos 102 y 107 fracción XV 

de la Constitución Federal, los que se refieren a la figura del Procurador General de la 

República cano su representante, quien es, asimismo, consejero jurídico del gobierno y 
representante de la Federación. (52) 

ratp destacar que el Procurador General de la República y los Procuradores 

Generales de Justicia del Distrito Federal y de los estados federados tienen facultades 

distintas, puesto que mientras ambos actúan en la persecución de los delitos del orden 

federal y del común, respectivamente, aquél está investido además de facultades especí-

ficas diferentes e incompatibles con las de un Ministerio Público. 

No obstante que conforme al artículo 21 constitucional el Ministerio Público es 

una institución unitaria, el maestro Colín Sánchez destaca que "tomando en cuenta la 

(51) COLIN SANCHEZ, Guillermo. Op. cit. pág. 105. 
(52) HURGOA ORIHUELA, Ignacio. Derecho Constitucional Mexicano. Edit. Porrúa, Primera 
' 	Edición. México 1973. Pág. 873. 
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organización política que nos rige... el artículo 102 constitucional, el tipo de leyes 

sustantivas en materia penal y en algunos casos el carácter del sujeto que comete el 

delito, podemos establecer que en la República Mexicana existen...", refiriendoSe a la 

aludida diversidad de ministerios públicos que ya mencionamos. (53). 

Eh este trabajo de Análisis Crítico al Marco Juridico-Constitucional de la 

Averiguación Previa en México, nos limitaremos al ámbito del Ministerio Público en el 

Distrito Federal, que tiene su origen y fundamentación constitucional en los artículos 

21 y 122 fracción VIII, así como en la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justi-

cia del Distrito Federal, en la cual se determinan la organización, facultades y obliga-

ciones que caracterizan a la Institución. 

Eh tanto que el artículo 21 constitucional establece que "...la persecución de 

los delitos incumbe al Ministerio Público y a la Policía Judicial, la cual estará bajo 

la autoridad y mando inmediato de aquél", el artículo 122 constitucional dispone en su 

fracción VIII que "el Ministerio Público en el Distrito Federal estará a cargo de un 

Procurador General de Justicia". 

Más que el Procurador, es la Procuraduría la Institución que representa al Minis-

terio Público, por lo que la Ley Orgánica que reglamenta su organización, funcionamiento, 

personal que la integra, distracción, facultades y obligaciones, es la de la Procuradu-

ría General de Justicia del Distrito Federal, publicada en el Diario Oficial de la Fede-

ración el día 12 de diciembre de 1983. 

Este ordenamiento establece en sus artículos lo., 2o., y 9o. que la Procuraduría 

General de Justicia del Distrito Federal: 

-Es una dependencia del Poder Ejecutivo Federal en la que se integra la institu-

ción del Ministerio Público del Distrito Federal y sus órganos auxiliares directos; 

- La institución del Ministerio Público del Distrito Federal, (está) presidida 

por el Procurador General de Justicia del Distrito Federal, en su carácter de representan-

te social, y 

-El Procurador (es el) jefe de la institución del Ministerio Público y de sus 

órganos auxiliares. 

ralle destacar que los órganos auxiliares a que se refiere la citada Ley Orgánica, 

están contemplados en el artículo lío. de la misma, el cual señala: 
------ 

(53) COLIN SANCHEZ, Guillermo. Op. cit. pág 106. 
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"Son auxiliares del Ministerio Público del Distrito Federal: 

I. La Policía Judicial, y 

II. Los servicios periciales de la Procuraduría General de Justicia del Distri-

to Federal. 

Asimismo,es auxiliar del Ministerio Público, la Policia Preventiva, debiendo 

obedecer y ejecutar las órdenes que reciba del Ministerio Público, en el ejercicio de 

sus funciones". 

Es el Reglamento de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del 

Distrito Federal, en su articulo 2o., el que describe a los servidores públicos y uni-

dades administrativas con que contará esa dependencia para el ejercicio de las atribu-

ciones, funciones y despacho de los asuntos de su competencia. Es decir, su organización: 

1. Procurador General de Justicia del Distrito Federal, 

2. Sulprocurador de Averiguaciones Previas, 

3. Sulprocurador de Control de Procesos, 

4. Oficial Mayor, 

5. Contraloría Interna, 

6. Dirección General de Administración y Recursos Humanos, 

7. Dirección General de Asuntos Jurídicos, 

8. Dirección General de Averiguaciones Previas, 

9. Dirección General de Control de Procesos, 

10. Dirección General de Coordinación de Delegaciones, 

11—Dirección General del Ministerio Público en lo Fami,liar y Civil. 

12. Dirección General de la Policía Judicial, 

13. Dirección General de Servicios a la Comunidad, 

14. Dirección General de Servicios Periciales, 

15. Unidad de Comunicación Social, 

16. Organos desconcentrados por Territorio, 

17. Comisiones y Camités. 

El mismo ordenamiento establece que serán agentes del Ministerio Público para 

todos los efectos legales que corresponda, los Subprocuxadores y los Directores Generales 

de Asuntos Jurídicos, de Averiguaciones Previas, de Control de Procesos, de Coordinación 

de Delegaciones y del Ministerio Público en lo Familiar y Civil, así cano los Directores 

de Area, Subdirectores y Jefes de Departamento que les estén, adscritos. 

La organización de la Procuraduría General de la República es semejante a la del 

Distrito Federal, con excepción de aquellas unidades administrativas creadas para la 
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atención de asuntos federales como los delitos contra la salud, amparo, asuntos legales 

internacionales, intercepción de droga y erradicación de cultivos ilícitos o control de 

bienes asegurados. 

Sin embargo, destacan en la organización de aquella Procuraduría dos dependencias 

importantes que no se contemplan en la Procuraduría General de Justicia del Distrito 

Federal: las direcciones generales de Prevención del Delito y de Protección de Derechos 

Humanos, que son indispensables para la procuración de justicia y el respeto a las garan-

tías individuales. 

Es necesario proponer 'una reforma a la Ley Orgánica del Procuraduría General de 

Justicia del Distrito Federal, para incorporar esas dos unidades administrativas, dada la 

enorme y creciente población de la Ciudad de México y zonas oonurLmdas con el estado de 

México. 

6.- ATRIBUCIONES 

Al analizar la naturaleza jurídica del Ministerio Público se mencionó que es múl-

tiple, en razón a su actuación y funciones, mismas que el artículo 2o. de la referida Ley 

Orgánica describe como atribuciones a saber: 

-Perseguir los delitos del orden común, cometidos en el Distrito Federal, 

-Velar por la legalidad en la esfera de su onnpetencia anuo uno de los principales 

rectores de la convivencia social, promoviendo la pronta, expedita y debida procuración e 

in:partición de justicia; 

-Proteger los intereses de los menores, incapaces, así como los individuales y 

sociales en general, en los términos que determinen las leyes; 

-Cuidar la correcta aplicación de las medidas de política criminal, en la esfera 

de su competencia, y 

-Las demás que las leyes determinen. 

En lo que respecta a la primera de las atribuciones, consistente en la persecución 

de los delitos del órden confin, la multicitada Ley orgánica menciona en su artículo 3o. 

las que al Ministerio Público le corresponden en la Averiguación Previa y en el ejercicio 

o no de la acción penal y durante el proceso, que son las que a continuación se citan: 

"A. En la Averiguación Previa: 

1. Recibir denuncias, acusaciones o querellas sobre acciones u omisiones que pue-
dan constituir delito; 

II. investigar los delitos del orden común con el auxilio de la Policía Judicial, 
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de los Servicios Periciales y de la Policía Preventiva; 

III Practicar las diligencias necesarias, para la canprobación del cuerpo del 

delito (sic) y la probable responsabilidad de quienes en ellos hubieren intervenido, 

para fundamentar, en su caso, el ejercicio de la acción penal; 

IV. Restituir al ofendido en el goce de sus derechos, provisional e inmediatamen-

te, de oficio o a petición del interesado, cuando esté canprobado el cuerpo del delito 

(sic) de que se trate en la Averiguación Previa, ordenando que el bien se mantenga a 

disposición del Ministerio Público, si se estimare necesario; y en su caso, exigiendo se 

otorgue garantía, la que se pondrá a disposición del órgano jurisdiccional, si se ejerci-

ta acción penal; 

V. Solicitar la aplicación de la medida prccautoria de arraigo y las órdenes de 

cateo, en los ténninos del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos; 

VI. No ejercitar la acción penal: 

a) Nango los hechos de que conozca no sean constitutivos de delito, conforme a 

la descripción típica contenida en la ley penal; 

b) Cuando se acredite plenamente que el inculpado no tuvo intervención en los 

hechos punibles y sólo por lo que respecta a él; 

c) Cuando la responsabilidad penal se hubiere extinguido legalmente, en los tér-

minos del Código Penal; 

d) Cuando de las diligencias practicadas se desprenda plenamente que el inculpado 

actuó en circunstancias que excluyen la responsabilidad penal; 

e) Nardo aún pudiendo ser delictivos los hechos de que se trate, resulte imposi-

ble la prueba de su existencia por obstáculo material insuperable; 

Cuando por cualquier motivo el Ministerio Público consigne a la autoridad judicial 

algún asunto al que se refiera esta fracción, el juez del conocimiento, de oficio, dicta-

rá el sobreseimiento respectivo. 

B. En el ejercicio de la acción penal y durante el proceso: 

I. Promover la incoación del proceso penal; 
II. Ejercitar la acción penal ante los juzgados campetentes por los delitos del 

orden cenón, cuando exista denuncia, o querella, o esté uuqprohado el cuerpo del delito 

(sic) y la probable responsabilidad de quienes hubieren intervenido, solicitando las 

correspondientes órdenes de aprehensión o de comparecencia; 

III. Solicitar, en los términos del artículo 16 de la Constitución Politica de 
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los Estados Unidos Mexicanos, las órdenes de cateo que sean necesarias; 

IV. Poner a disposición de la autoridad judicial sin demora, a las personas 

detenidas, en los términos de las disposiciones constitucionales y legales ordinarias; 

V. Ranitir al órgano jurisdiccional que lo haya solicitado, a las personas 

aprehendidas en cumplimiento de una orden dada por éste, en los términos señalados por 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 

VI Ejercitar la acción penal ante juez de la Ciudad de México, en los casos de 

detenidos por delitos del orden cantan cometidos en los términos del artículo 19 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, sin perjuicio de que determine 

lo relativo a su competencia; 

VII Pedir el embargo precautorio de bienes, para los efectos de la reparación 

del daño en todos los casos, salvo que ésta se garantice satisfactoriamente; 

VIII. Aportar las pruebas pertinentes y promover en el proceso las diligencias 

conducentes al debido esclarecimiento de los hechos, a la comprobación del delito, de la 

responsabilidad de quienes hayan intervenido, de la existencia del daño y a la fijación 

del mento de su reparación; 

IX. Formular conclusiones en los términos señalados por la ley, solicitando la 

imposición de las penas y medidas que correspondan y el pago de la reparación del daño; 

o, en su caso, planteando las circunstancias excluyentes de responsabilidad o las causas 

que extinguen la acción penal; 

X. Interponer los recursos que la ley concede, expresar agravios; y 

XI. En general, hacer todas las promociones que sean conducentes a la tramitación 

regular de los procesos y realizar las demás atribuciones que le señalen las leyes". 

Cómo se puede observar en las fracciones III y IV de la Averiguación Previa y en 

la fracción II del ejercicio de la acción penal y durante el proceso del citado artículo 

3o. de la multirreferida Ley Orgánica, se dispone todavía cono atracción del Ministerio 

Público la de "comprobar el cuerpo del delito" y no la "comprobación de los elementos del 

tipo penal", como lo ordenan el segundo párrafo del artículo 16 constitucional y los 

apartados 3o. del Código de' Procedimientos Penales para el DistritolFederal y 134 y 168 

del código Federal de Procedimientos Penales, reformados por decretos publicados en el 

Diario Oficial de la Federación el 3 de septiembre de 1993 y el 10 de enero de 1994, res-

pectivamente. 

Igual caso ocurre con la fracción I del artículo 7o. de la Ley Orgánica de la 

.Procuraduría General de la República. 
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Al modificarse los artículos 16, 3o., 134 y 168 mencionados, el legislador 

olvidó hacer las correcciones pertinentes a las citadas leyes orgánicas, a efecto de 

que existiera congruencia entre éstas y las reformas antedichas, sobre todo porque se 

trata de una de las facultades fundamentales que tiene el Ministerio Público en la 

persecución de los delitos y en el ejercicio de la acción penal durante la Averiguación 

Previa. 

Por lo anterior, se propone se hagan las reformas a las referidas fracciones de 

los artículos 30. y 7o.de las leyes orgánicas multicitadas, para evitar que la involun-

taria omisión del legislador mantenga la incongruencia existente actualmente. 

Para el cumplimiento de sus atribuciones, el Ministerio Público podrá requerir 

informes, documentos y opiniones de las dependencias y entidades de la Administración 

Pública Federal y de las correspondientes al Departamento del Distrito Federal, así como 

de otras autoridades y entidades, en la medida en que puedan suministrar elementos para 

el debido ejercicio de sus atribuciones. Asimismo podrá requerir informes y documentos 

de los particulares, para los mismos fines, en los términos previstos por las leyes 

respectivas, según establece el artículo 90. de la Ley Orgánica de la Procuraduría General 

de Justicia del Distrito Federal. 

Igualmente, el artículo 19 de este ordenamiento dispone que el personal de la 

Procuraduría pndrá auxiliar a otras autoridades, que legalmente lo requieran, en el 

desempeño de actividades ccmpatibles con las funciones de la misma Procuraduría. 

A mayor ablandamiento sobre las atribuciones del Ministerio Público, reproducimos 

las reformas que al artículo 3o. del Código de Procedimientos Penales para el Distrito 

Federal se introdujeron por el antes referido decreto del 10 de enero de 1994: 

"Artículo 3o.- Corresponde al Ministerio Público: 

I. Dirigir a la Policía Judicial en la investigación que 6sta haga para comprobar 

los elementos del tipo ordenándole la práctica de las diligencias que a su juicio esti-

me necesarias para cumplir debidamente con su cometido o practicando él mismo aquellas  

diligencias". 

Con esta reforma, el legislador sustituyó la obligación del Ministerio Público 

de "comprobar el cuerpo del delito" por la de "cc:Aprobar los elementos del tipo", con 

lo que coinciden con la doctrina y jurisprudencia mexicanas en considerar cano cuerpo 

del delito el conjunto de elementos materiales, objetivos o externos, contenidos en la 

definición del hecho delictivo de que se trata. 
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El mismo artículo 3o, en su fracción VII establece cano facultad del Ministe-

rio Público "pedir la libertad del detenido cuando ésta proceda". 

Esta última fracción está relacionada con lo que dispone el artículo 3o. bis 

del mismo código cuando "en las averiguaciones previas en que se demuestre plenamente 

que el inculpado actuó en circunstancias que excluyen la responsabilidad penal, previo 

acuerdo del Procurador General de Justicia del Distrito Falo:al, el Ministerio Público 

lo pondrá en libertad y no ejercitará acción penal". 

Para el cumplimiento de sus funciones en la Averiguación Previa, el Ministerio 

Pdblico federal está facultado para emplear medidas de apranio para hacer cumplir sus 

determinaciones. Entre las que el artículo 44 del Código Federal de Procedimientos Pena-

les contempla están la multa, auxilio de la fuerza pública y arresto hasta de 36 horas. 

El Ministerio Público en el Distrito Federal, en las diligencias de Averiguación 

Previa, sólo podrá imponer, por vía de corrección disciplinaria, multas que no excedan 

del importe de un salario mínimo general vigente en el Distrito Federal, según lo dispone 

el artículo 20 del Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal. 

Se entiende que la multa ccno corrección disciplinaria es con el propósito de 

hacer cumplir sus determinaciones, cano lo especifica el código Federal de Procedimientos 

Penales al hablar de las medidas de apremio. 

Al Ministerio Público federal lo faculta el artículo 123 del mencionado código 

federal para dar auxilio a las víctimas del delito. No se trata de un auxilio definitivo 

aunque sí de un auxilio debido a la urgencia. Debe, así, dictar "todas las medidas y 

providencias necesarias para proporcionar seguridad y auxilio a las víctimas". 

Asimismo, el Ministerio Público federal tiene la función de aplicar medidas cau-

telares tanto reales (aseguramientos) como personales (arraigos, detenciones), según lo 

disponen los artículos 123, 133 bis y 181 del código federal de procedimientos que comen-

tares. El Ministerio Público del Distrito Federal está facultado igualmente por el artí-

culo 270 bis del Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal, para recurrir 

al órgano jurisdiccional para solicitar el arraigo del indiciado durante la Averiguación 

Previa. 

Y por., reformas al artículo 193 del Código Penal para el Distrito Federal del 10 

de enero de 1994, el Ministerio Público puede, durante la Averiguación Previa, disponer 

el aseguramiento, el decomiso y la suspensión de derechos y de otra índole, ante las 

autoridades que resulten competentes conforme a las normas aplicables. 
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Debe mencionarse que las molidas cautelares que la ley otorga al Ministerio 

Público deberán ajustarse a los requisitos que la misma establece para ser conducentes. 

Por última mencionamos que el Ministerio Público queda facultado por las leyes 

para aprehender y detener a los probables responsables, en los casos de flagrante delito 

y de casos urgentes que más adelante trataremos cuando abordemos la Averiguación Previa 

con detenido. 
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1.- CONCEPTO 

La Averiguación Previa es un concepto que no fue contemplado por los constitu-

yentes de Querétaro, sino que fue creación de los legisladores encargados de elaborar 

los ((Argos de Procedimientos Penales, para regular la función del Ministerio Público en 

el ejercicio o no de la acción penal, de ahí la importancia que tiene en nuestro 

régimen de Derecho. 

El maestro García Ramírez nos dice que la Averiguación Previa es la primera fase 

del procedimiento penal mexicano y con ella se abre el tramite procesal gue en su hora 

desembocará, llegado el caso, en sentencia firme. La Averiguación Previa es una especie 

de instrucción administrativa que procura el esclarecimiento de hechos -CORPUS CRIMINIS-

de participación en el delito y la probable responsabilidad del o los inculpados.(54) 

Se desarrolla ante la autoridad del Ministerio Público -que sólo después deviene 

parte procesal- y comienza con la noticia del crimen obtenida mediante denuncia o quere-

lla, y culmina con el ejercicio de la acción penal o la resolución de archivo. 

El catedrático Colín Sánchez define a la Averiguación Previa como una "etapa 

procedimental en que el Ministerio Público, en ejercicio de la facultad de Policía Judi-

cial, practica todas las diligencias necesarias que le permiten estar en aptitud de ejer-

citar la acción penal, debiendo integrar, para esos fines, el cuerpo del delito y la 

presunta responsabilidad". (55) 

El maestro González Bustamante nos dice aue la Averiguación Previa es el medio 

preparatorio al ejercicio de la acción penal, en el que "el Ministerio Público, como 

jefe de la Policia Judicial, recibe las denuncias o querellas de los particulares o de 

cualquier autoridad sobre hechos que están determinados en la ley como delitos; practica 

las primeras diligencias, asegura los objetos o instrumentos del delito, las huellas o 

vestigios que haya dejado su perpetración y busca la posible responsabilidad penal de 

quienes hubiesen intervenido en su comisión". (56) 

Conforme a dichos autores, la Averiguación Previa es la primera fase del procedi-

miento penal mexicano, una especie de instrucción administrativa; una etapa procedimental 

(54) GARCIA RAMIREZ, Sergio. Op. cit. pág. 336. 

(55) COLIN SANQIEZ, Guillermo. Op. cit. pág. 232. 

(56) GONZALEZ BUSTAMANFE, Juan José. Op. cit. pág. 123. 
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y el medio preparatorio al ejercicio de la acción penal. Conceptos que definen técni-

camente a la Averiguación Previa, conforme a la mecánica de causa y efecto entre la 

omisión de un delito y el ejercicio o no de la acción penal por parte del Ministerio 

Público. 

Para concluir lo relativo al concepto de la Averiguación Previa diremos que es 

la etapa preparatoria en la cual el Ministerio Público desainga todas las diligencias 

necesarias para la comprobación del tipo penal del delito y la problble responsabilidad, 

para optar, en su caso, por el ejercicio o no de la acción penal o las:resoluciones de 

reserva en trámite o archivo. 

2.- MARCO JUR IDIro-comsTrrucIDNAL 

Desde 1917, el marco jurídico-constitucional de la Averiguación Previa en México 

fueron los artículos 21 y 102 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-

nos, que se mantuvieron inalterables ante la realidad social del país,•que fue oonvir--

tiéndose en compleja y conflictiva por la creciente población, su concentración y hacina-

miento en las grandes ciudades y la marginación de sus habitantes, todo lo cual devino 

en el incremento de los delitos y la delincuencia individual y organizada. 

Basta 1993, la actuación del Ministerio Público en la Averiguación Previa fue 

objeto de severas críticas por los autores, debido a la amplia discrccionalidad con que 

estaba investido por la falta de un fundamento constitucional que determinara el tiempo 

legal que un indiciado podía estar detenido durante esa etapa procedimental, sobre todo 

cuando no se le había aprehendido en flagrante delito o urgencia. 

Para algunos autores la mayor crítica a la actuación del Ministerio Público era 

el hecho de que no existiera ningún precepto legal que señalara el tiempo que duraría 

la Averiguación Previa, problema que resultaba más grave cuando en ésta no existía nin,  

(aún detenido. No obstante, también se planteaba la necesidad de determinar hasta cuándo 

debería prolongarse la detención si el indiciado era aprehendido en flagrante delito o 

urgencia y se encontraba a disposición del Ministerio Público. 

Asimismo, prevaleció la práctica arbitraria de que la autoridad detuviera al 

indiciado, independientemente de la falta de pruebas y, más aún, que lo retuviera tra-

tándose de delitos sancionados con pena no corporal, sin que estuviera dispuesto a 

otorgarle la libertad en forma perentoria. 

Algunos litigantes y abogados consideraban que era un vicio del Ministerio Públi- 
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op "consignar por consignar", hubiere o no pruebas en contra o a favor del indiciado, 

sin considerar la posibilidad de que a éste se le arraigara en lugar de consignarle, 

pero esto no se hacía porque la autoridad estimaba que "si no se hace ahora la consig-

nación, después ya no podrá hacerse". 

También era común que el Ministerio Público se negara a aceptar durante la 

Averiguación Previa pruebas de descargo del indiciado o de su defensor, porque argumen-

taha que "eso es objeto de la instrucción procesal y por tal motivo no deberá aceptarse 

ningún elemento que pueda desvirtuar la denuncia o querella recibida, porque ello entra-

ñaría que no se llevara a cabo la consignación". 

El prurito de consignar era algo que había caracterizado al Ministerio Público 
en la Averiguación Previa. 

Igualmente, cano lo consignamos en los antecedentes del Ministerio Público en 

México, no existe ningún recurso legal o medio de control contra la inactividad de - - -

aquél. 

Ahora, 76 años después de promulgada la Constitución de 1917, el constituyente 

permanente decidió reformar y adicionar los artículos.l6, 19, 20 y 21 y derogar la frac-

ción XVIII del 107 de la Carta Magna, que junto con las modificaciones respectivas a los 

códigos Penal, Federal de Procedimientos Penales y de Procedimientos Penales para él 

Distrito Federal, a partir del 3 de septiembre de 1994 reglamentan plenamente la Averi-

guación Previa, porque al mismo tiempo que consagra garantías para el indiciado en esta 

etapa procedimental,impone deberes y obligaciones al Ministerio Público, las cuales, no 

obstante, dejan algunas lagunas jurídicas que se traducen en indefensión para los probar 

bles responsables del delito. 

En principio se adecuó el texto constitucional y los códigos mencionados a la 

doctrina y la jurisprudencia, exigiendo al Ministerio Público la acreditación de los 

elementos del tipo penal, ya no el cuerpo del delito, y la probable responsabilidad del 

indiciado. Dispone asimismo que el inculpado sea puesto a disposición del juez "sin 

dilación alguna", por la autoridad que ejecute una orden de aprehensión. Igualmente re-

gula los casos de flagrante delito y urgentes, prescribiendo en ambos la inmediata 

intervención del ministerio Público, el cual podrá ordenar la detención de algún 1nál-o 

ciado, únicamente cuando se trate de delitos graves y exista el riesgo de sustraerse 

a la acción de la justicia, fundando y expresando los indicios que motiven su proceder 

y no se pueda ocurrir ante la autoridad judicial por razón de hora, lugar o circunstan-
cia. 

El aspecto más trascendente de la reforma al artículo 16 constitucional es que 
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impone al Ministerio Público el deber para sí y la garantía para el ciudadano, de no 

retener a ningún indiciado durante la.Averiguación Previa par más do 48 horas, plazo 

que podrá duplicarse en aquellos casos que la ley prevea eran delincuencia organizada. 

El nuevo marco jurídico-constitucional de la Averiguación Previa amerita un 

análisis de cada uno de los artículos reformados, de las modificaciones introducidas 

y su trascendencia, las limitaciones en la actuación del Ministerio Público y sus 

deberes, los beneficios que el indiciado obtiene y las perspectivas de su aplicación 

práctica por parte del Ministerio Público en esta etapa previa al ejercicio de la acción 

penal. 

Para comenzar diremos que el constituyente permanente modificó oampletamalte 

el segundo párrafo del artículo 16 constitucional, adecuándolo en ocho párrafos inde-

pendientes y cambiando algunos e introduciendo reformas novedosas y avanzadas en otros, 

que en su conjunto serán objeto del exlmen que nos ocupa al abordar el marco jurídico-

-constitucional de la Averiguación Previa. 

Ele acuerdo con la mencionada reforma, el artículo 16 constitucional quedó de la 

siguiente manera: 

"Artículo 16.- Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, 

papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad ccmpetente 

que funde y motive la causa legal del procedimiento. 

No p2drá librarse orden de aprehensión sino_pgr la autoridad judicial  y sin sge 

preceda denuncia,_acusaci6n o_suerella de un hecho determinado sge la lgy señale como 
delitos   sancionado cuando menos con_pena_privativa de libertad Lexistan datos_sue acre: 

diten los elementos sue integran el tipo penal_y_la probable responsabilidad del indicia: 

do. 

Iaautoridadsue_epcute ____ orden judicial desplehensina_deberkponer al in-

culpado a disposición del_luez, sin  dilación alung.1 ba¡p su más estricta relponsabili: 

dad. Lacontrávención alo anterior  será  sancionada_por 

En los casos ___delito flagrantet cualgierpgrsona_pggde detener al indiciado  

poniéndolo sin demora a disposición de la autoridad inmediatu 6staL con la misma pron-
titudt   a  la  del  Ministerio Publico. 

.fille  en caseQ 1121ente.e..i_PWLdc2. 
luiLante el riesgo fundado de q el indiciado.aueda sustraerse a la acción de la 

ipsticia,  sienjore/ cuando no se  hieda ocurrir ante la autoridadAgdicial_ppr razón de  

la hora, lugar o circunstancia, el Ministerio Público prArá, bajo su reTonsabilidad,_ 
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ordenar su detención/.  fundando_y_ex2resando los indicios_gue motiven_su_proceder. 

En casos de urgencia o flggranciaL  el tez gue reciba la consignación del 

detenido  deberá inmediatamente ratificar la detención o decretar la libertad con las 

reservas de lgy. 

Ningún indiciadop2dráser retenido_por el Ministerio Pablico pgr más de 

cuarenta_yocho horasz_21azo en_gue deberá ordenar su libertad o ponórsele adigpg: 

sici6n  de  la  autoridadjudicialL este_plago_endrá duplicarseen_aauellos casos en 

gue la ley_prevea como delincuencia oIganizada. Tbdo ahuso a  lo anteriormente dis-

puesto será sancionadg_por  la lgy" 

Lo que el texto anterior disponía para los órdenes de cateo, visitas domicilia-

rias, correspondencia y actuación de los miembros del ejército en tiempos de paz y de 

guerra, no sufrió alteración alguna y se reprodujo íntegramente en el nuevo texto. 

Un análisis jurídico a las reformas introducidas al artículo 16 constitucional 

comienza con su segundo párrafo en donde el legislador establece: "No mira librarse 

orden de aprehensión sino por la autoridad judicial y sin que preceda denuncia, acusa-

ción o querella de un hecho que la ley señale cammu delito y existan datos gue acrediten 

los elementos gue integran el tIpg_pgnal_y_la_probable responsabilidad del  indiciado". 

El legislador desechó del anterior texto constitucional los requisitos de que 

fuera "un hecho determinado que la ley castigue con pena corporal, y sin que estén 

apoyadas aquellas (denuncia, acusación o querella) por declaración, bajo protesta, de - -

persona digna de fe o por otros datos que hagan probable la responsabilidad del incul-

pado...". 

Con la reforma al párrafo mencionado, el legislador se inclinó por precisar que 

el requisito para que proceda cualquier denuncia, acusación o querella, será en princi-

pio que se trate de un hecho que la ley señala como delito y segundo que existan datos 

que acrediten los elementos que integran el tipo penal y la probable responsabilidad del 

indiciado. 

Con ello se desechó el que la denuncia, acusación o querella estuviera únicamen-

te apoyada por declaración, bajo protesta, de persona digna de fe, lo que además de 

ambiguo era insuficiente para determinar la comisión de un delito y no obligaba al Minis-

terio Público a acreditar los elementos del tipo penal, COMO la doctrina y jurisprudencia 

mexicanas establecían, desde hace más de una década, para definir lo que era cuerpo del 

delito. 
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La precisión y definición hechas por el legislador en ese aspecto resultó ser 

no solamente una congruencia sino un avance en beneficio de todo indiciado, porque el 

Ministerio Público estará obligado, al integrar la Averiguación Previa, a demostrar no 

sólo la probable respongahilidad del inculpado sino a que la conducta que se le acredi-

te sea conforme al tipo penal del ilícito que se le Imputa. 

Cabe mencionar que la referencia del tipo penal está ahora acorde con el artí-

culo 122 del Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal, reformado, que 

habla de que "el Ministerio Público acreditará los elementos del tipo penal del delito 

de que se trate y la probable responsabilidad del inculpado cano base del ejercicio de 

la acción; y la autoridad judicial, a su vez, examinará si ambos requisitos están acre-

ditados en autos...". 

Ahora, con la reforma constitucional se unifican los términos entre la Carta 

Magna y el Código de Procedimientos mencionado. 

Igualmente, el texto constitucional ya no habla cano antes de :'hecho determinado 

que la ley castigue con pena corporal", sino que se refiere a un "hecho determinado que 

la ley señale cano delito, sancionado cuando menos can pena privativa de libertad, lo que„ 

quiere decir que el Ministerio Público debe ajustarse' a perseguir a personas que hayan 

cometido un hecho señalado por la ley como delito. 

En el tercer párrafo del artículo 16 constitucional reformado, se establece: "La 

autoridad que ejecute una orden de aprehensión dphprá poner al inculpado a disposición 

del juez, sin dilación alguna y bajo su más estricta responsabilidad. La contravención 

a lo anterior será sancionada por la ley penal". 

Este párrafo no estaba contemplado en el texto anterior, es una más de las - - -

novedades que introdujo el legislador para evitar que las detenciones se prolonguen más 

de lo necesario e indispensable, cuando se trate de órdenes de aprehensión dictadas por 

un juez y que se deben de cumplimentar poniendo a su disposición a la persona o personas 

contra las que fueron libradas, "sin dilación alguna". 

El mandato está dirigido a la Policía Judicial y al Ministerio Público cano jefe 

de aquella, quienes son los encargados de ejecutar las órdenes de aprehensión dictadas 

por los jueces. Coincide con lo que al respecto disponen los artículos 134 y 272 del 

Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal, reformados por decreto del 10 

de enero de 1994 al aue hemos aludido anteriormente. 

"Artículo 134.- Siempre aue se lleve a cato una aprehensión en virtud de orden 

judicial, quien la hubiera ejecutado dPherá poner al aprehendido, sin dilación a.disposi-

ción del juez respectivo, informando acerca de la fecha, hora y lugar en que se efectuó 
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y dando a conocer al aprehendido el derecho que tiene para designar defensor". 

Esta disposición advierte también que "en caso de que la detención de una 

persona exceda de los plazos señalados en el articulo 16 constitucional, se presumirá 

que estuvo incamunicada y las declaraciones que haya emitido el detenido no tendrán 

validez". 

Por su parte, el artículo 272 del mismo ordenamiento establece: 

" La autoridad que ejecute una orden judicial de aprehensión, debPrá poner al 

inculpado a disposición del juez que la libró, sin dilación alguna y bajo su más estric-

ta responsabilidad. La contravención a lo anterior será sancionado por la ley penal. 

Tratándose de delitos culposos, cuya pena de prisión no exceda de cinco anos, 

el acusado será puesto a disposición del juez directamente, sin quedar internado en los 

lugares de prisión preventiva para que pueda solicitar su libertad provisional". 

Cama se puede advertir, el legislador ya no incluyó, como estaba anteriormente, 

a los delitos por imprudencia sino a los culposos cuya pena de prisión no exceda de 5 

años, de acuerdo con la moderna tipificación de los ilícitos en culposos y dolosos. 

También se puede apreciar que, al igual que como mencionamos con la congruencia 

y coincidencia entre el párrafo segundo del articulo 16 constitucional y el articulo 

122 del Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal, también ocurre lo 

mismo con lo que este precepto constitucional determina en el tercer párrafo y los cita-

dos artículos 134 y 272 del referido código. 

Si antes de que existiera esa disposición expresa en el párrafo tercero del 

artículo 16 constitucional se exigía a la Policía Judicial y al Ministerio Público que 

no se retardara la consignación y se pusiese al probable responsable a disposición del 

juez, ahora más que nunca esa demanda de litigantes y alegados dPhrlrá ser cumplida por-

que el mencionado párrafo establece: "La contravención a lo anterior será sancionado por 

la ley penal". 

En el Código Penal para el Distrito Federal, el Título Décimo Primero contempla 

los "delitos canetidos contra la administración de justicia", en cuyo Capítulo I el artí-

culo 225 enumera en 27 fracciones los "delitos cometidos por los servidores públicos", 

entre los que se consideran diversos ilícitos en los que pueden incurrir los agentes de 

la Policía Judicial y del Ministerio Público, cuando no cumplen con sus obligaciones, 

desvían la procuración de justicia, abusan de su autoridad, niegan al indiciado sus 

derechos constitucionales y legales o cuando tuercen o ignoran la ley y la Constitución. 
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El referido apartado 225 menciona que las sanciones a que se hacen acreedores 

pueden ser de uno a seis Mies de prisión y multa de 100 a 300 días y de dos a ocho 

años de prisión y de 200 a 400 días multa, dependiendo del delito cometido. Cale  hacer 

notar que el artículo 668 del Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal 

establece que se consideran delitos o faltas oficiales "cuando ameriten una sanción 

corporal mayor de 15 días de prisión o destitución". Asimismo prescribe que "si sólo 

debe aplicarse una sanción menor, se considerarán cama infracciones que dPbPrán ser 

castigadas cama correcciones disciplinarias...". 

El juez procederá a sancionar la falta cometida por los agentes de la Policía 

Judicial o del Ministerio Público de acuerdo con lo que dispone el citado artículo 225, 

el cual precisa los delitos y la sanción correspondiente a cada uno de ellos, a partir 

de que tiene conocimiento de las irregularidades o abusos cometidos durante la Averigua-

ción Previa y la consignación. 

Es necesario mencionar que además de lo dispuesto en los mencionados apartados 

penales, las faltas o delitos cometidos por los funcionarios públicos en la procuración 

de justicia se pueden sancionar con la aplicación supletoria de la Ley Orgánica de la 

Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal y la Ley de Responsabilidades de 

los Servidores Públicos. 

En los nuevos párrafos cuarto y quinto del reformado artículo 16 constitucional, 

el legislador se encargó de definir con mayor amplitud los casos de delito flagrante y 

urgente. El primero de los parágrafos determina: "Eh los casos de delito flagrante cual-

quier persona puede detener al indiciado poniéndolo sin demora a disposición de la auto-

ridad inmediata y ésta, con la misma prontitud, a la del Ministerio Público". 

Aquí el legislador dispuso que la autoridad a la que se pone a disposición a un 

indiciado, tiene la obligación de hacerlo "con la misma prontitud" a la del Ministerio 

Publico, lo que en el texto anterior no se exigía. De esta manera se evita que el proba-

ble responAhle sea retenido innecesariamente y que con su entrega inmediata se integre 

más rápidamente la Averiguación Previa, lo que es también un avance en la procuración de 

justicia. 

Sin embargo, en cuanto al párrafo quinto del nuevo texto del referido apartado 

constitucional, la actuación del Ministerio Público en los casos urgentes se extralimi-

ta en sus facultades que tiene como procurador de justicia y las distorsiona porque lo 

convierte en juez, al permitirle que sea su personal criterio el que determine arbitra-

riamente la notoria urgencia. Se trata de una atribución discrecional que está fundada 

en dos presupuestos endebles: uno objetivo cano es el de que exista el riesgo fundado de 
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que el indiciado pueda sustraerse a la acción de la justicia, y otro irreal porque 

dispone que procederá "siempre y cuando no se pueda ocurrir ante la autoridad judicial 

por razón de hora, lugar o circunstancia". 

Si bien en la redacción anterior se mencionaba a los casos urgentes como aquellos 

en los que los delitos se perseguían de oficio, ahora se especifica que son respecto a 

ilícitos graves. De tal manera que se deduce que no basta que se trate de delitos perse - 

guibles de oficio, sino que además deben ser calificados cano graves por la ley penal. 

Pero aunque esta última tipificación es correcta y no se cuestiona, no lo es la 

extensión a los supuestos anteriormente mencionados, porque se autoriza a la Policía 

Judicial y al Ministerio Público a detener en forma arbitraria a una persona, escudándo-

se en un falso supuesto de que puede sustraerse a la acción de la justicia, sin que nadie 

pueda sacar de su "error" a dichas autoridades. La discrecionalidad que representa esta 

facultad podría dar lugar a abusos, detenciones ilegales, corrupción y violación de las 

garantías individuales de libertad y seguridad jurídica, en detrimento del Estado de - -

Derecho y de la paz social. 

Es cierto que el párrafo quinto del precepto constitucional mencionado establece 

que la detención en casos urgentes deberá reunir el prerrequisito de fundar y expresar 

los indicios que motiven el proceder del Ministerio Público, pero éste bien puede esgri-

mir argumentos subjetivos que para otros no necesariamente justificarían la detención de 

una persona por notoria urgencia. . 

El otro supuesto que autoriza al Ministerio Público a proceder por urgencia a la 

detención de una persona "siempre y cuando no se pueda ocurrir ante la autoridad judicial' 

por razón de hora, lugar o circunstancia", resulta fuera de toda realidad pues en la 

actualidad no existe localidad o ciudad en donde no haya un juez de turno al que se pueda 

ocurrir a cualquier hora para que expida una orden de aprehensión, comparecencia o arrai-

go, como lo contempla el Código Penal para el Distrito Federal. 

En este respecto el legislador mantuvo la obsoleta consideración que el constitu-

yente de 1917 previó al redactar la Carta Magna, en una época en la que México tenia un 

enorme atraso en las comunicaciones entre la mayor parte de las canunidades y las Capita-

les de los estados, y el Peder Judicial carecía de presencia en las mismas, condiciones 

y circunstancias que ya son cosa del pasado y que no justifica mantener la notoria urgen-

cia por razón de lugar, hora o circunstancia, porque actualmente el Ministerio Público 

no tiene ningún impedimento para lograr una detención mediante una orden legalmente expe-

dida por un juez. 
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Por los argumentos anteriores, estimamos que la notoria urgencia prevista en el 

párrafo quinto del artículo.16 constitucional no tiene razón de existir y debe ser dero-

gada porque los supuestos que la sostienen son frágiles y subjetivos, no se justifican 

con la realidad actual y son susceptibles de ser desvirtuados por el Ministerio Público 

y la Policía Judicial. 

La derogación que se propone iría acompañada con la precisión constitucional y 

reglamentaria de que la detención de una persona será únicamente cuando sea por flagran-

te delito o por orden de aprehensión, comparecencia o arraigo, dictada por juez a peti-

ción del Ministerio Público como parte de la Averiguación Previa y en ejercicio de la 

acción penal, una vez acreditados los elementos que integran el tipo penal y la probable 

responsabilidad del indiciado. 

La reglamentación de los párrafos cuarto y quinto del nuevo texto constitucional 

se encuentra en los artículos 266, 267 y 268 del Código de Procedimientos Penales para 

el Distrito Federal, reformado por decreto del 10 de enero de 1994, en los que se autori-

za al Ministerio Público y la Policía Judicial a detener al responsable en flagrancia o 

urgencia y se definen los casos de delitos flagrante y urgente. 

"Artículo 266.- El Ministerio Público y la Policía Judicial a su mando están obli-

gados a detener al responsable, sin esperar a tener orden judicial, en delito flggrante 

o en caso urgente". 

Artículo 267.- Seentiende_queexiste delito flagrante, no sólo cuando la_eerso-

na es detenida en el momento de estarlo cometiendo, sino cuando, delpués de glecutado el 

hecho delictuoso, el inculpado es perseguido materialmente o cuando en el momento de ha- 
_____ 

'berlo  uumetido, alguien lo señala como reseonsable del mismo delito, yse encuentra en 

supedereloljetodel mismo, __ instrumento conque aearezca curwtido ohuellaso indi-

cios que hagan presumir fundadamente su culelbilidad. 

Eh  esos casos el Ministerio Público iniciará desde luggg la averiguación-previa 

y_balo_su responsabilidadp_seglurocedaL decretará la_retención del indiciado si están 

satisfechos los rejuisitosde_procedibilidad_ygl delito merezca_egna_Eivativa de liber-

tad, o_bieq_ordenará  la _ libertad del detenidoi cuando la  sanción sea no  Eivativa de 

libPrtadz_p biegl  alternativa. 

"Articulo 268.- Habrá caso urgente cuando: 
a) Se trate de delito grave asi_calificado por la ley, 

b) ale _ exista riesgo fundado de _52.? el indiciado alada sustraerse a la acci6n de 

la justicia, y _______ 
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c) Que el Ministerio Público no_pgeda ocurrir ante la autoridadjudicial_por 
raz6n de ___________ otras circunstancias. 

Winisterio Público al emitir la orden de detención en caso urgente deberá 
hacerlo por escrit2l  fundando.LeIaesando los indicios que acrediten los requisitos 

mencionados en los incisos anteriores. 

Laorden __________ será el2cutadaporlaPolicía JudlcialL  quien deberá sin 
dilación alguna_poner al detenido  adigposición del MinisteriePúblico_gue la haya 

librado. 

Para todos los efectos legales,_Er afectar de manera imEortantevaloresfunda-
mentales de la sociedad, se califican como delitouraves, los siguientes: homicidio 
por culpa_grave previsto en el artículo GO párrafo tercero; terrorismo_previsto en el 
artículo 139 párrafo  primero; sabotqlqprevisto en el artículo 140 árrafo primero! 
152; ataques a las vías de ccmunicación_pEevisbo en los artículos 168 y_170; corrupción 
de menores previstoenelartículo  201; violación_pEevisto en los artículos 265,_266 y_ 
266 bis; asalto previsto en los artículos 2852árrafo segundo1 287; hamicidio previsto 
en los artículos 302 con relación al 3022  3111  315 bis, 320_y_323; secuestro_previsto 
enel artículo 366 exceptuando  los_párrafos agtepenúltima_y_Eenáltlmo; robo calificado 
previsto en los artículos 367 en relación con el 370_párrafos segundo y tercero/.  cuando 
se realice en cualquiera de las circunstancias señaladas en los artículos 3721_381 frac-
ciones VIII, IX y X, y 381 bis; -y  extorsik_previsbo en el artículo 3901._todos del Códi-
go_Penal pªra el Distrito Federal en Materia de Fbero Canán y_rara bodalaRepública en 
Materia de Fuero Federal". 

Los casos de urgencia y flagrancia a que se refieren los párrafos cuarto y quinto 
mencionados están. relacionados con el siguiente parágrafo del nuevo artículo 16 constitu-
cional, en el que si bien es un mandato dirigido a la autoridad judicial, está vinculado 
con la actuación del Diinisterio Público y la Averiguación Previa, porque dispone que el 
juez tendrá la obligación de ratificar la detención o decretar la libertad con las reser-
vas de ley. 

El nuevo texto del referido articulo 16 dispone lo siguiente: 
"En casos de urgencia o flagrancia,. eliuez que reciba la consignación del dote-

nido deberá imoediatamente ratificar la detención o decretar la libertad con las reser-
vas de ley". 

Este texto es nuevo tambiún, pues no tiene antecedente en el anterior articulo 
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16 constitucional que no lo preveía, con lo que el legislador -entendamos- pretende 

evitar que se abuse de los casos de flagrancia o urgencia, decretando que el juez 

ratifique la detención, examinando que los requisitos de prccedibilidad se layan cum-

plido. 

Vale destacar que lo preceptuado en el susodicho párrafo sexto está relacio-

nado con la reforma también sufrida por el articulo 19 constitucional, y ambos con el 

apartado 122 del Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal, incluso 

modificado como señalamos anteriormente; dicha situación será tratada más adelante 

cuando se analice el segundo de los preceptos referidos. 

El aspecto más trascendente de la reforma al articulo 16 constitucional lo 

constituye lo dispuesto en el párrafo séptimo, en el que el legislador instituyó un 

plazo de 48 horas para que el Ministerio Público consigne o libere al indiciado, sin 

que pueda retenerlo por más tiempo, salvo que se trate de casos que la ley penal prevea 

callo delincuencia organizada, porque de ser así, se duplica a 96 horas. 

Ya mencionabanos que se planteaba la necesidad de determinar cuando drl-cría 

prolongarse la detención de un indiciado en los casos de flagrancia o urgencia. Ahora 

ya existe un plazo de 48 6 96 loras para que el Ministerio Público consigne o libere a 

un indiciado, y lo que disponía la fracción XVIII del artículo 107 constitucional, resul-

taba ya innecesario, de ahí que el legislador haya dispuesto su derogación atinadamente. 

Es por demás sabido que ante la falta de un plazo o reglamentación de la Averi-

guación Previa en la flagrancia y urgencia, en el pasado los abogados litigantes recu-

rrían a la mencionada fracción constitucional, para obligar al Ministerio Público a que 

consignara o liberara, según fuera el caso, con el propósito de que no prolongara arbi-

traria e innecesariamente la etapa procedimental previa a la instrucción. 

Dependiendo de la habilidad y destreza o de la tenacidad y persistencia del li-

tigante, el recurso interpuesto generalmente ante las autoridades federales mediante 

amparo, tenla resultados positivos, pero no siempre ocurría esto porque el Ministerio 

Público recurría a artimañas para alargar la averiguación y no sentirse obligado por lo 

que ordenaba la citada fracción. 

Ahora es evidente que el Ministerio Público deberá acatar el enunciado séptimo 

del artículo 16 constitucional, poraue es el que reglamenta la actuación de esa autoridad. 
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Igualmente es acertado que se establezca un plazo de 48 6 96 horas que es más 

que suficiente para que el Ministerio Público integre la Averiguación Previa y determine 

si consigna o libera al indiciado, pues no puede ser mayor porque rehaRaria el término que 

tiene el juez para decretar la formal prisión, que es de 72 horas. 

Sin embargo, el legislador soslayó incorporar al referido artículo 16 constitucional 

o, por lo menos, en el Código de rrocedimientos renales para el Distrito Federal -ahora que 

se reformaron casi simultáneamente uno y otro ordenamientos-, un tiempo al que deberá ajus-

tarse el Ministerio Público para canpletar la Averiguación Previa cuando no existe detenido. 

Jorqué es necesario fijar un plazo al Ministerio Público para integrar la 

Averiguación Previa? Puede alegarse en principio que para agilizar la procuración de justi-

cia al libArar al Ministerio Público de la atención y ocupación de asuntos que por permane-

cer indefinidamente bajo su responsabilidad, representan una carga de trabajo innecesaria. 

Foso lo más importante es que al ciudadano se le asegura su garantía de seguridad jurídica 

que le otorgan los artículos lo., 13, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 23, 26, 27 y 123 de la 

Carta Magna. Conforme a éstos preceptos constitucionales, la dignidad humana y el respeto de 

los derechos personales, patrimoniales y cívicos de los particulares en sus relaciones con 

la autoridad, deben estar protegidos oon la certeza de que no le serán conculcados ni arbi-

traria ni caprichosamente, sino de acuerdo con la ley y los procedimientos, y los órganos 

gubernativos con facultades definidas, en ambos casos establecidos previamente por una 

disposición legislativa. 

Parecería superficial u ocioso plantear la necesidad de fijar un término peren-

torio al Ministerio 1fiblico en la integración de la Averiguación Previa sin detenido. Tal 

vez hasta riesgoso por considerar que se propiciaría la impunidad al no continuarse con la 

indagación de hechos presumiblemente constitutivos de delito, pero no es así. Si el Ministe-

rio Pabilo() tiene un plazo para llegar a la determinación de ejercer o no la acción penal, 

de turnar a la reserva o al archivo, según sea el caso, se está otorgando a la ciudadanía la 

certeza jurídica en la procuración de justicia. 

Efectivamente, si a alguna persona se le acusa de un probable delito que la auto-

ridad investiga exahustivanente hasta agotar la Averiguación Previa y no encuentra ningún 

indicio de probable responsabilidad, debe ponerse un limite a la actuación del Ministerio 

Público para evitar que, ante una acusación falsa o infundada, se continúe exponiendo a 

aquella a seguir sufriendo el descrédito injustificado que le causa un dañe moral en su - - 
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persona, su familia, su trabajo y sus relaciones sociales. 	que puede ser hasta irre-

p arable y algunas veces desastroso. 

Después de pasar por lo anterior, deberá vivir con la zozobra y la incertidum-

bre de que el Ministerio Público puede volver a la carga en cualquier mmento de su vida, 

reabriendo la Averiguación Previa oficiosamente o a instancia del denunciante o querellan-

te -mediante sobornos o dádivas que perpetúan la corrupción y la injusticia-, sin que el 

probable responsable tenga recurso legal para impedir la actuación de la autoridad, pues 

ésta no tiene ningún plazo para dar por tenninada definitivamente la indagación. 

Es evidente que el término legal al que deberá ajustarse el Ministerio Público 

la Averiguación Previa sin detenido, otorgará al probable responsable y aún hasta al 

presunto querellante o denunciante, la seguridad jurídica que consagra la Constitución Fede-

ral, particularmente en cuanto a la procuración de justicia. 

Por las consideraciones anteriores es necesaria la reforma o adición de la Carta 

Magna o, al menos, del Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal, en el que 

se consagre la prerrogativa que tiene todo ciudadano a que no se le moleste indefinidamente 

con acusaciones infundadas o falsas, una vez que el Ministerio Público ha agotado la averi-

guación respectiva dentro de un plazo que podría ser de 45 días hábiles, contados a partir 

de presentada la denuncia o querella del hecho presumiblemente delictuoso. Si vencido óste 

aquél no logra reunir los elementos necesarios para ejercitar la acción penal, tendrá que 

determinar dentro de las 24 horas siguientes el archivo d el no ejercicio de la acción penal. 

Dentro del plazo de 96 horas que el párrafo séptimo del artículo 16 constitucio-

nal establece para la delincuencia organizada, es preciso definir qué es lo que la ley penal 

entiende :Jumo tal. De modo que recurrimos al artículo 260 bis del Código de Procedimientos 

renales para el Distrito Federal, reformado igualmente por decreto del 10 de enero de 1994, 

en el que se asienta: 

"... Este plazo (48 horas) podrá duplicarse en los casos de delincuencia organi-

zada, que serán aquellos en los que tres o más personas se organizan bajo las reglas de dis-

ciplina y jerarquía para cometer de modo violento o reiterado o con fines preduninantanente  

lucrativos alguno de los delitos previstos en los siguientes artículos del Cerligo Penal para  

el Distrito Federal en Materia del Fuero Coman y para toda la República en Materia de Fuero  

Federal...".  
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Este ordenamiento señala delitos tales coima terrarinno, sabotaje, evasión 

de presos, ataque a las vías de canunicación, violación, secuestro, robo calificado y 

extorsión. 

Para concluir el análisis del artículo le constitucional mencionarunos 

que la última parte del párrafo sóptino establece que :'todo abuso a lo anteriormente - - 

diªpuesto_serásIncionado_porla_lgy_penal". Aquí considerarlamas lo mismo que en el párra-

fo tercero, sobre los delitos cometidos contra la administración de justicia y las sancio-

nes previstas en el artículo 225 del Capítulo 1 del Título Dedito Primero del Código Penal 

para el Distrito Federal. 

Al abordar la crítica del párrafo sexto del artículo 16 constitucional, 

anticipamos su relación con el precepto 19 de la misma Carta Magna y la conexión de andaos 

con el artículo 122 del Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal, igual-

mente modificado cano ya se ha dicho anterionnulte. La reforma al artículo 19 constitucio-

nal modificó el primero y segundo párrafos, quedando el tercero sin alteración alguna. Así, 

el nuevo texto quedó de la manera siguiente: 

"Ninguna detención ante autoridad judicial podrá exceder del t6nnino de 

setentas  dos horall_a_partir de_gge el_indiciadoseaolesto a_disposición, sin que se 

justifique con un auto de formal prisión y signpre gue de lo actuado gparezcm datos sufi-

cientes gue acrediten los elementos del tipo_pgnal del delito aue se ¡mute al detenido y 

hagal_probable  la responsabilidad de éste. La_prolopgación de la detención en pgrigicio del 

inculpªdo será sancionada_por la lgyjpenal. Los custodios cure no reciban copia autorizada 

dél auto de formal_prisión dentro del plazo antes seilaladou.M3arán llanor la atención ___ 

juez sobre dicho_particular en el acto muno de concluir el tónning,_y_si no reciben la 

constancia mencionada dentro de las tres  horasslguientes pondrán al inculpado en libertad, 

Todo proceso se seguirá forzosamente por el delito o delitos señalados en 

el auto de formal prisión o se sujeción a proceso. Si en la secuela de un proceso aparecie-

re que se ha cometido un delito distinto del que se persigue, deberá ser objeto clq averigua-

Ción separada, sin perjuicio de une despuús pueda decretarse la acwiulación, si fuere con-
ducente", 

El tercer párrafo, cano ya mencionamos, quedó igual. 

la cuestión hmoortante de la transformación del 19 constitucional y que 

tiene relación con el párrafo sexto del 16, está en la primera parte del primer párrafo, 

porque canpete a la actuación del Ministerio Público en la Averiguación Previa, pues dis- 
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pone:en su parte medular:"...y siempre que de lo actuado aparezcan datos suficientes que 

acrediten los elementos del tipo penal del delito y hagan probable la responsabilidad de 

éste...". 

Inicialmente el legislador precisa que el tiempo de detención de un indi-

ciado ante la autoridad judicial será de las mismas 72 horas que el anterior texto señala-

ba, pero especifica que el plazo se contará "a partir de que el indiciado sea puesto a su 

disposición". Con esto se pretende que la actuación del juez sea necesariamente puntual, 

a fin de que no se prolongue el auto de formal prisión. 

Esta primera parte del artículo 19 estaría vinculada a la última del mismo 

en el que se establece la obligación de los custodios de llamar la atención al juez si no 

reciben copia autorizada del auto de formal prisión, y de liberar al inculpado si tres 

horas después de su gestión no reciten la constancia respectiva. 

Cono se descubre, la disposición que anteriormente se.diriglaita los - - -
alcaides y carceleros está ahora mejor reglamentada, porque si el juez no dicta auto de 

formal prisión en el término que el artículo 19 constitucional le marca, los custodios 

tendrán el deber de dejar en libertad al inculpado, una vez que hayan llamado la atención 

del juzgador y este no haya enviado la constancia correspondiente. 

Pero rebanando lo dicho sobre el aspecto que compete al Ministerio Públi-

co en la Averiguación Previa, mencionaremos que el auto de formal prisión deberá estar 

fundamentado en que de lo actuado "aparezcan datos suficientes que acrediten los elementos 

del tipo penal y hagan probable la responsabilidad de éste (el indiciado)". 

Así como el artículo 16 constitucional segundo párrafo exige acreditar el 

tipo penal y la probable responsabilidad, también el artículo 19 constitucional lo demanda, 

con lo que se da una congruencia no solamente en lo que respecta a fundar y motivar la 

acción penal, sino también la adecuación de su ejercicio a los elementos mencionados. 

Significa una doble obligatoriedad para el Ministerio Público en la Averi-

guación Previa, que refuerza la garantía individual de seguridad jurídica de toda persona 

que se vea involucrada en algún ilícito. Visto de otra manera, es un imperativo legal para 

el Ministerio Público y para el juez, lo que parece un rigorismo jurídico del legislador, 

pero lo que abunda no daña, según un aforismo legal. 

CaPn añadir al respecto que lo dispuesto' en. 	citados apartados consti-

tucionales está reglamentado por el artículo 122 del Código de Procedimientos Penales para 

el Distrito Federal, reformado, que dispone: "El Ministerio Público acreditará los elemen-

tifus del tlgo_ggnal del delito de gge se trate_y_la Eobable responsabilidad del inculpado_ 

gano base del ejercicio de la acción  y_la autoridadjlxlicial, a su vez, examinará si ambos 
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requisitos están acreditados en autos...". 

Como se nota, existe una perfecta congruencia entre las disposiciones 

constitucionales y la ley procedimental, con lo que se aumenta la certeza jurídica. 

E Igualmente como se refirió al tratar la prevenciones que el legislador 
hace en los párrafos tercero y séptimo del artículo 16 constitucional respecto a la tardan-

za en poner al inculpado a disposición del juez o al abuso en la detención por urgencia o 

flagrancia, en el párrafo primero del 19 constitucional también se repite la advertencia 

de que la prolongación en la detención será sancionada por la ley penal. 

ES-el segundo párrafo del 19 constitucional, el legislador hizo una correc-

ción del anterior texto, porque se mencionaba que en caso de que en la secuela de un pro-
ceso apareciera que se ha cometido un delito distinto del que se persigue, "deberá ser 

'objeto de acusación separada", y ahora se establece cue "deberá ser objeto de averiguación 

separada", con lo que as amplía la intervención del Ministerio Mijo°. 
En la modificación decretada por el constituyente permanente al precepto 

20 de la Carta Magna, aunque está consagrado a las garantías que tendrá el inculpado en el 

proceso penal, se establece que cinco de las fracciones que lo constituyen "también serán 

observadas durante la Averiguación Previa" por el Ministerio Pabilo°. 

Es conveniente mencionar que de las diez fracciones del anterior texto 
constitucional, en realidad se cambiaron y adecuaron solamente cuatro, determinando el 

legislador en el decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 3 de septiembre 

de 1993, una vacatio legis para la fracción primera, la cual entrarla en vigor un año des-

pues de su publicación, continuando vigente el precedente reformado, mientras tanto. 

De tal forre que el nuevo artículo 20 constitucional quedó con la siguiente 
redacción: 

"Artículo 20.- En todo_c_roceso de orden penal, tendrá el inculcado las 

siguientes garantías: 

I. Inmediatamente_gue lo-solicites  el_lgez deberá otorgarle la libertad  
provisional balo caución,. sigmprga cuando se garantice el monto estimado de la reparación 

del dafio  de las sancioneugcuniarias gug en su caso cledan ilygnerse al inculcgdga no 
se trate de delitos que wr su_gravedad la ley  eIpresamente_whita conceder este benefi-
cio. 

El mentga la forma de caución aue se fide dehprán ser as g,; 	el 
inculpado. En circunstancias gpg la lgy_determineL  la autoridadjudicigl=lrá diminuir  
el monto de la caución inicial. 
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El ¡uez_pryirá revocar la litrrtad_provisional cuando el_procesadoincum-

pla en forma grave con cualquiera de las obligacioneg_pue en términos de lo se deriven 

a su_cargo __ _ razóndel_proceso; 

III. Se le hará saber en audiencia pública, y dentro de las cuarenta y ocho 

horas siguientes a su consignación a la justicia, el nombre de su acusador y la naturaleza 

y causa de la acusación a fin de que conozca bien el hecho punible que se le atribuye y 

pueda contestar el cargo, rindiendo en este acto su declaración preparatoria. 

IV. Siempre que lo solicite, será careado en presencia del juez con quienes 

depongan en su contra; 

V. Se le recibirán los testigos y demás pruebas que ofrezca, concediéndo--

sele el tiempo que la ley estime necesario al efecto y auxiliándosele para obtener la 

comparecencia de las personas cuyo testimonio solicite, siempre que se encuentren en el 

lugar del proceso; 

VI. Será juzgado en audiencia pública por un juez o jurado de ciudadanos 

que sepan leer y escribir, vecinos del lugar y partido en que se canetiere el delito, 

siempre que éste pueda ser castigado con una pena mayor de un ario de prisión. En todo caso 

serán juzgados por un jurado los delitos cometidos por medio de la prensa contra el orden 

público o la seguridad exterior o interior de la Nación; 

VII. Le serán facilitados todos los datos que solicite para su defensa y 

que consten en el proceso; 

VIII. Será juzgado antes de cuatro meses si se tratare de delitos cuya pena 

Máxima no exceda de dos afros de prisión, y antes de un año si la pena excediere de ese - - -

tiempo, salvo que solicite mayor plazo para su defensa; 

IX.Joesdeel inicio de sun>roceso_será informado __  los derechos_gge_gu su_ 

favor_conlignaesta Constitución y_tendrá derecho a una defensa adecuadaL_por si mor abo-

gadot o_por_lersona de su confianza. Si no guiere o no puede nombrar defensorL_delpués de 

haber sido requerido para hacerlo _e1 juez le designará un defensor de oficio. También ten-

drá derecho awe su defensor comparezca en iodos los actos del_proceso_y  éste tendrá obli-

gación de hacerlo cuantas veces se le reguiera; y_ 

X. En ningún caso podrá prolongarse la prisión o detención por falta de - -

pago de honorarios de defensores o por cualquiera otra prestación de dinero, por causa de 

responsabilidad civil o algún otro motivo análogo. 
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Tampoco podrá prolongarse la prisión preventiva por más tiempo del que 
como máximo fije la ley al delito que motivare el proceso. 

En toda pena de prisión que imponga una sentencia, se computará el tiempo 

de la detención. 

Las_garaptíasprevistas en las fracciones 	 también seránobser-

vedas durante la averiggnión_previaL  en los términos y con los reglisitos ggg las lgyes 

establezcani lo_previsto en las  fracciones I_y_II no estará suplo acondición alguna. 

Di todo_proceso_penalt_la víctima o el ofendidp_mr algún delitos„ tendrá 
derecho a recibir asesoría_lurldicaL_a2gue se le satisfaaa la  reparación del daño cuando 
procedan  a coadyuvar con el Ministerio Públicos  a gue se le preste atención médica de ur—
gencia cuando lo reguiera_yi.  los demás_gue señalen las leyes. 

Cano se puede apreciar del texto anterior, únicamente se trasmutaron las 

fracciones I, II, IX y X, adicionándose ésta con dos párrafos, el primero de los cuales 

resulta significativo porque consagra como garantías constitucionales camufles para el .1  -

indiciado durante la Averiguación Previa y el proceso, las previstas en las fracciones I, 

VII y IX. Igualmente, el segundo de los MiSMOS, como complemento a lo que se dispone en la 

primera fracción, está consagrado al ofendido o víctima del delito y a la reparación del 
daño. 

Procederemos pues al análisis de cada una de las partes del artículo 20 
constitucional que se reformaron o adicionaron: 

Para comenzar prevenimos que el examen se realizará únicamente en torno a 

las fracciones I, II, V, VII, IX y X, por resultar las más importantes para nuestro traba-

jo. Asimismo, por la importancia de que se trata, primero procederemos a tratar el penúlti-

mo párrafo de la fracción X, en virtud de que lo que dispone deberá observarse durante la 
Averiguación Previa, principalmente en lo que se refiere a los fragmentos primeramente - -

citados. 

De acuerdo a lo previsto en ese penúltimo párrafo, se puede apreciar que 

el legislador consagró como garantías constitucionales para el indiciado las que la redac-

ción anterior del 20 de la Carta Magna sólo dedicaba al procesado, con lo que se amplió 
la seguridad jurídica en la Averiguación Previa en aspectos que trataremos más adelante. 

No obstante, no son plenas las garantías estipuladas en las fracciones V, 

VII y IX porque están limitadas a lo que dispongan las leyes penales secundarias, aunque 

si las establecidas en las fracciones I y II porque su vigencia es incondicional. 
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La adición era necesaria desde hace mucho tiempo, porque era inadmisible 

que el indiciado no contara con la protección legal desde el nomento en que se le aprehen-

día, siendo por tantó sujeto a múltiples abusos que agravaban más su situación jurídica y, 

pese a su probable culpabilidad, se le colocaba en un estado de indefensión que resultaba 

perjudicial para el estado de derecho. 

Pero a pesar de la benevolencia del legislador con las reformas y adiciones 

al artículo 20 constitucional, será fundamental que los agentes del Ministerio Público y la 

Policia Judicial las observen confonne al espíritu de la ley, pues dadas las prácticas - 

amilanadas y viciadas de esas autoridades, Finarían resultar letra muerta. 

Antes de abordar la reforma a la fracción 1 del 20 constitucional, reeorda-

renos que el legislador decretó una vacatio legis para que esta entrara en vigor un vio - -
después, hasta el 3 de septienbre de 1994. 

Comparando lo que expresaba la redacción anterior y lo que ahora se dispone 

en esa fracción, destaca que la libertad provisional bajo caución ya no es únicamente una 

garantía del inculpado, sino también es una obligación constitucional del juez, pues se 

determina que deberá otorgársela inmediatamente que lo solicite. 

Pero conforme a lo dispuesto por el antepenúltimo parágrafo de la fracción 

décima del mismo 20 constitucional, es un deber del. Ministerio Público otorgarla a petición 

del indiciado (o de su defensor, o de persona de su confianza) durante la Averiguación - 

Previa "inmediatamente que se solicite". 

Desde luego que de acuerdo al referido párrafo, la libertad provisional - 

bajo caución sólo se concederá si se cumple con dos requisitos: a) que se garantice la - -

reparación del daño y de las sanciones pecuniarias, y b) que se trate de delitos que por su 

gravedad la ley prohiba expresamente otorgar ese beneficio. 

La primera de las formalidades beneficia a la víctima del delito (o a sus -

familiares), constituyéndose una garantía constitucional el aseguramiento de la reparación 

del daño, obligación que el juez y el Ministerio Público deberán satisfacer antes de decre-

tar la libertad provisional bajo caución, independientemente de las demás sanciones pecu- - 

niarias que el inculpado debe enfrentar, lo que en el anterior texto constitucional no se 

preveía. 

El segundo de los prerrequisitos que se estatuyen cano oondicionante para 

otorgar la libertad provisional bajo caución difiere de lo que antiguamente se establecía. 
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Antes ese beneficio se restringía For delitos que tron.x.-.ioran sor sancionados (A.Nn pena 

cuyo término medio aritmético no fuera mayor de cinco afos de prisión. Ahora so limita 

a delitos graves en los que la ley prohilo expresamente otorgarla. 

Lo dispuesto en la fracción primera del articulo 20 constitucional en 

relación con el antepenúltimo párrafo de la fracción X del milano ordenamiento, ne mate-

rializa en el inciso g) de la fracción tercera del articulo 269 del (Ydino do etociAli--

mientes Penales para el Distrito Moral, reformado par decreto del 10 do moto  do ,1994, 

en el que se asienta que el Ministerio público dell.Tá informar al incul¡odo, durante la 

Averiguación Previa: 

"9) Que_se le conceda,_ilumiliatamente _ quo 	solic t ti...su_ ti lertad pt,:qv 

sional bajo caucióitt  conforme a  lo disp2esto por la fracción del i-,Irticulo 20 J.19_111_—

Constitución federlli_y_en_los_térmitlos_del articulo 556 de este Tdigo". 

Este también fue reformado por el. mino decreto, estableciéndose la regla- 

mentación de la libertad proVisional bajo caución, disponiéndose 10 siguiente: 

"Ut Set:lo...556,211)d° ittettl.padoletldrá derecho dttrailln _ _ 

el proceso ludiciali_a ser _ puesto en libertad_provisional li jo caucióni  JtuiwNlia- 
tamente que lo soliciteL..si se reunen _ los siguientes _ 1:equipos: 

 	garantice el monto estimado de la reparación del darlo. 

Tratándose de delitos que afecten la vida o laintegridad,eonpralLATentli 

	

de la reparación no  podrá ser mellar del que resulte ztplieruldose Jan dittlx,"sicioibil1:01 	yi 
de la Ley Federal del ¶rrabaio;  

	

Qie garantice el  monto estimado de las sane I (AMI peo lari as que 	nu 

caso puedan imponérselo; 
TIT.'Que clongue caución para el cultylistienb) de Jan obligaciones que en 

términos de la ley se deriven a su calljo en razón del procerou_ 

ale no se trate de delitos clug_ppr sturavedad etstlit pmviiitoit •Ity Lpfirfa-1._ 

lo último del articulo 268  de este Cridigo". 

Dichos delitos de acuerdo ton el. U:digo Adjetivo para el Distrito D./.14.tral 

son: harticidio por culpa grave, sittple y calificado; terror limo, sabotaje, evasión de —

presos, ataques a las vías de alnunicación, corn4x2.1.61: dC1 111Q110reti, violeclón, tiixatottL11), 

robo calificado y extorsión. 
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Cómo se desprende de este artículo, la libertad provisional bajo caución 

deberá ser concedida por el Ministerio Público en las mismas condiciones que el juez, una 

vez cumplidos los requisitos que se establecen. Asimismo, tanto en la Carta Magna CCM en 

el Código de Plokedimientos Penales para el Distrito Federal, la libertad bajo caución ya 

no está limitada a delitos que merezcan ser sancionados con pena cuyo tárudno medio aritmé-

tico sea mayor de 5 años. 

En el segundo párrafo de la primera fracción que analizamos se prescribe 

una disposición directamente relacionada con el anterior, pues se especifican las condicior 

nes en que se determinará la caución: 

"El monto y la forma de caución que se fije deberán ser asequibles para el 

inculpado. En circunstancias que la ley determine, la autoridad judicial podrá disminuir 

el monto de la caución inicial". 

Con esto el constituyente permanente dejó atrás los montos prefijados en 

el texto anterior, como el equivalente a la percepción durante dos años del salario mínimo 

general o el de cuatro afros del salario minino cuando se trataba de delitos graves. 

Como se vera, el monto de la caución ya no está tampoco relacionado a - -

estos ilícitos, sino sólo a la capacidad económica del inculpado, siendo responsabilidad 

del juez o del Ministerio Público determinarlo. 

Considerando que muchos de los indiciados que cometían un delito o caían 

en prisión eran y siguen siendo personas desempleadas o miserables, mudos veces no les 

era posible obtener su libertad provisional bajo caución porque carecían de patrimonio e 

ingresos para pagar los montos que antiguamente se establecieron. 

Ahora, la caución deberá ser "asequible" al inculpado, lo que requerirá 

que el juzgador o el Ministerio Público se cercioren si puede o no pagar una cierta canti-

dad de dinero, antes de dilucidar el monto de la caución. Por otra parte, el citado pará-

grafo faculta al juez a disminuir el monto de la caución inicial, situación que se previó 

en las reformas al Cildlgo de Procedimientos Penales, que modificaron el artículo 560, a 

fin de cumplir con una eventual reducción caucional: 

"Articulo 560. A petición del procesado o su defensor, la caución a que se  

refiere la fracción III del articulo 556, se reducirá en la proporción que el juez estime  

justa y equitativa por cualquiera de las circunstancias siguientes:  

I. El tiempo que el procesado lleve privado de su libertad;  

II. La disminución acreditada de las consecuencias o efectos del delito;  

III. La imposibilidad económica demostrada para otorgar la caución señalada  

inicialmente, aún conpagos parciales. 
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IV. El Imen cuiD3rtamiento obserracb en el centro de revlusión de acuerda 

con el informe gue rinda el Oonseic2 Tecnico Interdisciplinario. 

V. Otras  gue racionallnente conduzcan a crear swridad deAlticanetycura-

rásustraersea la acciendela justicia. 

_ Las _ garantías a gue se refieren las fracciones 	del. arLículo 556 - 

sólo Lo:Irán ser reducidas en los tenainos aNulestos en el_priner_párrafo de este artículo  

cuando se verifigue la circunstancia señalada en la fracción III del Eesente artículo.  
En  este casoi_si se llegara kacroditar_guelnra obtener la ___________ el inculaado_simuló 
suinsolvencigl.  o_bient con_posterioridad a I.a reducción de la caución recuL2r6 MI cap:aci-

dad económica para cubrir los montos de lasgarantlas inicialmente r;eñaladasi_aleJlo resti-

tuir Vistas en el plazo sine el juez señale  para OSO erectou.se le revoca:II 1.1 libertakeLo: 
',visional_gue tenga concedida". - 

Cabe destacar que el anterior texto constitucional no estimaba una eventual. 
reducción de la caución sino que, por el contrario, l'acunaba al juez para aumniarla, lo 

que en la actual redacción ya no se estipula porque se derogó, acabando así con una injus-

ticia para con los miserables de un país en donde la mala distribución de la riqueza es un 
detonante de la delincuencia. 

Finalmente, el tercer párrafo de la fracción primera del artículo 20 cons-
titucional declara: 

"El Juez 'reirá revocar la lib2rtad provisional cuando el procesado incumpla 
en forma grave con cualquiera de las obligaciones que en termines de ley se deriven a un 

cargo en razón del proceso". 

Esta facultad de la autoridad jurisdiccional si bien se preveía en el. Clódi-
go de Procedimientos Penales para el Distrito Federal, en su artículo 560 no so comide- 

raba corno postulado constitucional, lo que se puede entender, a contrario 	C01110 una 
garantía para la víctima del delito en caso de que el procesado incumpliera con Jan obliga-

ciones derivadas de la reparación del daño o, en ellima instancia, con las sancionen IN2cti-
niarias que se le pudieran imponer. 

Lo dispuesto en el mencionado párrafo tercero 0:211 reglamentado por el. 
artículo 568, reformado por decreto del 10 de enero de .1994, en su parte inicial y en un 
fracción quinta, y que derogó las fracciones septinvi y octava, quedando así: 

"Artículo 568. El -Juez podrá revocar la libartzd cauciona' cuando a su  
criterio el procesado incumpla en forma grave  con cuales mulera de las obligar-2.10nel' previs- 
tas en el artículo anterior. Asimismo,  se revocará la litertad caucional 	los nigulenten  
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casos: 

TV... 

14,durante la instrucción ugreciera_gue el delito o delitos materia 

del auto de formal_prisión son de los considerados gravgll  y 

VI.. 

Procederemos ahora a estudiar la fracción segunda del artículo 20 consti-

tucional. CaTparando el texto vigente con el anterior, el legislador amplió la garantía 

del indiciado a no declarar en forma simple y llana, sin mencionar como se hacía anterior-

mente que sea en su contra. El indiciado tiene la garantía constitucional a no declarar 

si así lo desea, lo que se convierte en un mandato para el Ministerio Público y el juez, 

pues lb dispuesto en la fracción I es de observancia tanto en la Averiguación Previa cano 

en todo proceso de orden penal. 

El tino del constituyente permanente en la reforma a dicha parte del artí-

culo 20 referido estriba en que en la redacción antigua la garantía estaba consagrada para 

el proceso y ahora se ha extendido a la Averiguación Previa, donde era una costumbre - - -

viciosa de la Policía Judicial o del Ministerio Público arrancar la confesión por cualquier 

medio, aún cuando fuera ilegal y reprobado por el derecho y la convivencia civilizada. 

El párrafo en cuestión eshablece también que queda prohibida y que será 

sancionada por la ley penal "toda incomunicación, intimidación o tortura", lo que podría 

resultar letra muerta si no fuera porque a esta inhibición constitucional• se le refuerza 

con otra garantía implícita que consiste en que la confesión del indiciado no tendrá valor 

probatorio si se rinde ante autoridad distinta al Ministerio Público o juez, o ante éstos 

sin la asistencia de su defensor. 

El legislador reglamentó la declaración del indiciado a nivel constitucio-

nal, para evitar que aquella fuese rendida ante autoridades distintas, sin obligación legal 

de que el mismo indiciado tuviera que ratificarla libremente ante el Ministerio Público o 

juez, porque no irá ser obligado a declarar. 

Ahora dispuso que la declaración no tendrá valor probatorio si se rinde 

ante autoridad distinta al Ministerio Público o al juez, pero con la formalidad de que 

cuando se haga ante éstas autoridades esté presente el defensor del indiciado, porque de 

no ser así tampoco tendrá validez cano prueba en la instrucción. 
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rabe destacar que cuando el legislador determina que quede prohibida y 
que será sancionada por la ley penal "toda incomunicación, intimidación o tortura", está 
implicando que la declaración o confesión, come dice Mittermaier, "debe satisfacer las 

condiciones fundamentales siguientes: verosimilitud, credibilidad, persistencia, unifor-

midad...y, además, en cuanto a su forma: que sea articulada en juicio ante el juez de - -
instrucción debidamente instruido y competente (o, de acuerdo con el precepto constitucional 

ante el Ministerio Público) en la causa, circunstanciada y emanada de la libre voluntad 
del inculpado". (57) 

Para que existiera congruencia y concordancia con 10 prescrito en la frac-

ción segunda del artículo 20 constitucional, el legislador procedió a refonnar el ('Migo de 
Procedimientos Penales para el Distrito Federal, mediante decreto del 10 de enero de 1994, 
en sus artículos 136 y 249 que reglamentan la confesión que se rinda ante el Ministerio 
Público o el juez, sin hacer la antigua distinción respecto a confesión indagatoria o judi-
cial, pues ahora no se establece diferencia entre una y otra. 

"Artículo 136. La confesión es la declaración voluntaria hecha por persona 

no menor de 18 años en pleno uso de sus facultades mentales, rendida ante el Ministerio - -
Público, el juez o tribunal de la causa, sobre hechos propios constitutivos del tipo delic-

tivo materia de la imputación, emitida con las formalidades señaladas por el artículo 20 

fracción II de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos". 

La reforma al artículo 249 mencionado comprendió modificaciones al primer 
párrafo y a las fracciones IV y V, derogando asimismo la fracción T, mismas que solamente 
se reproducen: 

"Artículo 249. La confesión ante el Ministerio Público y ante el juez debe-
lé reunir los siguientes requisitos: 

I. Se deroga. 

1V._2(19 sea hecha ante el  Ministerio Público,12ezo tribunal de _ la ______ 

asistido eor su defensor2Leersona de su confianzai_y_gue esté el inculeado debidamente -
enterado del_p_rocediniento; 

V. Qge no vaya acameañada de otras_p_ruebas o_plesuncioneggue la hagan inve--
rosimill a_luicio del __________ Público o del pez". 

Es de hacer notar que el legislador, no se sabe si inadvertida o deliberada-
mente, derogó del citado artículo 249 el valor probatorio pleno a la confesión que el texto 

anterior le otorgaba, con lo que echó por tierra el impugnado criterio de la Suprema Corte 

( 57) Citado por Colín Sánchez. Op. cit. pág. 334. 
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de Justicia de la Nación y satisfizo el reclamo de juristas y litigantes que reprobaban 

se le concediera a la confesión un valor probatorio excesivo. 

El maestro Colín Sánchez repudiaba ya desde hace 24 años los innunerables 

errores a que conducía la primacía que en el orden probatorio le otorgaba la ley a la - -

confesión; 

"La importancia que la legislación y la jurisprudencia otorgan a la confe-

sión es inadmisible; la práctica ha demostrado hasta la saciedad los errores incesantes a 

que conduce. Tbdo el mundo reconoce que, en razón de la primacía concedida desde antaño a 

esta prueba, la investigación policiaca de los delitos se reduce al empleo de todo tipo de 

tormento para obtenerla, de esta manera, si alguien ha confesado, proclaman a los cuatro 

vientos su gran éxito en la investigación". (58) 

De acuerdo a la indignación que en aquél entonces declaraba el maestro - -

Colín Sánchez, ahora podemos decir que ante la derogación del valor probatorio pleno de la 

confesión, ésta ya no será necesario arrancarla mediante los métodos tradicionales de la 

Policía Judicial o del Ministerio Público: la incanunicación, la intimidación o la tortura, 

porque ya no tendrá la importancia que en el pasado se le otorgaba en los tribunales. 

Y en cuanto a la incomunicación, intimidación o tortura que se prescribe 

en la primera parte de la fracción I del 20 constitucional, también se reformó el artículo 

134 bis del Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal -el 10 de enero de 

1994-, modificando sustancialmente el párrafo tercero y parcialmente el cuarto, para que 

éste y aquél concordaran plenamente, quedando como sigue en lo esencial: 

"Articulo 134 bis. ... 

El Ministerio Público evitará que el probable reswrsable sea incanunica-

do, intimidado o torturado. En los lugares de detención del Ministerio Público estará ins-

talado un aparato telefónico para que los detenidos puedan comunicarse con quien lo estimen 

conveniente. 

Los indiciadosL  desde  la averilLuacián_Egvia podrán nombrar abogado o per-

sona de su confianza que se encargue de su defensa. A falta de una u otro, el Ministerio 

Público le nombrará uno de oficio". 

Mencionabamos atrás el criterio obsoleto del Ministerio Público de oponer-

se a recibir pruebas durante la Averiguación Previa, resguardándose en tecnicismos absurdos 

cano el que no era el momento procedimental oportuno para hacerlo de parte del iixliciado o 
de su defensor. 

Afortunadamente esto ya es cosa del pasado por la adición de un penúltimo 



69 

párrafo a la fracción X del artículo 20 constitucional, en el cual el legislador dispuso 

que la garantía prevista en la fracción v del mismo ordenamiento también será observada 

durante la Averiguación Previa "en los térmdmos y con los requisitos y límites que las 

leyes establezcan". 

La citada fracción V determina-que se le recibirán los testigos y demás 

pruebas que ofrezca, concediéndosele el tiempo que la ley estime necesario y otorgándole 

el auxilio para que comparezcan las personas cuyo testimonio solicite, limitándolo a que 

se encuentren en el lugar del proceso o de la Averiguación Previa. 

Esta garantía está reglamentada en el inciso f) fracción III del artículo 

269 del Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal, reformado por decreto 

del 10 de enero de 1994, en el que se dispone que el Ministerio Público deberá informar 

al inculpado durante la Averiguación Previa del derecho consagrado en el numeral citado. 

Por economía nos limitaremos únicamente a reproducir únicamente el texto 

del citado inciso: 
"fj Que se le reciban los testigos] las demás agebas_sue ofrezcg1  las 

cuales se tomarán en cuenta para dictar la resolución gue correplondaL  concediendo el tien- 

Do 	su desahogos  siam2rejue no se traduzca en dilación de la averiguación 

2revia_y las personas  cuyos testimonios ofrezcan se encuentreuresentes en la oficina del 

Ministerio Público. 

Cuando no sea posible el desahogo de las pruebas ofrecidas por el inculpa-

do y su defensor, el juzgador resolverá en su oportunidad, sobre la admisión y práctica de 

las mismas...". 
Un análisis comparativo entre lo que dispone la fracción V del 20 constitu-

cional y el citado inciso, demuestra que existen graves fallas en la reglamentación que 

éste último precepto hace del primero, porque se nulifica la garantía que tiene el indicia-

do para ofrecer y desahogar testigos y pruebas durante la Averiguación Previa. 
Por principio diremos que con la reforma que introdujo el inciso f), el - - 

legislador ignora lo que dispone la fracción V y deja al criterio discrecional del Ministe-

rio Público el desahogo de los testigos y pruebas que el indiciado ofrezca durante la Averi-

guación Previa, sujetando ese procedimiento a que se realice en el tiempo necesario y siem-

pre que no se traduzca en dilación en la indagación, lo que sólo podrá ser determinado por 

la autoridad. 

Es bien conocida la enorme carga de trabajo que el Ministerio Público tiene, 

lo que entorpece su buen desempeño y disposición para realizar una eficiente investigación 

de los hechos. Con esto, será canún que para dar rápido trámite a la Averiguación Previa, el 
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Ministerio Público utilizará su "criterio" con mucha frecuencia para no desahogar los 

testigos y pruebas que ofrezca el indiciado. 

Lo anterior demuestra que fue un error que el legislador condicionara la 

garantía constitucional estatuida en la fracción V al criterio del Ministerio Público y 

no a reglas más precisas o a un orden normativo cano pariría ser: clasificación, natura-

leza, importancia, valoración de las mismas para su desahogo, o sujetarse al sistema 

probatorio vigente en México que consagra el Código de Procedimientos Penales para el 

Distrito Federal. 

En segundo término, el inciso f) establece que los testigos deben encon-

trarse "presentes en la oficina del Ministerio Público" para su desahogo, lo que contradice 

lo que la fracción V dispone de que la autoridad auxilie al indiciado "para obtener la 

oamparecencia de las personas cuyo testimonio solicite". 

El legislador emitió incorporar claramente en el inciso f) la obligación 

constitucional de que durante la Averiguación Previa el Ministerio Público preste al indi-

ciado todo el auxilio necesario para obtener la comparecencia de las personas cuyo testimo-

nio solicite, con la única limitación que la mima fracción V establece, consistente en 

que los testigos "se encuentro} en el lugar del proceso" o de la Averiguación Previa. 

Eh lo que respecta a este último aspecto, la reglamentación que debió - -

introducir el legislador, prevería que tratándose de testigos o pruebas que se localiza-

ren fuera del ámbito territorial del Ministerio Público, éste tendría la obligación también 

de sujetarse a lo que dispone el articulo 200 del Código mencionado, dirigiendo exhorto a 

las autoridades del lugar donde se encontraren, con el propósito de que pudieran presentar-

se oportunamente en el proceso, si es que no fuera posible en la Averiguación Previa. 

Las graves fallas que anotamos de-irán  ser corregidas por el legislador 

mediante las reformas conducentes al Código de Procedimientos Penales para el Distrito 

Federal -precisamente en el inciso f) de la fracción III del articulo 269- para que la 

garantía estatuida en la fracción V del artículo 20 constitucional pueda tener la vigencia 

plena que exige una equitativa y cabal impartición y administración de justicia, porque de 

lo contrario se coloca en indefensión al indiciado. 

La fracción VII del artículo 20 de la Carta Magna está emprendida también 

dentro de las garantías que el inculpado tendrá en la Averiguación Previa. Aquella esbable-

ce:;"VII. Le serán facilitados bolos los datos que solicite para su defensa y que consten 

en el proceso". 

De acuerdo a lo anterior, el Ministerio Público tiene la obligación consti-

tucional de facilitar al indiciado o su defensor, torlos los datos que soliciten para su 

defensa y que consten en la Averiguación Previa. Esta garantía está regulada en el Código 
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de PluLedimientos Penales para el Distrito Federal por el articulo 269 fracción III 

inciso e), reformado el 10 de enero de 1994: 
"c)Aue se le  faciliten todos los datos _29e solicite ara sudefensa_y_gue 

consten en la averiggación_previal_para lo cual se.2ermitirá a 61 	 consultar 

en la oficina del Ministerio Públic2_y en_presencia del personal,. el acta de averiguación 

previa. 

Entre lo dispuesto en la fracción constitucional y el inciso prccedimenbal 

mencionados existe una congruencia para que la garantía de obtener todos los datos para la 

defensa puedan ser obtenidos sin restricción aparente, salvo la limitarte de que se consul-

te el acta de Averiguación Previa "en la oficina del Ministerio Público y en presencia del 

personal". Hasta ahí todo está bien. 

Sin embargo, lo previsto no responde a la realidad que se vive en las agen-

cias del Ministerio Público y mucho menos a las necesidades de los abogados litigantes que 

acuden a ellas, porque la garantía constitucional mencionada se limita únicamente a "ver" 

lo actuado y no a que, si es necesario cano generalmente lo es, se obtengan copias del acta 

de Averiguación Previa que en la mayoría de los casos es indispensable para la defensa. 

Ni el texto constitucional ni el del Código referido se deduce que esto 

último sea permitido o que pueda ocurrir, lo que en la práctica es un óbice para el trabajo 

que realizan los abogados litigantes y una desventaja para realizar una buena defensa. - -

Además, es un factor de corrupción en las agencias del Ministerio Público, porque la limi - 

tante induce necesariamente al indiciado o su defensor a caer en la dádiva o el soborno -

para obtener las copias, o a que el Ministerio Público o el secretario lo insinúen o lo exi-

jan para otorgarlas. 

La inexplicable limitación de referencia coloca en un estado de indefensión 

al indiciado, porque es prácticatente imposible que 61 o su defensor reproduzcan en forma 

manuscrita todas las actuaciones, con lo que la defensa sufre demórito y se corre el riesgo 

de cameter errores de cálculo o apreciación que pueden ser determinantes en una sentencia 

condenatoria. 

Por las consideraciones anteriores, son necesarias las reformas legales 

conducentes para que se consagre claramente en la fracción VII del artículo 20 constitu-

cional y en el artículo 260 del Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal, 

no solamente que se pueda consultar el acta de averiguación, sino que temblón se puedan 

obtener copias de la misma cuantas veces sean requeridas por el indiciado o su defensor, 

como se permite durante el proceso, sin más cargos que el inherente al costo de las repro-

ducciones. Por una parte, tener el derecho de conseguirlas y, por la otra, la obligación 
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del Ministerio Público de otorgarlas, a costa del indiciado desde luego, lo que no alte-

raría en nada la actuación de la autoridad ni el desarrollo de esta etapa procedinental. 

De ese modo, la garantía constitucional en cuestión tendría plena vigen-

cia y la defensa de los inculpados estaría completa. 

La fracción IX del artículo 20 constitucional es otra de las previstas en 

el antepenúltimo párrafo de la X del mismo, para que las garantías que consagra sean obser-

vadas por el Ministerio Público durante la Averiguación Previa en beneficio del indiciado. 

A quella previene una defensa adecuada, el derecho de contar con defensor y la obligación 

dá éste de comparecer a todas las diligencias del proceso o de la Averiguación Previa. 

La reforma dispuesta por el constituyente permanente a la referida fracción 

IX dedica tres derechos para el indiciado en la Averiguación Previa que son: ser informado 

de sus prerrogativas constitucionales y legales, contar con una defensa adecuada y que su 

defensor comparezca en todos los actos de aquella. El Ministerio Público tendrá el deber 

normativo de cumplir con esos derechos desde el manento en que un indiciado es detenido en 

flagrancia o urgencia o se presente voluntariamente o mediante orden de aprehensión. 

Para llevar a la práctica lo anterior, el legislador procedió a reformar el 

Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal mediante decreto del 10 de enero 

de 1994, en el que modificó el artículo 269, en cuya fracción III se establecen las garan-

tías que consagra la fracción IX referida, a saber: 

"III. Será informado de los derechos que en averiguación previa consigna 

en su favor la Constitución Política de 145 EstadosjAybIls_Mellicanos. 

¡Dichos derechos son: 

a) No declarar si así lo desea. 

b) Que dele tener una defensa adecuada por sí, por abogado o por persona 

de su confianza, o si no quisiere o no  pudiere designar defensor, se le designará desde 

luego un defensor de oficio, 

c) Ser asistido  por su defensor cuando declare.  

d) Que su defensor comparezca en todos los actos de desahogo de pruebas 

dentro de la averiguación previa, ...y éste tendrá obligación de hacerlo cuantas veces se le 
requiera. 

e) Que se le faciliten todos los datos que solicite para su defensa y que  

consten en la averiguación previa, para lo cual se permitirá a él y su defensor consultar 

en la oficina del Ministerio Público y en presencia del personal, el acta de averiguación, 

previa. 

f) Que se le reciban los testigos y demás pruebas que ofrezca, las cuales 
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se tomarán en cuenta para dictar la resolución que corresponda, concediendo el tiempo 

necesario para su. desahogo, siempre  gue no se traduzca en dilación de la averiguación 

previa y las personas cuyos testimonios ofrezcan se encuentren  presentes en la oficina 

del Ministerio Público. 

Cuando no sea posible el desahogo de )mueblas, ofrecidas  por el inculpado 

y su defensor, el juzgador resolverá en su oportunidad, sobre la admisión y  práctica de 

las mismas, y  

q) (be se le conceda, innediatamente que lo solicite, su libertad priovi-

sional bajo caución, conforme a lo dispuesto  por la fracción 1 del Artlguk_24...deAcl_et.711k1"-  
titución federal, y en los términos del artículo 556 de este Código. 

Para los efectos de los incisos b) y d) se le permitirá al indiciado - -

comunicarse con las personas que solicite, utilizando el teléfono o cualquier otro medio 

de que se disponga, o personalmente si se hallaren presentes...". 

las garantías y derechos estipulados en las fracciones IX y In de los 

artículos 20 constitucional y 269 del citado código constituyen una protección noble y 

ambiciosa que el legislador consagró para el indiciado durante la Averiguación Previa, 

pero aparenbnnente sólo en el papel y la teoría, porque ni en uno ni en otro ordenamientos 

decreta las consecuencias legales cuando el Ministerio Público llegare a incumplir.con aquq7-
11as disposiciones. 

Consideramos que así como el legislador dispuso en la reforma a la frac—

ción II del articulo 20 de la Carta Magna de que la confesión rendida ante autoridad dis-

tinta al Ministerio Público o al juez "carecerá de todo valor probatorio", de igual manera 

debió prever lo mismo cuando una consignación llegara a realizarse si no se informa al 

indiciado sobre las garantías que le otorga la fracción IX, sobre todo porque se le ixnuiría 
.en completa indefensión. 

En nuestra opinión, si llegare a ocurrir esto último, procedería en derecho 

que todo o parte de lo actuado durante la Averiguación Previa fuera nulo o que su validez 

en el proceso careciera de valor probatorio. De otra forma, no existe garantía de que el 

Ministerio Público cumpla con esa obligación constitucional, a menos que el abogado defen-
sor del indiciado se lo exija mediante algún recurso legal. 

Para concluir con el análisis de la multicitada fracción IX mencionaremas 

el derecho que tiene el indiciado para obligar legalmente a su defensor a que esté presen-

te en todos los actos de la Averiguación Previa. De acuerdo con lo establecido, el abogado 
defensor no podrá  optar por asistir o no a las diligencias que realice el Ministerio Públi-

co, sino que estará obligado a acudir a las mismas, sin excusa alguna. 
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Lo anterior es una disposición que se hacía necesaria ixn.que en la prác-
tica muchos sedicentes litigantes se dedicaban a psealo representar a un indiciado, sin 
cumplir con sus deberes inherentes a la representación que se les confería, dedicándose 
únicamente a esquilmarlo aCui cuando éste careciera de recursos econfinicos para sufraga• 
los honorarios "profesionales". 

Da adelante ya no podrá ocurrir esto porque el abmado defensor tiene un 
mandamiento constitucional que deberá acatar y cumplir, contribuyéndose así a devenir la 
profesión de licenciado en Dcs.-echo y enaltecer la misión que éste tiene para que exista 
una procuración e impartición de justicia de acuerdo con la °institución y las leyes. 

Para concluir nuestro análisis de las reformas a los artículos 16, 1.9 y 
20 de la Constitución Política, direnos que las garantías que postulan sientan las base 
de la reglamentación de la Averiguación Previa, fortalecen Ja legalidad y la seguridad 
jurídica en aras del respeto a los derechos personales, de la dignidad del htinbre y do la 
litertad bajo caución, con lo que se emprende al. 1:oder pliblico a no actuar arbitraria - 
ni caprichosamente, sino ajustado a respetar y mantener el Estado de Derecho en el que nos 
desenvolverlos. 

Pero no obstante el avance que se legra con las aludidas reformas por la 
protección noble y ambiciosa que postulan para el indiciado en la Averiguación Previa, la 
realidad y la práctica en las agencias del Ministerio Público pueden hacer nugatorian las 
garantías constitucionales consagradas, porque está demostrado que en aquellas Faulenina 
el abuso, la ilegalidad y la corrupción. 

Las garantías de seguridad jurídica que ahora se consagran dependen para 
su eficacia de la puesta en práctica icor parte de las autoridades, lo que no duda mucho 
lo hagan. Cretinos que el Ministerio Público no las cumplirá oficiosamente, tal vez so 
de mala fe, sino por la enorme carga de trabajo con que se desenvuelve, así que dtpenderá 
de los abogados defensores exigir su respeto y ejecución. 

Por último mencionarenos que el legislador retornó el °lago Federal. do 
Procedimientos Penales por decreto del 10 de enero de i994, para o:bollar .1(n; cambio:1 -
constitucionales efectuados, regulando con ello la actuación del Ministerio Público Fede-
ral en la Averiguación Previa, en forma similar a lo que Ccurintroms en este trabajo. 

3. INICIO DE LA AVEZIGUAC1174 PREVIA 

Sergio García Ramírez y Victoria Mato de Ibarra nos dicen que la Averitpa- 
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ción Previa se inicia con la noticia del hecho criminal que se aporta el Ministerio Públi-

co por medio de la denuncia o querella. (57) 

Osorio y Nieto manifiesta que "boda averiguación previa se inicia mediante 

una noticia que hace del conocimiento del Ministerio Público la canisión de un hecho posi-

blemente constitutivo de delito; tal noticia puede ser proporcionada por un particular, un 

agente o miembro de corporación policiaca o cualquier persona que tenga conocimiento de la 

ejecución de un hecho presuniblcnente constitutivo de delito perseguible por denuncia'!. (58) 

Para Alberto González Blanco, la averiguación previa se inicia a partir del 

manento en que el Ministerio Público torna conocimiento a través de la denuncia o la quere-

lla, de que se ha cometido o se pretende cometer un hecho que la ley penal sanciona cano 

delito; y termina cuando del resultado de la averiguación respectiva, se acreditan los - -

elementos que permitan a ese órgano, legalmente, ejercitar la acción penal que corresponda 

ante la autoridad judicial competente o de lo contrario se archiva lo actuad°. (59) 

Queda patente por los autores mencionados que el inicio de la Averiguación:. 

Previa es un aviso o noticia comunicados al Ministerio Público mediante denuncia o querella 

-incluso por excitativa 	por los particulares, la policía, funcionarios públicos o auto-

ridades judiciales, de la probable canisión de un delito -hecho u omisi6u- que sancionan 
las leyes penales. 

a) La Denuncia 

La denuncia es la notificación de palabra o por escrito de la cunisión u 

omisión de un hecho que se considera delictuoso y perseguible de oficio, al Ministerio - -

Publico o a cualquier funcionario o agente de le Policía Judicial, obligados y autorizados 

a proceder a la investigación del minno. 

González Blanco afirma que la denuncia es el medio legal por el cual se 

pone en conocimiento del órgano canpetente la noticia de haberse canal:ido o que se preten-

de oaneter un hecho que la ley penal castiga cano delito, siempre que sea de aquellos que 

por disposición de Ley se persiguen de oficio. (60) 

Por su parte, García Ramírez y Adato de Ibarra manifiestan que la denuncia 

es la transmisión de un conocimiento sobre determinado hecho con apariencia delictuosa, 

que cualquier persona hace (o debe hacer) a la autoridad campetente. (61) 

----------- 
(57) GARCIA RAMIREZ, Sergio y ADATO DE IBARRA, Victoria. Prontuario de Proceso Penal Mexica-

no. Si. Porrta 1980, pp. 21+-22 
(58) OSORIO Y N11710, César Augusto. La Averiguación Previa. Si. Porrúa México 1995. Pág. 6. 
(59) GONZALEZ BLANCO, Alberto. Op. cit. pág. 84. 
(60) Ibidem. Pág. 85. 
(61) GARCIA RAMIREZ, Sergio y ADATO DE IBARRA, Victoria. Op. cit. pág. 23. 
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Para González Bustamante la denuncia es la obligación sancionada penal-

mente, que se impone a los ciudadanos, de comunicar a la autoridad de los delitos que sabe 

se han cometido o se están cametiendo, siempre que se trate de aquellos que sean persegui-

bles de oficio. (62) 

Piña Palacios conceptúa la denuncia cano el acto jurídico mediante el -

cual se pone en conocimiento del Ministerio Público en su calidad de Policía Judicial, la 

canisi6n de un hecho o varios que constituyen o pueden constituir un acto u emisión que 

la ley penal sanciona. (63) 

El maestro Colín Sánchez sostiene que "denunciar los delitos es de inte-

rés general porque al quebrantarse el ordenamiento jurídico, se produce en la sociedad un 

sentimiento de repulsa hacia el infractor, a quien por su proceder indebido exige se le 

impongan las penas correspondientes, cano medida ejemplar que prevenga nuevos atentados...". 

Agrega que "la denuncia es un deber de toda persona cuya causa de justificación reside en 

el interés general para conservar la paz social". 64 

Si bien los autores anteriormente mencionados definen con acierto el con-

cepto de denuncia como un acto jurídico, obligación o medio legal por el cual se notifica, 

transmite o se pone en conocimiento de la autoridad canpetente los delitos que se están 

cometiendo o se pretenden caneter, se equivocan al igual que nuestra legislación penal en 

fundamentar la denuncia en lo que dispone el artículo 400 fracción V del Código Penal para 

el Distrito Federal en vigor, el cual tipifica erróneamente a la denuncia cano la obliga- - 

ci6n ciudadana de "procurar impedir la consumación de los delitos", lo que resulta incon- - 

gruente porque no es lo mismo impedir que denunciar. 

Antes de ahondar en esto, reproducimos el apartado referido que a la letra 

dice: "Artículo 400. Se aplicará prisión de tres meses a tres afros y de quince a sesenta 

días de multa, al que... V. No procure, por los medios lícitos que tenga a su alcance y sin 

riesgo para su persona, impedir la consumación de los delitos que sabe se van a cometer o 

se están cometiendo, salvo que tenga obligación de afrontar el riesgo, en cuyo caso se - -

estará a lo previsto en este articulo o en otras normas aplicables. 

(62) GCNZALE2 BUSTAMANTE, Juan Josó. Op. cit. pág. 130. 

(63) PIRA PALACIOS, Javier. Derecho Procesal Penal. Edit. Botas, México. Pág. 75. 
(64) cDLIN SANCIIEZ, Guillermo. Op. cit. pp.,  235-236. 
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En efecto, la disposición anterior se refiere únicamente al deber jurí-

dico ciudadano de "procurar impedir", lo que es muy diferente a denunciar. Una cosa es 

evitar la comisión de un delito y otra es notificar o avisar a la autoridad que se va a 

cometer o se está cometiendo. 'tan es así que la conducta que se tipifica en el citado 

artículo y fracción tipifica un delito por omisión, conforme lo dispone el párrafo segun-

do del artículo 7o. del mismo Código Penal apuntado, que determina: "En los delitos de 

resultado material también será atribuible el resultado típico producido al que omita 

impedirlo, si éste tenla el deber jurídico de evitarlo...". 

Según Carrancá, esta conducta omisiva configura un delito doloso, porque 

el "dolo consiste en la voluntad y conciencia de omitir el empleo de los medios inved- - 

ditivos, dejando así de procurar que el delito no sea cametido". (65) 

Cano se podrá apreciar, la denuncia configurada por el Crldigo Penal cita-

do -que equivocadamente convalidan algunos autores-, se refiere a una obligación para - - - 

quienes tienen el compromiso de impedir la consumación de los delitos, pero solamente si 

existe el "deber de actuar para ello, derivado de una ley, de un contrato o de su propio 

actuar precedente". 

Por tanto, la supuesta denuncia que se quiere colegir del anotado apartado 

no es tal, sino otro deber jurídico muy diferente al de lo que exactamente es denunciar, 

avisar o notificar. 

Consideramos que la denuncia debe ser una obligación de todo ciudadano o 

extranjero residente en el país, que imponga un deber jurídico en favor del Estado de 

Derecho y de la sociedad, consistente en hacer del conocimiento de la autoridad los hechos 

presumiblemente constitutivos de delito, a la que deberá corresponder una investigación 

de oficio que determine si es o no un ilícito tipificado por la ley penal. 

En los asuntos de orden penal se reservaría al particular, como ocurre - -

actualmente, la potestad de requerir la persecución de los delitos que no importen grave 

peligro para la sociedad y afecten un interés jurídico particular, pero en los casos de 

ilícitos perseguibles de oficio y graves, existirá la obligación ciudadana de denunciarlos. 

La omisión de ésta, de acuerdo a la gravedad del hecho delictuoso, seria equiparable al 

encubrimiento. 

La denuncia penal así concebida puede consistir en una petición de procu-

ración de justicia comparable al derecho de petición consagrado en el artículo 80. de la 

Carta Magna, aún cuando el denunciante no sea el directamente afectado sino la sociedad en 

su conjunto, ante la cual los órganos del Estado tendrán la obligación de atender e inves-

tigar para la defensa y protección de la paz social a la que alude Colín Sánchez. 

(65) CARRANCA Y TRUJILLO, Paul y CARRANCA y RIVAS, Raúl. 06digo Penal Anotado. Ed. Porrúa. 
México 1972. Pág. 710, 
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La denuncia penal padda ser igualmente equiparable a la obligación qué 

el artículo 31 fracción IV de la Ley Fundamental establece para todos los mexicanos de 

"contribuir para los gastos pdblioos, así de la Federación como de los estados y munici-

pios en que residan, de la manera proporcional y equitativa que dispongan las leyes". De 

la misma manera, el deber jurídico implícito en la denuncia penal estaría dirigido a - -

coadyuvar a la defensa y protección del bien común con el que estamos camprometidos todos, 

porque del mism1.1 se deriva la felicidad y el bienestar generales. 

Eh la denuncia penal el supuesto jurídico sería la comisión fáctica o -

probable de un hecho presuntamente delictuóso y la consecuencia de derecho sería la posi-

bilidad de que cualquier individuo lo hiciera del conocimiento de la autoridad. El bien 

jurídico tutelado de la denuncia serían el bien común, el Estado de Derecho y la paz social 

cano un todo orgánico. 

Para el caso de una denuncia penal, la administración de justicia estaría 

expedita para efectuar su trámite e investigación, tratándose de delitos graves o persegui-

bles de oficio. 

Por lo anterior estimemos necesario que tanto los autores cano los legisla-

dores se avoquen al estudio y análisis profundo de lo que la denuncia debe ser cupo obliga-

ción ciudadana, y preceder a incorporarlo, mediante reformas o adiciones en el Código de 

Procedimientos Penales para el Distrito Federal, a efecto de que la ciudadanía la considere 

como un deber jurídico cuyo objetivo es la defensa de los intereses de la colectividad y 

del bien común, a los que nadie puede estar ajeno en un Estado de Derecho. 

Cahe mencionar que un precepto más ajustado a la realidad y cayo lo que - -

proponemos es el que estatuye el artículo 116 del Código Federal de Procedimientos Penales 

en vigor, que señala: "'Dada persona que tenga conocimiento de la omisión de un delito que 

deba perseguirse de oficio, está obligada a denunciarlo ante el Ministerio Público y, en 

caso de urgencia, ante cualquier funcionario o agente de policía". 

Solamente restaría agregar que además de introducir en el ordenamiento.  -

arriba mencionado un concepto de denuncia más exacto y ajustado a la realidad, sería indis-

pensable acompañarlo con una campaña de concientización ciudadana sobre la importancia de 

denunciar la probable o fáctica comisión de los hechos delictuosos, lo que haría innecesa 

rías las promesas de reccmpensa por la proporción de informes sobre delincuentes buscados 

por la policía, pues se desvirtúa con esto la defensa desinteresada de los intereses colee - 

tivoft y del bien ccmdn, cano anatemas antes. 
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ESTA TESIS 111 BEBE 

SALIR t I sir,u5sEm 

Naturaleza Jurídica de la Denuncia 

Si bien es cierto, euuu lo afirma Pifia Palacios, que la denuncia debe 

considerarse cono un deber jurídico dada su obligatoriedad por imperativo legal, en la 

realidad de nuestro medio político, econtimico y social no ocurre así. 

Aquellos que acuden al Ministerio Público a denunciar hechos que se con-

sideran delictuosos, son personas de índice cultural medio o con peca o ninguna instruc-

ción, que jamás exponen al agente investigador lo que saben sobre un hecho para cumplir 

con el mandato legal y evitar con ello que se les considere como copartícipes del mismo 

delito o sujetos activos del encubrimiento. Llegan a presentar los hechos por razón de ser 

ofendidos o serlo sus familiares, o por tratarse de personas a las cuales les une lazos 

de amistad o bien por alguna otra causa, pero son rarísimas las ocasiones en que se presen-

ta la denuncia a que obliga la ley. 

En la denuncia se dan las siguientes notas características: 

1. Que sólo se trata de una NCTITIA CRIMINIS o por lo menos de un hecho 

que el denunciante aprecia como delictuoso, que se transmite a la autoridad; 

2. Que tal noticia ha de relacionarse con la eventual misión o ccmisión 

de un delito de Acción Pública, que sea perseguible de oficio; 

3. Que para denunciar no se requiere la calidad de víctima u ofendido por 

el posible delito, sino únicamente la obligación esf-aillecida por la ley Penal; 

4. Que el denunciante no ejerce acción civil ni penal; 

5. Que no es indispensable que se haya presenciado el delito, sino que 

hasta que el denunciante tenga noticia del hecho estimado como tal, por cualquier medio; 

6. Que la autoridad receptora de la denuncia está facultada por la ley para 

tal acto, siendo generalmente el Ministerio Público o la Policía Judicial. 

Sobre la capacidad para denunciar no existe disposición legal aplicable, 

pero el maestro Colín Sánchez estima que "la denuncia es un deber de toda persona cuya 

causa de justificación reside en el interés general para conservar la paz social". Por 

tanto, "la denuncia puede ser presentada por cualquier persona, sin importar que la misma 

provenga de un procesado, de un sentenciado, de un nacional o de un extranjero. Ni el sexo 

ni la edad, serán un obstáculo, lo cual implica que no se haga ninguna excepción al princi-

pio general establecido".(66) 

La denuncia pndrá hacerse verbalmente o por escrito al Ministerio Público 

(66) COLIN SANCHEZ, Guillermo. Op. cit. pág. 236. 
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o a cualquier funcionario o agente de la Policía Judicial, lo que obliga a proceder de 

oficio a la investigación de los delitos, salvo que se trate de aquellas infracciones 

que para su prosecución se satisfaga algún requisito de procedibilidad cumu los que esta-

lece dl artículo 262 del Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal. 

El mencionado apartado establece que la Averiguación Previa no podrá ini-

ciarse de oficio en los casos siguientes: 

I. Cuando se trate de delitos en los que sólo se puede proceder por quere-

lla necesaria, si no se ha presentado esta, y 

II. aundo la ley exija algún requisito previo, y éste no se ha llenado. 

Para esos fines, se harán constar los hechos en un acta que contendrá las 

diligencias que demande la averiguación. 

b) la Querella 

La querella ha sido tema de diversas controversias doctrinales y su natura-

leza apreciada en distintas formas por los autores. Así, Florián la define como "la expo-

sición que la parte lesionada por el delito hace a los órganos adecuados para que se inicie 

la acción penal" (67) 

Para este autor, la querella es una acción privativa de los delitos para 

los cuales la acción penal no se puede ejercitar sino a instancia de parte. La considera 

desde el punto de vista del procedimiento penal como condiciones que determinan el ejerci-

cio de la acción penal; es decir, condiciones de procedibilidad. Doctrinariamente, opina, 

no debe aceptarse tal concepción pues siendo la querella tan sólo una declaración de volun-

tad de la parte lesionada por el delito, en los ilícitos perseguibles a instancia de parte, 

no es ésta quien ejerce la acción penal sino el Ministerio Público, lo que hace que en nin-

guna forma deban considerarse alteradas las características de la acción penal, o que la 

existencia o negación de un delito determinado dependa de la voluntad de la colectividad, 

la que por conductos debidos considere ciertos hechos como delitos. 

Osorio y Nieto expresa que la querella es la manifestación de voluntad de 

ejercicio potestativo, formulada por el sujeto pasivo o el ofendido, con el fin de que el 

Ministerio Público tome conocimiento de un delito no persequible de oficio, para que se 

inicie e integre la averiguación previa correspondiente y, en su caso, ejercite la acción 

penal. (68) 

(0) FLORIAN, 
(bb; OSORIO Y N 

enio. Cp, cj.t, pág., 235. 
DO, César Augusto. LA AVERIGUACION PREVIA. Ed. Porrúa, México 1985,9n9 7 
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Colín Sánchez considera a la querella ceno uno de los más sugestivos 

requisitos de procedibilidad, definiéndola cano "un derecho potestativo que tiene el 

ofendido por el delito, pera hacerlo del conocimiento de las autoridades y dar su - -

anuencia para que sea perseguido". 

Destaca que "tratándose de los delitos que se persiguen a petición de 

parte ofendida, no solamente el agraviado, sino también su legItimo representante, cuando 

lo estimen necesario, pondrán en conocimiento del Ministerio Público la emisión del hecho 

delictuoso para que éste sea perseguido...". (69) 

Ea nuestro concepto, la querella es el medio legal por el cual el ofendido 

o su legitimo representante ponen en conocimiento del Ministerio Público, que se ha come-

tido o se pretende eemmter un delito, siempre que se trate de los que por disposición de 

la Ley se persiguen a instancia de parte, expresándose así la voluntad de que se proceda 

en contra del responsable. 

Personas Facultadas Para Formular Querella 

Sólo la parte ofendida está facultada para presentar querella y aún cuando 

sea menor de edad, bastará que manifieste verbalmente su queja. El articulo 264 del redigo 

de Procedimientos Penales para el Distrito Federal regula la querella en relación con los 

apartados 275 y 276 del mismo ordenamiento. 

Establece que "se reputará parte ofendida para tener por satisfecho el r -

requisito de la querella necesaria, a bada persona que haya sufrido algún perjuicio con 

motivo del delito, y, tratándose de incapaces, a los ascendientes y, a falta de éstos, a 

los hermanos o a los que representen a aquellos legalmente. 

El artículo 264 precisa que será necesario, tratándose de personas morales, 

que la querella sea formulada por representante que tenga poder general para pleitos y 

cobranzas con claúsula especial, sin que sea necesario acuerdo previo o ratificación del 

consejo de administración o de la misma asamblea de socios o accionistas, ni poder especial 

para el caso concreto. 

Igualmente señala que será suficiente un poder sanejante para las querellas 

presentadas por personas físicas, salvo en los casos de privación ilegal de la libertad con 

fines sexuales, estupro o adulterio, en los que se tendrá por formulada directamente por 

algunas de las personas a que se refiere la parte final del párrafo primero de ese artículo 

(ascendientes, etc.). 

--------- 

(69) COLIN SANCIIEZ, Guillermo. Op. cit. pp. 239-240. 



82 

Divisibilidad de la Querella 

La querella es divisible en virtud de que esta institución pro.esal tiene 

el carácter de Derecho Potestativo y carne tal, el titular de ese derecho puede ejercitar-

lo con la libertad, espontaneidad y discrecionalidad propias de tal tipo de facultades. 

La divisibilidad de la querella se observa can las siquiattes hittótesist 

I. En un solo hecho, presuntamente constitutivo de uno o varios delitos, 

aparecen cano indiciados dos o más sujetos; 

II Mediante una sola conducta realizada por un único sujeto se producen 

varios resultados probablemente integrantes de figuras típicas. 

En el primer caso sucede que el ofendido desea querellarse contra uno de 

los probables responsables pero no contra otro u otros; en el segundo supuesto, ocurre 

que el ofendido se querella por la lesión jurídica sufrida por uno de los ilícitos, pero 

no por todos, presentandose en ambos casos la divisibilidad aludida, la que se da general- 

►mnte en delitos relacionados con el tránsito de vehículos. 

Fundamentación Politica de la Querella 

La querella tiene cono fundamentación política la ausencia de interés 

directo por parte del Estado en perseguir determinados ilícitos, ya sea por la naturaleza 

misna de éstos o que pudiendo tener interés directo se da prioridad a la voluntad de la 

víctima o del ofendido, por razones de publicidad principalmente. 

Para este razonamiento es necesario considerar que en ciertos delitos la 

publicidad puede dañar aún más al ofendido; por ello es que, dada la naturaleza de algunas 

infracciones penales, sea correcto dejar a la voluntad de los particulares su persecución; 

pues es de indudable trascendencia atender a las conveniencias e inconveniencias que un 

proceso acarrearía a quien ha sufrido una lesión jurídica, originando consecuencia penosa 

para el sujeto y para la paz y la tranquilidad que debe imperar en ciertos núcleos cono la 

familia, que en países caro el nuestro constituye una de las instituciones fundamentales 

sobre la cual se estructura la organización social. 

Colín Sánchez advierte que "la institución de la querella no causa propia-

mente agravio a la sociedad" y agrega que "el estado mien° hace excepción a ese principio 



83 

por motivos de bien público". (70) 

Naturaleza Jurídica de la Querella 

Respecto a su ubicación adecuada en el campo que en sentido general abarcan 

las cuestiones penales, existen dos tendencias: la primera sitúa a la querella dentro del 

aspecto general de la materia, considerándola como una condición objetiva de punibilidad, y, 

la segunda, cano un instituto procesal. 

Nuestra opinión se pronuncia por considerarla efectivamente como una con-

dición de procedibilidad, en virtud de que así lo establece la ley. Concebida la querella 

como un derecho potestativo del ofendido por el delito para hacerlo del conocimiento de las 

autoridades, la actuación de éstas se condiciona a esayanifestación de voluntad del parti-

cular, sin el cual no es posible proceder; de ahí que le otorguemos tal carácter a la ins-

titución de la querella. 

Extinción del Derecho de Querella 

El derecho de querella se extingue por varias causas, la mayoría de las 

cuales son reguladas por el Código Penal para el Distrito Federal: Por muerte del agravia-

do, por perdón, por muerte del responsable, por prescripción y por amnistía. 

Muertedel_Agravildo. La querella es un derecho potestativo, personal, que 

corresponde al ofendido directamente, por lo que su muerte la extingue, siempre y cuando 

no se haya ejercitado. Si la muerte del ofendido ocurre durante la Averiguación Previa o 

en la instrucción del proceso, la querella subsistirá sus efectos para la realización de 

los fines de la misma, porque ya satisfecho el requisito de prccedibilidad se ha borrado 

el obstáculo para que el Ministerio Público cumpla su función de perseguir el delito. 

El Perdón. Es la acción y efecto de perdonar, que consiste en renunciar 

alguien a castigar una ofensa o un delito, o a cobrar una deuda. 

En nuestra legislación, el artículo 93 del Cdigo Penal para el Distrito 

Federal regula el perdón, las personas que pueden otorgarlo, la forma en que puede manifes-

tarse y los efectos que tiene respecto a quien se otorga, según reza: 

"El perdón del ofendido o del legitimado para otorgarlo extingue la acción 

penal respecto de los delitos que se persiguen por querella, siempre que se conceda ante el 

Ministerio Público si éste no ha ejercitado la misma o ante el órgano jurisdiccional antes 
- - 	- 	- 
(70) Ibid pág. 241 
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de dictarse sentencia de segunda instancia. Una vez otorgado el perdón, éste no podrá 

revocarse. 

In dispuesto en el párrafo anterior es igualmente aplicable a los delitos 

que sólo pueden ser perseguidos por declaratoria de perjuicio o por algan otro acto equi-

valente a la querella, siendo suficiente para la extinción de la acción penal la manifes-

tación de que el interés afectado ha sido satisfecho por quien está autorizado para ello. 

Cbando sean varios los ofendidos y cada uno pueda ejercer separadamente la 

facultad de perdonar al responsable del delito y al encubridor, el perdón sólo surtirá - -

efectos por lo que hace a quien lo otorga. 

El perdón sólo beneficia al inculpado en cuyo favor se otorga, a menos que 

el ofendido o el legitimado para otorgarlo, hubiese obtenido la satisfacción de sus intere-

ses o derechos, caso en el cual beneficiará a todos los inculpados y al encubridor...". 

De acuerdo con este Orrafo del referido apartado 93, el perdón puede - - -

hacerse extensivo al resto de los inculpados y al encubridor, sólo cuando se han satisfecho 

los intereses o derechos del ofendido o del legitimado para otorgarlo. La disposición es 

congruente porque si se considera que el delito pucde ser perdonable para uno, lo es igual-

mente para todos, sobre todo si el daño producido ha sido reparado a satisfacción. 

Sin embargo, la satisfacción condicionante que impone resulta injusta cuan-

do el delito cometido por alguna de las personas a que se refiere el artículo 399 bis del 

mencionado Código Penal -ascendiente, descendiente, cónyuge, parientes por consanguinidad 

hasta el segundo grado, concubina o concubinario, adoptante o adoptado y parientes por 

afinidad asimismo hasta el segundo grado- es perdonada por el familiar o allegado ofendido, 

pero no así los terceros que hubiesen incurrido en la ejecución del ilícito o los encubri-

dores que hubiesen participado con el familiar perdonado. 

La crítica a la disposición estriba en que si el ofendido, aún cuando no se 

hayan satisfecho sus intereses u derechos, perdona al familiar que cometió el delito en su 

agravio sin incluir en el beneficio a sus cómplices o encubridores, lo que resulta inicuo 

que éstos no participen del perdón otorgado, pues es evidente que participaron a sabiendas 

del lazo familiar que existía entre uno y otro. Es posible que este vínculo haya sido el - -

motivo determinante de su asociación y cooperación, razón por la cual deberían también ser 

beneficiarios de la dispensa que se hace en favor del principal protagonista de los hechas 
delictuosos. 

Consideramos necesario que el legislador incorpore al artículo 93 citado 

la consideración expuesta, a fin de que el perdón otorgado a un pariente sea extensivo - - 
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a todos los inculpados y al encubridor, aún en el supuesto de quo el daño no laya sido 

reparado satisfactoriamente, pues se considera que la gracia conMida es resultado del 

cariño, amor o parentesco entre el ofendido y el familiar pardonado, sin 'Invitar en que 

se hayan saldado o retribuido los derechos o intereses afectados. 

La extensión del perdón en estos casos es cuestión de equidad p)rque 

delito cometido por los cómplices o encubridores es cquipuable al parentesco mimo del 

inculpado perdonado que los indujo a cometer el delito. 

Antes de concluir meficionaremos que "el perdón del. ofendido y del legiti-

mado para otorgarlo en delitos de los mencionados en los párrafos anteriores, también 

extingue la ejecución de la pena, siempre y cuando so otorgue en fenal indubitable ante la 

autoridad ejecutora". 

Están facultados para otorgar el perdón; el ofendido, el representante — 

legítimo y el tutor especial. 

Muerte del Responsable. la muerte del ofensor también extingue el derecho 

de querella, por falta de objeto y finalidad; y puede darse durante la Averiguación Previa, 

en la instrucción del proceso o aún en la ejecución de la sentencia, a excepción do la re-

paración del daño. 

El artículo 91 del Código Penal para el Distrito Federal señala que "la 

muerte del delincuente extingue la acción penal, así copio las sanciones que su le hubiesen 

impuesto, a excepción de la reparación del daño, y la de decomiso de los instnimentos con 

que se cometió el delito y de las cosas que seno efecto u objeto de ól". 

Prescrizión. El artículo .107 del referido c(xliqo Penal. establece que "la 

acción penal que nazca de un delito que sólo puede perseguirse por querella del ofendido 

o algún otro acto equivalente, prescribirá en un año, contado desde el día en que quienes 

puedan formular la querella o el acto equivalente, tengan conocimiento del delito y del 

delincuente, y en tres, fuera de esta circunstancia". 

Es decir, que la prescripción por delitos que se persigan vir querella 

o acto equivalente, tiene un plazo de uno a tres años, teniendo coro requisito de procedí-

bilidad que se conozca o no el delito y al. delincuente. Aunque la ley 111112111 Clet01:1111111 que 

una vez cumplido ese requisito, "la prescripción seguirá corriendo según las roilas 11117i1 

los delitos perseguibles de oficio". 

Amnistía. Poco tratada peor los autores curro causal de extinción de lo que- 
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rella, está prevista por el articulo 92 del citado ('Migo Penal, que reglamenta la facul-

tad que el apartado 73 fracción XXII de la Constitución Federal le confiere al Congreso 

de la Unión. 

Rafael de Pina en su Diccionario de Derecho precisa que la amnistía es el 

"acto del Poder Legislativo que cubre con el velo del olvido las infracciones penales, -

aboliendo, bien los procesos comenzados, o que se han de comenzar, bien las condenas pro-

nunciadas". (70) 

Por su parte, el referido articulo 92 del Código sustantivo mencionado, 

prescribe que "la amnistía extingue la acción penal y las sanciones impuestas, excepto 

la reparación del daño, en los términos de la ley que se dictare concediéndola, y si no 

se exprelren, se entenderá que la acción penal y las sanciones impuestas se extinguen con 

todos sus efectos, con relación a todos los responsables del delito". 

El artículo 73 fracción XXII de la Carta Magna faculta al Congreso de la -

Unión "para conceder amnistías por delitos cuyo conocimiento pertenezca a los tribunales 

de la federación". 

De lo anterior se desprende que la amnistía es una facultad exclusiva del 

Congreso Federal tratándose de delitos federales, pero puede ser promovida por el Presidente 

de la República, con base en la facultad que para el efecto le confiere el artículo 71 

constitucional para iniciar leyes o decretos. Así ocurrió el 16 de enero de 1994 cuando el 

Presidente Carlos Salinas envió al Congreso la iniciativa de ley de amnistía para todos 

aquellos participantes en el levantamiento armado que en algunos municipios del estado de 

Chiapas se produjo a partir del primero de enero de ese año. 

No obstante que la amnistía es un perdón general decretado por el Congreso 

de la Unión, no puede rebasar los límites de la acción penal y las sanciones impuestas, por-

que no permite condonar u olvidar los daños ocasionados a particulares, quienes conservan 

el derecho de exigir la reparación del daño sufrido, conformé al Código Penal. 

Semejanza Entre Denuncia y Querella 

1. Ambas ponen en conocimiento de la autoridad la comisión de un delito; 

2. Inician en su caso la función investigadora, preparándose el ejercicio 

de la acción penal; 

3. Implican responsabilidades para sus autores en caso de falsearse los 

hechos que se ponen en conocimiento de la autoridad; 
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4. Ambas pueden presentarse por conducto del representante o apoderado 

jurídico. 

Distinciones Entre Querella y Denuncia 

1. Solamente puede querellarse el ofendido y su legítimo representante; en 

cambio, puede presentar denuncia cualquier persona; 

2. la querella se da únicamente para los delitos perseguibles a instancia 

del ofendido, a diferencia de la denuncia que se emplea para delitos que se persiguen de 

oficio. 

3. la querella es un acto de voluntad, potestativo del ofendido o su repre-

sentante, y la denuncia es un acto jurídico obligatorio, impuesto a quien conoce hechos 

delictivos. 

4. En la querella puede presentarse el perdón, en la denuncia no; 

5. la querella puede extinguirse con la muerte del ofendido, la denuncia no. 

6. la presentación de la querella reviste más formalidades que la denuncia, 

como son: la impresión de la huella digital, el domicilio del querellante, así como la 

ratificación por parte de éste. 

Por último manifestamos que los delitos que se persiguen por querella nece-

saria son: privación ilegal de la libertad con fines sexuales, estupro, difamación, calum-

nia, abuso de confianza, fraude, abigeato y robo entre ascendientes y descendientes, entre 

concubinos, cónyuges, suegro y yerno o nuera, padrastro e hijastro, hermanos, adoptante y 

adoptado; lesiones que no pongan en peligro la vida y tarden en sanar menos y más de 15 

días, así como las lesiones culposas de cualquier naturaleza cometidas por el tránsito de 

vehículos, siempre que el conductor no se encontrase en estado de ebriedad o bajo el influ-

jo de estupefacientes, psicotrópicos o de cualquier otra substancia que produzca efectos 

similares; darlo en propiedad ajena, peligro de contagio entre cónyuges o concubinos, y el 

incumplimiento de las obligaciones de asistencia familiar entre cónyuges. 

4. INTERVENCION DEL MINISTERIO PUBLICO 

La intervención del Ministerio Público en la Averiguación Previa tiene su 

fundamento en lo establecido en el artículo 21 constitucional y debe- apegarse a lo precep--

tuado en los artículos 16, 19 y 20 de la Carta Magna, de acuerdo con las recientes reformas 

introducidas por decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 3 de septiembre 
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de 1993. 

Las mencionadas reformas constitucionales inciden directamente en la - - -

intervención del Ministerio Público en la Averiguación Previa, otorgando garantías al - - 

indiciado y limitando la actuación de la autoridad para resguardo de los derechos de orden 

personal que la Constitución Federal consagra para todo individuo y de la seguridad jurí-

dica en todo procedimiento previo a la instrucción penal. 

Reglamentariamente, la actuación del Ministerio Público del fuero canfin en 

la Averiguación Previa, deberá ajustarse a lo que dispone el Capítulo Primero, Sección - -

Segunda, Titulo Segundo del Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal, que 

determina las diligencias de Policía Judicial y la iniciación del procedimiento. El artícu-

lo 262 de este ordenamiento reformado por decreto del 10 de enero de 1994, considera obli-

gatoria la intervención del Ministerio Público en los delitos perseguibles de oficio e im-

procedente cuando no se satisfacen los requisitos de procedibilidad, sobre todo si se trata 

de ilícitos que se persiguen por querella: 

"Los agentes del Ministerio Pablico y sus auxiliares, de acuerdo a las - -

órdenes que reciban de aquóllos, están obligados a proceder de oficio a la averiguación - -

de los delitos del orden común de que tengan noticia. La averiguación previa no prará ini-

ciarse de oficio en los casos siguientes: 

I. Cuando se trate de delitos en los que sólo se puede proceder por quere-

lla necesaria, si no se ha presentado ésta, y 

II. Cuando la ley exija algún requisito previo y óste no se ha llenado"; 

El artículo 113 del (Higo Federal de Procedimientos Penales dispone algo 

similar, por lo que consideramos que no es necesario reproducirlo, sino ajustarnos únicamen-

te al precepto anterior, dado que mencionamos previamente que el análisis jurídico se centra-

rla en la Averiguación Previa del orden común. 

Sin embargo, los artículos 265 y 123 de los códigos de Procedimientos Pena-

les y Federal de Procedimientos Penales que disponen la inmediata actuación del Ministerio 

Público o de la Policía Judicial, tan pronto cano se tenga conocimiento de la probable exis-

tencia de un delito, si se transcriben a continuación: 

"Artículo 265. Al iniciar sus procedimientos, el Ministerio Público o la 

Policía Judicial, se trasladarán inmediatamente al lugar de los hechos, para ciar fe de las 

personas y de las cosas a quienes hubiere afectado el acto delictuoso, y tararán los datos 

de las que lo hayan presenciado, procurando que declaren, si es posible, en el mismo lugar 

de los hechos, y citándolos, en caso contrario, para que dentro del tórmino de veinticuatro 
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horas cc tparezczul a rendir su cle(qaración". 

"Artículo 123. Inuxliatamente que el Ministerio Público nxieral o los 

funcionarios encamados de practicar diligencias de Policía judicial tengan conwimien-

to de la probable existencia de un delito que delta persmuirse de oficio, dictarán tcxlas 

las medidas y providencias necesarias para proporcionar scxjuniclad y auxilio a las s•tetimas; 

impedir que se pienlan, destruyan o alteren las huellas o vestigios del hixilo delictuoso, 

los instrumentos o cosas objeto o efc.x..tos del mimo; saber qué personas fueton testigos; 

evitar que el delito se siga cometiendo, y en general, inlxxlir que se dificulte la averi-

guación, precediendo a la aprehensión de los responsables en los casos de flagrante delito. 

Lo mismo se hará tratándose de cielitos que solamente puedan perseguirse por 

querella, si esta ha sido formulada". 

Es importante mencionar que hasta 1993 y durante los altinos 76 años, la 

actuación del Ministerio Público y de la Policía Judicial del Fuero Ccinún y del Federal 

estaba delimiMda a los delitos de uno y otro tipo, sin que ninguno pudiera invadir la —

esfera jurisdiccional ajena. Pean a partir de la refonal del 10 de enero de 1994, el legis-

lador dispuso una adición de dos 1-‘5trafos al. artículo 10 del C&Ligo Federal de Prtocxlintien-

tos Penales con la que Introdujo una modalidad que termina con la demtmación U-adicional 

de competencias en la persecución e investigación de los delitos. 

Efectivamente, a la competencia que anterionunte estatuía al. referido 

• apartado 10 para conocer de los delitos continuados y de los continuos o punir:mentes, el 

legislador acordó adicionarlo introduciendo una nueva figura jurídica conocida cono "concur-

so de delitos", que penrdle a la Policía Judicial y al. Ministerio Público totorales conocer 

de delitos del orden coman cuando estos tienen "conexidad" con delitos ft:del-ales y faculta 

al Ministerio Público Federal para que lleve el. ejercicio de la ac...ión penal ante otro juez 

distinto al de donde se cometieron los delitos, autorizando a los jueces federales jira 

conocer de la "cone.xidad" y a trasladar, de oficio o a petición de tenue, a un plocesado il 

un centro de reclusión de máxima seguridad, delegando su competencia al juez del lugar en 

que se ubique dicho centro. 

Ahora, el artículo 10 mencionado establece en lo referente a :Iras adicionen; 
II 

DI caso de concurso de delitos,_el Ministerio Público Federal seLt1 comptn-

te_para conocer de los delitos del fuero comfin gLie tengan conc?xidad con delitos feleraies, 

y_los jueces federales tendránt asitninnot conYetencia uara :julgarlos. 

'nublen set-ti coirpetente para conocer de un asunto, un juez de distrito din- 
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tinto al del lugar de comisión del delito, si por razones de seguridad en las prisiones, 

atendiendo a las características del hecho imputado, a las circunstancias personales del 

inculpado y a otras que impidan earanti2ar el desarrollo adecuado del  proceso,  el Minis-

terio Público Federal considera necesario llevar el ejercicio de la acción penal ante otro 

juez. Lo anterior es igualmente aplicable para los casos en cure  por las mismas razones 

la autoridad judicial de oficio o a petición de parte, estime necesario trasladar a un - -

procesado a algún centro de reclusión de máxima seguridad en los que será competente el 

tribunal del lugar en que se ubica dicho centro". 

La adición al apartado 10 anotado da preferencia al delito federal por - -

sobre el del fuero común y, en consecuencia, al Ministerio Público y a los jueces federales, 

por encima del Ministerio Público y los jueces del fuero común, supremacía que ignora el 

interés afectado por el cielito, aún cuando la consunción de éste perjudica a bada la socie-

dad, y contradice la jurisdicción concurrente constitucional que faculta al Ministerio Pú-

blico y jueces del fuero común para conocer de delitos federales. 

En nuestra opinión, la competencia que el artículo 10 citado le otorga al 

Ministerio Público y a los jueces de la Federación para'conocer de delitos del fuero con-in 

que tengan conexidad con los delitos federales, contraría el espíritu de la jurisdicción 

concurrente que el constituyente de 1917 plasmó en la fracción I-a del artículo 104 de la 

Carta Magna, la cual permite a los tribunales del orden común de los estados y del Distri-

to Federal, conocer de las controversias del fuero civil o criminal que se susciten sobre 

el cumplimiento y aplicación de las leyes federales o de los tratados internacionales cele-

brados por el Estado mexicano. 

De acuerdo con la fracción referida, la jurisdicción concurrente únicamente 

es operante si en las controversias de orden civil o criminal que se susciten sobre el - -

cumplimiento de las leyes federales o de los tratados internacionales se afectan intereses 

particulares de los sujetos de la contienda respectiva. Pero sisen aquellas están involu-

radas instituciones o sociedades de interés público federal, DM tribunales del fuero común 

no serán competentes para conocer de las mismas sine los jueces federales. 

Sin embargo, parece que en la adición al referido apartado 10, el legisla-

dor ignoró la jurisdicción concurrente constitucional croando un conflicto de ccnipetenclas 

que se producirá cuando el Ministerio Público Federal pretenda intervenir en una controver-

sia sobre el cumplimiento y aplicación de leyes federales o de los tratados internacionales, 

si determina que existe conexidad de delitos del fuero común con delitos federales. 



91 

El conflicto =potencial podría surgir y aunque no está en duda la - -

supremacía constitucional, resulta innecesario que el legislador provoque, por ignoran-

cia, este problema de jurisdicciones que restan seriedad y respetabilidad al constituyente 

permanente, pues es indiscriminada la jurisdicción que se le concede a los tribumies y 

al Ministerio Público federales pura conocer de los delitos del orden común que tengan -

conexidad con delitos federales, porque no se establece un criterio normativo que regule 

su intervención en estos casos, ni el tipo de delitos que la justifique ni tampoco la 

clase de conexión que debe existir o no entre una y otra clase de ilícitos. Por tanto, la 

hegemonía de aquellos es injustificada. 

Porque sería absurdo que en un asunto de homicidio simple o calificado, el 

Ministerio Público federal pueda inmiscuirse, iniciar la Averiguación Previa y llevar a 

cabo la consignación ante el juez de Distrito del lugar o uno diferente, sin mis fundamen-

to que el de que en el delito se violó la Ley Federal de Armas y Explosivos, competencia de 

las autoridades federales. 

Por tanto, proponemos que el legislador introduzca una reforma o adición 

al articulo 10 referido, que establezca un criterio normativo de la conexidad de delitos 

del fuero común y delitos federales, el cual podría ser el que la jurisdicción concurrente 

constitucional aplica sobre el interés afectado. Es decir, que la conexidad solo exista 

cuando se afecte el interés público y no si se lesionan intereses particulares, con lo que 

se evitará la intervención arbitraria e indiscriminada de los jueces y del Ministerio . - - -

Público federales. 

Asimismo, consideramos que al distinguirse el interés afectado en la conexi--

dad de delitos, se deberá facultar a los jueces de la Federación a rechazar aquellas con--

signaciones en las que el delito solo afecte un interés particular. 

De este modo, las reformas propuestas restituirían la autonomía que se les 

despojó a los jueces y al Ministerio Público de ion estados y del Distrito Federal con la 

modificación al apartado 10 multicitado. 

La disertación nos alejó de la intervención del Ministerio Público en la 

Averiguación Previa, asunto que ahora retormas. 

La función investigadora entraña una labor de auténtica averiguación, de 

búsqueda de las pruebas que acrediten la existencia de los cielitos y la probable responsa-

bilidad de quienes en ellos participan como autores intelectuales, materiales, encubridores 

o cómplices. El Ministerio Público trata de proveerse de las pruebas necesarias para compro-

bar los ilícitos y poder comparecer ante los tribunales para pedir la aplicación de la ley 

al caso concreto. 
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Las diligencias que al Ministerio Público debe seguir para 1.a Averiguación 

Previa están contenidas en el Título segundo, r:0-eeión Primera, capítulo Primero del. Cóligo 

de Procedinierllos 	lacra 	bi!Itrito 	cuyos; artículos; relativos son los co- - 

rre.spondientes a la conprohnción de los elementos del tipo penal, huellas y objetos del 

mimo. 

El Ministerio Público actúa como autoridad en la investigación de los - - -

hechos y es auxiliado en dicha función por el. ofendido, los peritos, los terceros Y, prin-

cipalmente, por la Policía Judicial, la cual ior mandato constitucional se encuentra bajo 

su autoridad y mando inmediato, lo mismo que la.  Policía Preventiva, cuando se trate de la 

averiguación o persecución de los delitos. 

la función de la Policía judicial., tanto del. fuero canún cano del federal, 

es la persecución o investigación de los delitos, conforme lo dispinnn los artículos 21 y 

102 de la Carta Magna, y los apartados 26 del Cócligo de Procedimientos Penales para el 

Distrito Federal y 123 del Cncligo Federal de Procedimientos Penales, pero los reglamentos 

de las leyes orgánicas de las procuradurías General de la República y General de Justicia 

del Distrito Federal determinan las atril)ticiones que se los el!contiondarl y que se piale!) -

pueden resumir en las siguientes: 

I. Investigar los hechos delictuosos o presuntivamente constitutivos de 

delitos, a solicitud o 1.1017 instrucciones del Millisterio 

II. Recabar o buscar las pruebas que tiendan a la comprobación de los ele-

mentos del tipo y las que acrediten la probable respons3abilidad de los indiciados; 

III. Dar cumplimiento a las órdenes de aprehensión, reaprehensión, compare-

cencia, presentación, arresto, cateo, traslado, localización, entrega de citas y las demás 

que, contorne a la ley, unitan el Ministerio Público y los órganos jurisdiccionales; 

3.V. Poner inmediatamente a disposición de la autoridad competente a las -

personas aprehendidas y a las que deban ser presentadas por orden de cunparecencia. 

las anteriores son las funciones esenciales que la ley establece para la 

Policía Judicial., pero pueden tambión practicar sextas las diligencias que a sus agentes se 

les =uniendo. 

Cabe destacar lo que respecto a la función de la Policía judicial disponen 

los artículos 274 del Código de Procedimientos Penales y 20 del Reglamento de la Ley Orgá- 

nica de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, que respcctiwusente repro-

ducimos: 

"Cuando la Policía Judicial tenga conocimiento de la comisión de un delito 

que se persiga de oficio, sólo cuando por las circunstancias del caso, la denuncia no pue- 
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da ser formulada directamente ante el Ministerio Público, levantará un aetz, de la cual 

informará innediatamente al Ministerio Público...". 

"Investigar los hechos delictuosos en los que los agentes del Ministerio 

Público soliciten su intervención, así coma aquellos de que tengan noticia directamente, 

debiendo en este caso hacerlo del conocimiento inmediato del agente del Ministerio Público". 

De lo anterior se desprende que cuando existe imposibilidad del denunciante 

de comparecer ante el Ministerio Público, puede presentarse la denuncia ante cualquier - -

agente de la Policía Judicial, quien estará obligado a recibirla y hacer del con:cimiento 

inmediato de la misma al Ministerio Público. 

Cabe aclarar que la Policía Judicial no presta auxilio en la función preven-

tiva, sino exclusivamente en la fase investigadora que lleva a calan el Ministerio Público 

en la Averiguación Previa. La Suprcua Corte de Justicia de la Nación ha sustentado que las 

atribuciones de esta policía son de mera investigación. 

El Ministerio Público constituye una pieza fundamentzl en el piweso penal 

moderno y, sobre todo, en la fase averiguatoria previa, etapa procedimental de su exclusi- 

vidad, puesto que actúa con el carácter de autoridad, tiene a su cargo la Policía Judicial, 

y se encarga de practicar todas aquellas diligencias que le permitan llegar al esclareci- -

miento de la comisión de un hecho presumiblemente delictivo, así cono la probable responsa-

bilidad del o los inculpados; en suma, comprobar el tipo penal. 

Por tanto, sin la intervención del referido representante de la sociedad, 

no existiría la etapa procedimental conocida cano Averiguación Previa que es una etapa 

preprocesal en la que el Ministerio Público realiza FY317 sí. o por conducto de la Policía — 

Judicial, una serie de diligencias como son; interrogar tanto al ofendido COMO al probable 

responsable y a los testigos; pedir la intervención de peritos, si el caso lo requiere; 

practicar inspección ocular sobre personas, lugares u objetos que tengan relación con la 

emisión del delito; investigar, analizar y agregar a su investigación el informe de poli-

cía si lo hubiere; determinar las circunstancias de lugar, tiempo y forma en que se conci-

bió y ejecutó el delito, así como la probable responsabilidad de quien o quienes hubieren 

participado en su comisión. lb fin, realiza un sinnumero de actividades tendentes a duros-

tsar si realmente se cometió el delito. 

Dentro de la función que estamos analizando, el Ministerio Público puede 

llegar en la integración de la Averiguación Previa, a alguna de las determinaciones siguien-

tes: 1. consignación con o sin detenido; 2. no ejercicio de la acción penal; 3. reserva de 

actuaciones, y 4. archivo. 
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la:: 	a 	„, ;,, 	16, Is v .n) de la (.'arta Maana y a los 
apartados 268 bis y 556 del e¿Mlue de Pro::•(\limientos Penales 'vira el Dist.r.i.to l'extoral. que 

caentamos, la Averiguación Previa fue m..xlificada sxistancialment o, debido a que :;e le. - -
introdujeron dos modalidades fundanentales que detenninan su int (mración: un plazo inlx.ino 
de 48 horas para retener a tui indiciado, que so am d a a 98 horas en  los casos  de  delin-

cuencia organizada, y la incori.oración de la libertad provisional. con y sin eauc1611. 
plazo y de 1a liDertad picvV.1.1.31011:1 el1.11110 	1-)1 	yk I , 	7,t.n 	- - 

ahora la integración de la Averiguación Previa quo deba llevar a cal\) el Ministerio 11111-

co en la lx.,rsa..-ución de los delitos y en el ejercicio do la acción penal. ln el primero 
de los casos,si fuere necesario un lielm() mayor, el Ministerio PtIblico deb:n.á poner en -

libertad al detenido, sin perjuicio de que la indagatoria continfic. lb el segundo, una vez 

decretada la li.b.n.-tad provisiolial bajo (..atv:!i611, la a Ve ri (111aC 	)reSe9k 	tambinn. 1.11 

ambos supuestos, la indagación no estará totalmente conpleta, de niAlo que su integración 
será diferente. 

lht elcunent() adicional. que el legislador incorporó con las reforman a los 

preceptos arriba anotados fue la prwisión de los factores esenciales quo c 1. Ministerio 

Público deberá acreditar en la Averiguación Previa: a) los elementos del Idin penal. do 

hecho determinado que la ley señale C0110 delito, sancionado (.cinik10 menos con pella privativa 
de libertad, y b) la probable res¡xxisabilidad del indiciado. 

lb acuerdo a lo anterior, los partimatros de la actuación del Ministerio 
Pábilo° en la integración de la Averiguación Previa 5011: el plazo, la 1.11)(nlad canoional, 
los elementos del tipo y la probable responsabilidad, que del)rá justificar para poder - -

efectuar el ejercicio de la acción penal y la t)onsionacirm de un fivij ;ido anee  rrl ()Man() 

jUriSdiCei ona , 	cuales seria alnrdados mis adelante. 
Lb eual(pier manera, prexylderonos a describir on tórminos (11.niera.bm la — 

actividad que el. Ministerio Publico debe realizar para intoirar 050 elaila 1. 9:(bdimenta1 

las diligencias .'.levadas a calo por el. Ministerio Publico se baeen constar 
en el acta de Policía judicial extendidas en paibl oficio, en la que so insertarán lugar 
y hora en que se inicie la averiguación, el. nombre y dalos generales del denunciante o — 

querellante quienes podrán formular su denuncia o querella verbalmente o por escrito, en 

las que se describan los hechos supueiitainento delictivos, sin ca.1.1.ficarl os j1,111(1 j Cal I i.1! • 
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El Ministerio Público tiene la obligación legal de advertir al denuncian-

te o querellante sobre las penas en que incurren los que declaran falsamente ante las - -

autoridades y, en el caso de testigos o peritos, debe de tomar protesta de conducirse con 

verdad, previniéndoles de igual forma que la ley sanciona severamente el falso testimonio. 

"Eh el caso de que la denuncia o la querella se presenten verbalmente, se 

hará constar en el acta que levantará el funcionario que la reciba, recabando la firma o 

luella digital del denunciante o querellante. Cuando se haga por escrito, delv.rá contener 

la finna o huella digital del que la presenta y su danicilio", establece el artículo 276 

del Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal. 

El acta de Policía Judicial tmnbión contendrá: el parte de la policía, - -

cuando lo hubiere, y, las pruebas que suministren las personas que rindan el parte o las 

que hagan la denuncia o querella, ase cano las que se recojan en el lugar de los hechos, 

ya sea que se refieran a la existencia del delito, ya a la responsabilidad de sus autores, 

cómplices o encubridores. 

El maestro Colín Sánchez advierte atinadamente que el acta de Policía Judi-

cial "no debe ser una simple relación escrita de hechos recogidos en la oficina investigado-

ra de delitos que obedezca a una rutina para el simple cumplimiento de una fórmula obliga-

da legalmente; sino por el contrario, el producto de una labor dinámica y técnico legal en 

torno a los hechos y al probable autor de los hechos". (71) 

La actuación del Ministerio Público debe ser, en todos los casos, escrupu-

losa. Pero el artículo 281 del Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal 

previene que "las diligencias que se practiquen deberán ser breves y concisas, evitándose 

vicios y narraciones superfluas que alarguen los procedimientos". 

El artículo 15 del Código Federal de Procedimientos Penales por reforma - -

del 10 de enero de 1994 precisa que "las actuaciones so pararán practicar a toda hora y aún 

en los días inhábiles, sin necesidad de previa habilitación...". 

Eh la intervención del Ministerio Público abordamos lo que disponen los 

artículos 265 y 123 de los códigos de Procedimientos Penales para el Distrito Federal y 

Federal de Procedimientos Penales para iniciar el procedimiento de Averiguación Previa. 

Sin embargo, consideramos pertinente reproducir lo que señala el apartado 124 del segundo 

de los ordenamientos mencionados, respecto a lo que debe hacer esa autoridad en esta etapa: 

"... se procederá a levantar el acta correspondiente que contendrá: hora, 

fecha y modo en que se tenga conocimiento de los hechos; el nombre y el carácter de la - -

persona que dio noticia de ellos, y su declaración, así COM la de los testigos cuyos - - 

(71) COLIN SZECUEZ, Guillermo. Op. cit. pág. 256. 
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dichos sean más importantes y la del inculpado, si se encontrase presente, incluyendo 

el grupo étnico indigena al que pertenece, en su caso; la descripción de lo que haya 

sido objeto de inspección ocular; los nombres y domicilio de los testigos que no se 

hayan podido examinar; el resultado de la observación de las particularidades que se 

hayan tomado para la investigación de los hechos, así como los demás datos y circunstan-

cias que se estime necesario". 

También se transcribe el apartado 98 del primero de los códigos anotados 

anteriormente: 

"La Policía Judicial procederá a recoger en los primeros momentos de su 

investigación: las armas, instrumentos u objetos de cualquier clase, que pudieren tener 

relación con el delito y se hallaren en el lugar en que éste se cometió, en sus inmediacio-

nes, en poder del reo o en otra parte conocida, expresando cuidadosamente el lugar, tiempo 

y ocasión en que se encontraron, y haciendo una descripción minuciosa de las circunstancias 

y de su hallazgo. De todos estos objetos entregará recibo a la persona en cuyo poder se 

encuentren, la que asentará su conformidad o inconformidad. El duplicado se agregará al 

acta que se levante". 

En el Título Segundo, Sección Primera, Capitulo I del Código de Procedimien—

tos Penales para el Distrito Federal se enumeran las diligencias de Policía Judicial e - -

instrucción que tiene encomendadas realizar el Ministerio Público. Son obligatorias las 

diligencias señaladas en la ley para la comprobación de toda clase de delitos o para algu-

nos en particular. Son discrecionales las que, sin estar expresamente señaladas en la ley, 

son necesarias para la comprobación de los elementos del tipo. 

En el acta de Policía Judicial se doró  fe también de lesiones que presente 

el inculpado, el ofendido o terceras personas involucradas en los hechos; de las huellas 

de violencia en las personas y objetos, y de todos aquellos elementos que la naturaleza 

de la investigación amerita de acuerdo al criterio del Ministerio Público. 

Tratándose de la fe de lesiones es importante destacar que no es suficiente 

el parte médico que el facultativo o médico forense extiendan, sino que éste debe ser rati-

ficado por el Ministerio Público otorgando su fe, por tratarse de un elemento importantísimo 

para integrar la Averiguación Previa. 

En los casos de homicidio en los que la autoridad investigadora no tiene 

la certeza de la existencia de un delito, el artículo 130 del Código Federal de Procedimien-

tos Penales decreta que "el Ministerio Público expedirá las órdenes para la autopsia e inhu-

mación del cadáver y el levantamiento de las actas de defunción respectivas, cuando apare-

ciere que la muerte fue posiblemente originada por algún delito y las diligencias de Poli- 
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cía Judicial no estuvieren en estado de consignarse, desde luego, a los tribunales". 

En la Averiguación Previa el Ministerio Público dara fe también de los 

documentos relacionados, describiéndolos detalladamente y se agregarán al acta de Poli-

cía Judicial, lo mismo que las informaciones que se revieran de otras autoridades. 

La intervención de los peritos es determinante cuando se requiere de cono-

cimiento especializado en la investigación de los hechos presuntamente delictivos, en cuyo 

caso su dictamen se agregará también al acta. 

El Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal, en su artí-

culo 284, reformado por decreto del 10 de enero de 1994, dispone que "el Ministerio Públi-

co o sus auxiliares asentarán en el acta que levanten, tndas las observaciones que puedan 

recoger acerca de las nrdalidades empleadas al cometer el delito". 

Igualmente manda que "los mismos servidores asentarán también en dicha - -

acta todas las observaciones que acerca del carácter del 2robable resupsable hubieren - -

recogido, ya sea en el momento de cometer el delito, ya durante la detención, o bien duran-

te la práctica de las diligencias en que hubieren intervenido, incluyendo el grupo étnico 

indígena al que pertenecen, en su caso", conforme lo establece el articulo 285 del mencio-

nado ordenamiento, reformado también el 10 de enero de 1994. 

Cabe destacar el espíritu protector que hacia los grupos indígenas existen-

tes en el país -56 etnias en 23 estados- plabiuó el legislador en los procedimientos de 

Averiguación Previa, tanto a nivel federal como local, cuando en el apartado 285 referido 

y en el 124 del Código Federal de Procedimientos Penales, obliga al Ministerio Público y 

a la Policía Judicial a consignar el grupo étnico indígena al que pudiera pertenecer el 

inculpado. 

En la Averiguación Previa, el Ministerio Público debe acatar también el 

mandamiento legal establecido en el articulo 285 bis del Código de Procedimientos Penales 

para el Distrito Federal, consistente en ncvibrar traductor, desde el primer día de la de-

tención del indiciado, cuando éste no hable o no entienda el castellano, para asistirlo en 

todos los actos procedimentales sucesivos en los que debe intervenir el inculpado y en la 

correcta comunicación que haya de tener con su defensor. 

Finalmente queremos consignar que en la Averiguación Previa el Ministerio 

Público deberá cumplir con el apartado 127 del Código Federal de Procedimientos Penales, 

cuando cite para declarar "a las personas que por cualquier concepto participen" en los 

hechos delictuosos o "aparezcan tengan datos sobre los mismos". 

El mencionado artículo dispone que aquellas personas dphnrán estar asisti-

das por un abogado nombrado por ellas, tal como lo establece la fracción IX del apartado 
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20 constitucional, tratándose de los mismos indiciados. 

Antes de concluir, cabo mencionar la adición que por decreto del 10 de 

enero de 1994 se hizo de la fracción VII del articulo lo. del Código Federal de Procedi-

mientos Penales, relativo a los procedimientos que uonzende ese apartado, especialmente 

en la Averiguación Previa. 

La susodicha adición ordena que el Ministerio Público deberá suplir la 

ausencia o deficiencia de razonamientos y fundamentos que conduzcan a proteger los dere-

chos que legítimamente puedan corresponderles a los menores e incapaces, cuando se vean 

relacionados en hechos delictuosos, sea como autores o partícipes, testigos, víctimas u 

ofendidos, o con cualquier otro carácter. 

Igualmente, por reforma al ('Migo de Procedimientos Penales para el Distrito 

Federal del 10 de enero de 1994, en el articulo 9o. último párrafo, se instituye un "siste-

ma de auxilio a la víctima del delito" que dependerá de la Procuraduría General de Justicia 

del Distrito Federal, con el propósito de proporcionarle: asesoría jurídica, que se le sa-

tisfaga la reparación del daño, se le permita coadyuvar con el Ministerio Público, que se 

le preste atención médica de urgencia cuando lo requiera y los demás auxilios que señalen 

las leyes. 

El legislador menciona que esa ayuda debe prestarse en "todo proceso penal" 

con lo que se ajusta a lo que al respecto dispone el último párrafo del artículo 20 consti-

tucional, que ya transcribimos, casi idénticamente.Pero el hecho de que ese sistema dependa 

de la mencionada procuraduría, se presume que se proporcionará, inclusive, durante la Ave-

riguación Previa. 

Para terminar consignaremos que el acta de Policía Judicial o lo que son 

las diligencias practicadas por el Ministerio Público y por la Policía Judicial, son de 

gran importancia procesal, pues el articulo 286 del codigo citado les otorga "valor probato-

rio pleno siempre que se ajusten a las reglas relativas de este Código". 

Esta determinación es importante porque si el Ministerio Público y la Poli-

cía Judicial realizan las diligencias de Averiguación Previa sólo con base en su criterio 

y no en las normas precedimentales establecidas, el defensor o el indiciado pueden impugnar 

la consignación y hechar por tierra la indagatoria, debido a las irregularidades que se 

hayan presentado en perjuicio de éste último. 

Al respecto, el maestro Colín Sánchez aclara que el "valor probatorio" que 
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la ley le concede al Ministerio Público no quiere decir que dicho funcionario tenga fe 

pública, porque ésta es una facultad que la ley atribuye a otros funcionarios roan los 

notarios, registradores de propiedad y secretarios judiciales, quienes dan calidad de 

certeza al contenido de ciertos documentos y certifican o autentican otros. (72) 

Para concluir diremos que el objetivo principal de las diligencias de 

Averiguación Previa es, en primer término, acreditar los elementos que integran el tipo 

penal y la probable responsabilidad del indiciado, COMO lo establece el segundo párrafo 

del artículo 16 y el primer párrafo del articulo 19 de la Constitución Federal. 

a) La Averiguación Previa con Detenido 

"La detención y la prisión -dice Luis Peeasóns Siches- constituyen una de 

las más graves restricciones a la libertad, porque privan a quien es víctima de estas medi-

das de hacer o no hacer muchas de las cosas que caen bajo el ámbito de su albedrío y que 

son lícitas según el Derecho... Sucede, empero, que la prisión constituye una sanción - - -

penal, precisamente la más habitual, consecuencia de la mayor parte de delitos, que ha - -

venido a sustituir otras sanciones más crueles... y, por tanto, esta sanción es correcta-

mente considerada como una forma punitiva de carácter civilizado y plenamente admisible... 

Por tanto, es necesario armonizar en debida y justa forma la seguridad en 

la libertad personal, por una parte, y las legítimas exigencias de la administración de 

justicia penal, por otra parte". (73) 

El equilibrio entre la seguridad en la libertad y las exigencias en la 

administración de justicia,estriba fundamentalmente en que nadie pueda ser detenido ni - -

encarcelado, ni desterrado, sino en virtud de lo que la ley determine y que las facultades 

de las autoridades en materia de persecución de los delitos se limiten a respetar el Esta-

do de Derecho y se prevenga la comisión de cualquier abuso que lesione la garantía de liber-

tad que protege a todo hombre. 

Siendo la libertad del timbre principio universal, recogido 'de la Declara-

ción Francesa que postulé que "los hembras nacen libres y tienen derecho de conservar su 

libertad", nuestra Constitución Política de 1917 consagró diversas garantías relativas a 

la libertad, contenidas en los artículos 2o., 5o., 14o., 1Go., 17o., 180., 190., 200. X 

y 107 XVIII (derogada esta última fracción por decreto del 3 de septiembre de 1993). 

Los artículos 20. y 5o. contienen disposiciones generales en tanto que los 

(72) COLIN SANCHEZ, Guillermo. Op. cit. pág. 259. 
(73) HDCASENS SICHES, Luis. Filosofía del Derecho.fflit. Porrúa, México 1970. Pág. 572. 
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demás son más específicos sobre la libertad corporal. 

1 la Averiguación Previa son aplicables el 160., 19o. y 200., en coordi-

nación con el 21o. porque garantizan los derechos que tiene todo indiciado desde el momen-

to en que se le detiene y las facultades y limitaciones del Ministerio Público y la Poli--

cía Judicial en su función de perseguir los delitos y ejercitar la acción penal. 

En el pasado reciente, la detención fue objeto de innunerables críticas y 

análisis:de autores y tratadistas que en general se oponían a que se realizara porque no 

estaba reglamentada la Averiguación Previa y se sanetía al indiciado a una prolongada priva-

ción de la libertad al margen de la ley, debido a que no existía un plazo dentro del cual 

el Ministerio Público debía consignarlo ante los tribunales, o, en su defecto, dejarlo en 

libertad. 

Fueron diversos los criterios doctrinales en torno a la materia, algunos 

de los cuales reproducimos ya caro antecedentes históricos del Derecho Penal mexicano: 

"La detención preventiva ha sido siempre el talón de Aquiles del Procedi-

miento Penal. En el pasado y en el presente ha dado lugar a críticas extrnnadamente vio-

lentas e implacables, al grado tal que ya desde el siglo anterior llegó a considerarse — 

como una plaga e incluso como la lepra del proceso penal", decía Jesús Rodríguez y Rodrí-

guez. (74) 

No existe fundamento legal en que se apoye el Ministerio Público para la 

privación de la libertad del indiciado en el periodo de la averiguación previa; esto es, 

lo único que existe es la facultad de detener a una persona en flagrante delito, pero - - 

despuás de ser detenido, no hay un tórmino señalado por la ley para que se determine su 

situación jurídica, pues no existe como ya dijimos, ningún fundamento para privarlo de su 

libertad. Con ello no queremos decir aue no sea necesaria tal privación de libertad, lo 
aue señalamos es aue no hav fundamento ni en la Constitución ni en las leves renlamenta-

ries rara ello; es nues, urgente nue se legisle al respecto. para evitar aue se violen las 

garantías individuales v se comentan atropellos...". clamaba el maestro Hernández Silva. (75) 

La.démanda de que se reglamentara la Averiguación Previa y, sobre todo, el 

tiempo que debía durar ésta y el que el Ministerio Público podía mantener detenido al - -

indiciado era general, fundada principalmente en que de acuerdo a la Constitución Federal 

nadie podía ser privado de su libertad sino en los casos previstos en la misma, la cual 

(74) RODRIGUEZ Y RODRIGUEZ, Jesús. La Detención Preventiva y los Derechos Humanos en el 
Derecho Comparado. México UNAN 1981, pág. 36. 

(75) HERNANDEZ SILVA, Pedro. La Uniformidad del Enjuiciamiento Penal en Txico. Revista de 
la Facultad de Derecho de la UNAM, Tuno XXIX, Núm. 113, UNAN, pp. 398_399. 
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disponía en sus artículos 14o. y 16o. que la pérdida de litm-tad sólo mdTa producirse 

mediante juicio seguido ante y por orden de la autoridad judicial. 

Conforme al anterior argumento y en paridad jurídica, toda detención - -

ordenada por el Ministerio Público, fuera de las situaciones de flagrancia y urgencia 

contemplados en la Carta Magna, resultaba inconstitucional y, por ende, ilegítima. 

Ahora con las reformas y adiciones a la Constitución Federal y a los - -

códigos de procedimientos a que henos hecho referencia en el desarrollo de este trabajo, 

la detención de un indiciado en la Averiguación Previa deberá ajustarse a lo que estable-

cen los artículos 16 párrafos 2o., 3o., 4o. y So. de la Carta Magna y 266 y 269 del Códi- 

go de Procedimentos Penales para el Distrito Federal, en los que se contemplan cuatro 	-

formas de capturar a un delincuente: a) que sea mediante orden de aprehensión; b) que sea 

en flagrante delito; c) que sea en caso urgente, y d) que el inculpado se presente volunta-

riamente. 

Procederemos a analizar cada una de las cuatro detenciones que la Constitu-

ción contempla, antes de examinar el procedimiento que el Ministerio Público debe seguir 

para dar inicio a la Averiguación Previa, una vez que el indiciado ha sido puesto a su 

disposición o se ha presentado voluntariamente. 

a)  Detención_pororden deqprehensión. El 2o y 3o. párrafos del articulo 

16 constitucional reformado, regulan la orden de aprehensión. Apegándose a lo que disponen 

éstos, la solicitud que gire el Ministerio Público deberá reunir los elementos que exige: 

que exista denuncia, acusación o querella; que ésta corresponda a un hecho determinado que 

la ley señale como delito, sancionado cuando menos con pena privativa de libertad; que 

existan datos que acrediten los elementos que integran el tipo penal y que justifique la 

probable responsabilidad del indiciado. 

Si el Ministerio Público no los acredita, la detención de cualquier ciuda-

dano será entonces inconstitucional. Por tanto, la autoridad debe incorporar a su demanda 

de actuación de los órganos jurisdiccionales los requisitos que previenen los citados - - -

párrafos constitucionales, ajustándose a la reglamentación establecida al respecto en el 

Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal. 

Los procedimientos que deben seguir tanto el Ministerio Público para que 

el juez libre orden de aprehensión como la autoridad ejecutora de la misma, están contem-

plados por el ordenamiento antes mencionado en sus artículos 132, 134, 272 y 36, siendo = -

éste último uno de los más criticados, a favor y en contra, por el plazo que otorga para 

aportar pruebas, después de que el juez negó la orden de aprehensión o de presentación o 
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dictado el auto de libertad por falta de elementos para procesar. 

Los apartados 134 y 272 ya fueron tratados en el marco jurídico-constitu-

cional de la Averiguación Previa, por lo que nos limitaremos al último: 

"Articulo 36. Cuando se haya negado la orden de aprehensión o de compare-

cencia, o dictado el auto de libertad por falta de elementos para procesar, si no se apor-

tan por el ofendido o por el Ministerio Público pruebas dentro de los sesenta días a partir 

del siguiente en que se les haya notificado estas resoluciones, o su desahogo, o no son 

suficientes para librar las órdenes referidas, se sobreseerá la causa". 

De acuerdo con las disposiciones anteriores, se contemplan dos situaciones 

respecto a una orden de aprehensión: la solicitud y la ejecución de la misma. En la prime-

ra, la única autoridad que puede requerirla es el Ministerio Público si su pedimento reune 

los requisitos que previene el articulo 16 constitucional, En la segunda, cualquier auto-

ridad y no sólo la Policia Judicial, puede ejecutarla. 

Tanto en la solicitud como en la ejecución se establecen garantías importan-

tes para el indiciado que la autoridad solicitante o ejecutora deben de respetar, destacan-

do la prerrogativa de que la consignación al juez respectivo o al que la libró, debe hacer-

se sin dilación alguna, so pena de que la ley penal lo sancione como lo previene el aparta-

do 272, o de que las declaraciones que haya emitido el detenido no tengan validez en el - -

proceso, como lo advierte el artículo 134 segundo párrafo. 

En el apartado 36 destacan criticas negativas y positivas que abordaremos 

al tratar la Averiguación Previa sin detenido. 

b) Detencién_por _______ flagrante, Está prevista en el cuarto párrafo del 

articulo 16 constitucional y reglamentado por el apartado 267 del Código de Procedimientos 

Penales para el Distrito Federal que ya comentamos en el marco jurídico-constitucional de 

la Averiguación Previa. 

De acuerdo con el precepto constitucional, cualquier persona está autoriza-

da para detener al indiciado en delito flagrante, si éste es sorprendido en las cuatro - -

hipótesis que describe el articulo 267. 

clDetención en caso urqgnte. Está contemplada por el quinto párrafo del 

articulo 16 constitucional y regulado por el articulo 268 del Código de Procedimientos 

Penales para el Distrito Federal. 

El caso urgente que prevé el referido artículo 268 fue tratado cuando - -

abordamos el marco jurídico-constitucional de la Averiguación Previa, en donde considera- 

• 
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mos que no tiene razón de existir y que, en consecuencia, dply,  ser derogado. Empero, un 

análisis de este precepto procesal nos indica que, no obstante nuestra posición, el legis-

lador hizo una verdadera reglamentación de la actuación del Ministerio Público en la noto-

ria urgencia, porque impone límites de forma y fondo para ordenar a la Policía Judicial 

una detención imperiosa, pues deberá fundar y motivar por escrito su mandamiento, acreditan-

do que se trata de delito grave, que existe riesgo fundado de que el indiciado pueda sus- -

traerse de la acción de la justicia y que por razones de lugar, hora u otras circunstancias, 

no puede ocurrir ante la autoridad judicial. 

Aunque el apartado 268 no precisa si se deben de reunir los tres supuestos 

que justifican la detención en caso urgente o solamente alguno de ellos, el Ministerio - -

Público deberá demostrar cuándo una detención es urgente, porque de lo contrario será - - - 

ilegal,justificada la negativa de los agentes de la Policía Judicial a cunplirla, y en - -

caso de que la orden lo fuera y el indiciado consignado, el juez deberá ponerlo en libertad 

inmediata por violación a la garantía constitucional prevista en el quinto párrafo del 

artículo 16, además de que la autoridad incurriría en responsabilidad. 

Respecto de las detenciones por delito flagrante o por urgencia aue definen 

los artículos 167 y 168, en el 266 reformado se faculta al Ministerio Público y a la Poli-

cía Judicial para detener al responsable en ambos casos. 

"Artículo 266. El Ministerio Público y la Policía Judicial a su mando están 

obligados a detener al responsable, sin esperar a tener orden judicial, en delito flagrante 

o en caso urgente". 

d) Detención_por presentación voluntaria. La presentación voluntaria del 

indiciado ante el Ministerio Público o la Policía Judicial está contemplada por el articulo 

269 del Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal, reformado, lo que puede 

ocurrir ya sea por decisión propia, por presiones de orden moral o familiar, o por cuales-

quiera otra razón. 

La Averiguación Previa se inicia cuando el indiciado se presenta por deci-

sión propia ante el Ministerio Público, quien deberá integrarla en el plazo constitucional -

de 48 horas en los casos de delito flagrante y en los urgentes, término que podrá duplicar-

se si se trata de delincuencia organizada, según lo determina el artículo 268 bis del Códi-

go que cementamos. 

"Artículo 268 bis. Eh los casos de delito flagrante y en los urgentes, 
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ningún indiciado podrá ser retenido por el Ministerio Público  por más de 48 horas, plazo  

en el que deberá ordenar su libertad o  ponerlo a disposición de la autoridad iudicial. - -

Este plazo mira duplicarse en los casos de delincuencia organizada, sue serán amenos 

en los aue tres o más personas se organizan bajo reglas de disciplina y jerarquía para 

cometer de modo violento o'reiterado o con fines predominantemente lucrativos alguno de 

los delitos...".  

Aqui hace referencia a los delitos graves que ya mencionamos anteriormente, 

pero concluye con dos párrafos más: 

"Si para integrar la averiguación  previa fuese necesario mayor tiempo del 

señalado en el  párrafo anterior, el detenido será puesto en libertad sin perjuicio de que 

la indagación continúe sin detenido. 

El juez que reciba la consignación con detenido procederá de inmediato a 

determinar si la detención fue apegada a la Constitución Política de los Estados Unidos  

Mexicanos o no; en el primer caso ratificará la detención y en el segundo decretará la - -

libertad con las reservas de ley". 

De la lectura del anterior articulo podría interpretarse que se consagran 

dos tipos de Averiguación Previa distintos; una para los casos de delito flagrante o urgen- 

te y otra para los de delincuencia organizada, pero no es así. La Averiguación Previa es 

una, independientemente de los plazos que se fijen para su integración, puesto que el párra-

fo segundo del mismo apartado advierte que si fuere necesario más tienpo para integrar la 

averiguación, ésta continuará. 

Es decir, que el Ministerio Público tiene el deber constitucional de libe-

rar al indiciado si en los plazos que se le fijan no logra determinar o acreditar los ele-

mentos del tipo penal y la probable responsabilidad que le exige el segundo párrafo del 

articulo 16 de la Carta Magna. 

Asimismo, el articulo 268 bis condiciona la delincuencia organizada a que 

participen tres o más personas, reunidas bajo reglas de disciplina y jerarquía, para come-

ter de modo violento o reiterado o con fines predominantemente lucrativos alguno de los 

delitos que ese precepto enumera, que son los mismos que el apartado 268 califica cara gra-

ves. De ahí que la delincuencia organizada esté relacionada con la comisión de delitos gra-

ves. 

Al comenzar la Averiguación Previa, el Ministerio Público deberá seguir 

"de inmediato", el procedimiento que establecen los artículos 269, 271 párrafo primero, 

257 segundo párrafo y 134 bis tercero y cuarto párrafo, del Código de Procedimientos Pena-

les para el Distrito Federal, reformados, de los cuales únicamente reproducirnos parte 
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del 269 y del 271, ya que los otros han sido transcritos anteriormente. 

"Artículo 269. CUando el inculpado fuere detenido o se presentare volunta- 

riamente ante el Ministerio Público, se procederá de inmediato en la siguiente forma: 

I. Se hará constar hora, fecha y lugar de la detención así como en su caso 

el nombre y cargo de quien la haya ordenado y ejecutado. Cuando la detención se hubiese 

practicado por una autoridad diversa al Ministerio Público, se asentará o se agregará, en 

su caso, información circunstanciada suscrita por quien la haya realizado o recibido al 

detenido. 

II. Se le hará saber de la imputación que exista en su contra y el nombre 

del denunciante, acusador o querellante. 

III... 

Para los efectos de los incisos b), c) y d) se le permitirá al indiciado 

comunicarse con las personas que solicite, utilizando el teléfono o cualquier otro malo 

de que se disponga, o personalmente si se hallaren presentes, y 

N. CUando el indiciado fuere indígena o extranjero que no hable o no 

entienda suficientionente el castellano, se le designará un traductor que le hará saber 

los derechos a que se refiere este articulo. Si se tratare de un extranjero, la detención 

se comunicara de inmediato a la representacián diplomática o consular que corresponda. 

De la información al indiciado sobre los derechos antes mencionados, se 
dejará constancia en el acta de averiguación previa. 

En todo caso se mantendrán separados a los hombres y a las mujeres en los 
lugares de detención". 

"Artículo 271. (primer párrafo) El Ministerio Público que conozca de un 

hecho delictuoso, hará que tanto el ofendido como el probable responsable sean examinados 

inmediatamente por los médicos legistas, lora  que éstos dictaminen, con carácter provisio-

nal, acerca de su estado psicofisiolágico". 

De conformidad con los artículos arriba mencionados, entre las garantías 

que el legislador introdujo a la Carta Magna con la reforma del 3 de septiembre de 1993, 

una de las más trascendentales es la que ordena que el Ministerio Público del-orá determi-

nar de oficio, una vez cumplidos los requisitos de procelibilidad, si el delito que se le 

imputa al indiciado merece o no pena privativa de libertad o alternativa, conforme lo - -

establece el segundo párrafo del articulo 267. Así que la primera resolución que adoptará 

el Ministerio Público durante la Averiguación Previa será ésta. 
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Para definir si el delito merece pena privativa o no de liber-

tad o una alternativa, el Ministerio Público deberá hacer una evaluación sumaria 

de los hechos, cargos, pruebas e indicios que incriminen al indiciado, para poder 

snher si se acreditan los elementos del tipo penal. Es decir, precisar qué delito 

es el que se le atribuye al inculpado y la pena que le corresponde. 

Si el delito no merece pena privativa de libertad corleen el 

caso del artículo 173 del Código Penal para el Distrito Federal, o una alternativa 

como en lo que dispone el articulo 176 del mismo ordenamiento, el Ministerio Pú-

blico procederá a asignarle al indiciado las jornadas de trabajo en favor de la 

comunidad o los días de multa establecidos y luego pondrá en libertad al inculpa-

do. 

Cuando el delito merece pena privativa de la libertad, el Minis-

terio Público deberá determinar si el beneficio de la libertad provisional es 

aplicable al caso concreto o no, de conformidad con el tipo de delito de que se 

trate. 

La libertad provisional en la averiguación previa. Con las re-

formas a la fracción I del artículo 20 de la Carta Magna y a los apartados 133 bis, 

268, 269, 271 y 556 del Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal, 

la tradicional integración de la Averiguación Previa fue modificada sustancialmen-_-

te con la introducción en esta etapa procedimental de la libertad provisional que 

antes se concedía únicamente en cualquier momento del procedimiento penal y aún 

después de hah'rse pronunciado sentencia por el Tribunal de Apelación, cuando era 

solicitado amparo directo. 

Antes de las reformas supradichas, la libertad provisional era 

solamente concedida bajo caución, siempre que el máximo del término medio aritmé-

tico de la sanción corporal correspondiente al delito imputado no excediera de 

cinco años de prisión, y en caso de acumulación se atendía al máximo de la pena 

del delito más grave. Ahora este criterio procesal ha cambiado porque de conformi-

dad con lo que establecen las reformas arriba aludidas, la libertad provisional 

ya no será concedida exclusivamente por el juez ni durante el proceso, sino que 

también mara otorgarla el Ministerio Público y en la Averiguación Previa.,con la 

diferencia de que la libertad provisional puede ser sin caución o con ella, depen-

diendo del término medio aritmético de la pena y del tipo de delito. 

La innovación introducida por el legislador con las modificacio-

nes a la Constitución y al CMigo de Procedimientos no sólo se limitó tan sólo a 
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extender el beneficio de la libertad provisional desde la Averiguación Previa y hasta el 

proceso inclusive, sino que además determinó que ésta pedia ser concedida por el Ministe-

rio Público con caución o sin ella, estableciendo tres tipos diferentes que anteriormente 

no se contemplaban en la ley penal: a) libertad provisional sin caución equiparable a la 

potestatoria; b) libertad provisional sin caución equiparable al arraigo domiciliario, y 

c) libertad provisional bajo caución. 

¿Cuando es procedente conceder el beneficio de la libertad pro-

visional? Cano el Código de Procedimientos contempla tres tipos, es necesario establecer 

lo que distingue principalmente a la que se otorga con caución y la que se concede sin ella. 

En la libertad provisional sin caución, el Ministerio Público 

debe otorgarla de oficio aún cuando el indiciado no la solicite, conforme lo manda el arti-

culo 133 bis. Eh la libertad provisional bajo caución, el Ministerio Público estará obliga-

do a concederla solamente cuando el indiciado la solicite, tan luego de que úste fue infor- 

mado de que tiene derecho a ella, como lo dispone el inciso g) de la fracción III del aparta-
do 269. 

Tdhortad provisional sin caución. Está canprendida en el 133 

bis que en su último párrafo contiene una contradicción, porque señala que no podrá ser 

otorgada cuando se trato de delitos graves, los cuales tienen una penalidad mucho mayor 

a la que establece para que este tipo de libertad proceda, según lo previene: 

ZArticulo 133 bis. Se concederá al inculpado la libertad sin  

_caución alguna por el Ministerio Público, o por el juez, cuando el tórmino medio ariUngz 

tico de la pena de prisión no exceda de tres años, siempre que: 

I. No exista riesgo fundado de que pueda sustraerse a la acción 

de la justicia, 

II. Tenga dnnicilio fijo en el Distrito Federal o en la zona 

conurbada con antelación no menor de un año, 

III. Tenga trabajo licito, y 

TV. Que el inculpado no haya sido condenado por delito inten- 
cional. 

La presente disposición no será aplicable cuando se trate de  

delitos graves señalados en este Código". 
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De acuerdo con el artículo 133 bis, si el delito que se le imputa al 

indiciado tiene una pena cuyo término medio aritmético no excede de tres años de prisión 

y satisface los requisitos de seguridad que el mismo establece para que se conceda la 

lihprtad provisional sin caución, el Ministerio Público deberá otorgarla en la Averigua-

ción Previa sin más trámites que los previstos en los artículos 271 tercer párrafo y 567, 

reformados, del cfidigo de Procedimientos Penales para el Distrito Federal, conforme a les 

cuales la autoridad debe prevenir al inculpado de presentarse cuantas veces sea requerido 

por el Ministerio Público o el juez y comunicar a los mismos los cambios de domicilio que 

tuviere. 

"Artículo 271 (tercer párrafo) Cuando el Ministerio Público decrete esa 

libertad (provisional con y sin caución) al probable responsable, lo prevendrá para que 

comparezca ante el mismo para la práctica de diligencias de averiguación, en su caso, y 

concluida ésta ante el juez a quien se consigne la averiguación, quien ordenará su presen-

tación y si no comparece ordenará su aprehensión, previa solicitud del Ministerio Público 

mandando hacer efectiva la garantía otorgada". 

"Artículo 567. Al notificarse al indiciado el auto que le concede la liber-

tad caucional, se le hará saber que contrae las siguientes obligaciones: presentarse ante 

el Ministerio Público o el juez cuantas veces sea citado o requerido para ello, comunicar 

a los mismos los cambios de domicilio que tuviere y presentarse ante el Ministerio Público, 

juzgado o tribunal que conozca de su causa el día que se le señale de cada semana. En la 

notificación se hará constar que se hicieron saber al indiciado las anteriores obligaciones, 

pero la omisión de este requisito no libra al indiciado de ellas ni de sus consecuencias. 

En los casos a que se refiere el artículo 133 bis, el juez, al notificar 

el auto de sujeción a proceso le hará saber que ha contraído las dos primeras obligaciones 

señaladas en el primer párrafo de este mismo artículo". 

Resulta obvio que el procedimiento que los anteriores artículos determinan 

para la libertad provisional en general, debe observarse tanto para la que ha sido otorga-

da con caución o sin ella, ya sea en la Averiguación Previa o en el proceso penal, porque 

obliga al indiciado a cumplir con lo que dispone el artículo 567, aún cuando se haya omiti-

do su notificación, pues la omisión de ese requisito D libra al indiciado de ellas ni de 

sus consecuencias. 

Cah destacar que los artículos 271 y 272 del Código de Procedimientos - -

Penales para el Distrito Federal, reformados, contemplan una libertad, provisional más en 

la Averiguación Previa que analizaremos en "el arraigo en la Averiguación Previa". 



109 

IshPrtad provisional balo  caución. Antes de las reformas, el procedimiento 

penal establecía que durante la Averiguación Previa se podía otorgar la libertad provisio-

nal bajo caución solamente por delitos de imprudencia ocacionados con motivo del tránsito 

de vehículos, siempre que el inculpado no ahnndonara a quien hubiese resultado lesionado 

y garantizara suficientemente ante el Ministerio Público el no sustraersea la noción de la 

justicia, y, en su caso, el pago de la reparación del daño. 

Si se cumplía con estos dos últimos requisitos procedía la lihortad provi-

sional bajo caución, pero se prevenía al indiciado de que debla comparecer ante el Ministe-

rio Público para la práctica de diligencias de averiguación, en su caso, y, concluida ésta, 

ante el juez a quien se consignara la causa. 

El anterior procedimiento fue modificado con las reformas al artículo 271 

que en la Averiguación Previa sustituyeron la libertad provisional bajo caución por el - -

arraigo domiciliario, tratándose de los mismos delitos ocasionados con motivo del tránsito 

de vehículos, beneficio éste que trataremos más adelante. 

En la actual legislación reformada, la libertad provisional bajo caución 

sigue siendo "el derecho otorgado por la Constitución Política de los Estados Unidos - - -

Mexicanos a todo sujeto objeto de un procedimiento, para que, previa satisfacción de cier-

tos requisitos especificados por la ley, pueda obtener el goce de su libertad...". (76) - -

Sólo que ese derecho ya no dependerá del término medio aritmético de cinco años que ante-

riormente se establecía, sino de que el delito que se le impute al inculpado no sea de los 

que contempla el artículo 268 al que henos hecho referencia con anterioridad. 

De acuerdo con el apartado 556, reformado, el beneficio de la lihprtad - -

provisional bajo caución es general para todo indiciado, sin importar el monto de la pena 

de prisión que merezca el delito atribuible, sien 	re que éste no sea de los calificados - -

coso graves por la ley, porque entonces no procederá otorgarlo ni durante la Averiguación 

Previa ni en el proceso penal que se le instruya. 

Tal vez la complejidad de las relaciones sociales, el incremento de la - -

criminalidad causado por la explosión demográfica y la necesidad de impedir que esta dete-

riorara más aún la convivencia pacifica, obligó al legislador a diferenciar entre aquellos 

delitos que lesionaran menos y los que afectaban de manera importante los valores fundamenta-

les de la sociedad, por lo que dispuso calificar a estos últimos como graves y negar el - -

beneficio de la libertad bajo caución a sus autores. 

Así lo establece el mencionado apartado 268 que ya hemos comentado. 

(76) COLIN SANCHEZ, Guillermo. op. cit. pág. 531. 
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Ya referíamos que el inciso g) de la fracción III del artículo 269 

ordena que durante la Averiguación Previa se le conceda al indiciado la libertad 

provisional bajo caución, inmediatamente que lo solicite. El apartado 556 ratifica 

ese derecho constitucional, pero lo condiciona a que previamente se satisfagan las 

garantías correspondientes a la reparación del darlo, a las sanciones pecuniarias 

que en su caso puedan imponérsele y a las que se deriven a su cargo en razón del 

proceso. 

Eh este 556 se previene que si se trata de los delitos graves previs-

tos en el párrafo último del articulo 268, la libertad caucional no se concederá. 

"Artículo 556. ledo inculpado tendrá derecho durante la averiguación 

previa y en el proceso judicial, a ser puesto en libertad provisional bajo caución, 

inmediatamente que lo solicite, si se reúnen los siguientes requisitos:  

I. Que garantice eI monto estimado de la reparación del daño;  

Tratándose de delitos que afecten la vida o la integridad corporal, 

el monto de la reparación no podrá ser menor del que resulte aplicándose las disposi-

ciones relativas de la Ley Federal del Trabajo.  

II Que garantice el monto estimado de las sanciones pecuniarias que en 

su caso puedan imoonársele;  

III. Que otorgue caución rara el cumplimiento de las obligaciones que 

en términos de ley se deriven a su careo en razón del proceso; y  

IV. (me no se trate de delitos que por su aravedad están previstos en  

el párrafo último del articulo 268 de este código". 

Para dar cumplimiento a lo que ordenan los preceptos 269 v 556, el 

segundo párrafo del artículo 271 dispone lo siguiente: 

"El Procurador determinará mediante disposiciones de carácter general 

el monto de la caución aplicable para gozar de la libertad provisional en la Averigua- 

ción Previa". 

El monto de la caución que por "disposiciones de carácter general" dicte 

el Procurador, deberá garantizar suficientemente las obligaciones que menciona el artí- 

culo 556. 

No obstante lo anterior, el inculpado tiene la posibilidad de elegir la 

naturaleza de la caución -dóposito, hipoteca, prenda y fianza personal bastante-, según 

lo permite el artículo 561 del propio código: 

"Articulo 561. La naturaleza de la caución auedará a elección del inculpa- 

do, quien al solicitar la libertad manifestará la forma que elice, para los efectos de, 

la fracción V del articulo anterior. En el caso de que el inculpado, su representante o 
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su defensor no hagan la manifestación mencionada, el Ministerio Público, el luez o el 

tribunal, de acuerdo con el artículo ene antecede,  fijará las cantidades que correspondan 

a cada una de las formas de la caución". 

La libertad provisional sin caución, equiparable al arraigo daiciliario, 

sera abordado cuando tratemos éste último más delante. 

Revocación de la libertad privisional con v sin caución. La libertad provi-

sional con caución y sin ella que se decreta en la Averiguación Previa, puede ser revocada 

por el Ministerio Público cuando el indiciado no cumple con las obligaciones que le impane 

ese beneficio. 

De acuerdo con los artículos 271 párrafos tercero y cuarto, 567 y 569, - -

reformados, del CAllgo que se comenta, la libertad provisional con y sin caución se revoca 

cuando el inculpado desobedeciere sin causa justificada las órdenes que dictare el Ministe-

rio Público y la propia ley o el juez, constistentes en que se presente cuantas veces sea 

requerido para la práctica de diligencias de averiguación e informe de los cambios de domi-

cilio que tuviere. 

Tanto en la libertad provisional sin caución como con caución, el inculpado 

dPhP comparecer a los citatorios del Ministerio Público e informar de los cambios de domi-

cilio que registrare momo lo previene el 567. Si en ambos casos se desoLedeciere a las - -

obligaciones mencionadas sin justa causa, la revocación se impondrá mandándose reaprehender 

al inculpado. En la segunda se harán efectivas a favor de la víctima o del ofendido la - -

garantía relativa a la reparación del daño y las que versaren sobre sanciones pecuniarias 

y para el cumplimiento de las obligaciones derivadas del proceso, se harán efectivas a favor 

del Estado. 

"Artículo 271... 

Cuando el Ministerio Público decrete esa libertad al  probable responsable 

lo prevendrá para que comparezca ante el misrro para la práctica de diligencias  de averigua-

ción, en su caso y concluida ésta ante el juez a callen se consigne la averiguación)  quien 

ordenará su presentación y si no comparece ordenará su aprehensión, previa solicitud del 

Ministerio Público mandando hacer efectiva la garanCia otorgada. 

El Ministerio Público Eedrá hacer efectiva la aarantla si el probable res-

ponsable desobedeciere, sin causa justificada, las órdenes que dicatare". 

"Artículo 569, En caz) de reveeleiln de la libertad cauciona). wuryladArA 

reaprehender al procesado y1  salvo la causa prevista en la fracción 1v del artículo 568 
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de este Código, se hará efectiva a favor de la víctima o del ofendido por el delito la 

garantía relativa a la reparación del daño; las que versen sobre las sanciones pecunia-

rias y para el cumplimiento de las obligaciones. derivadas del proceso, se harán efectivas 

a favor del Estado".  

(abr,  destacar que el apartado 574 bis del mismo ordenamiento, estatuye - -

que lo previsto en el capitulo relativo a la libertad provisional bajo caución "será 

aplicable en lo conducente a la libertad bajo caución que otorgue el Ministerio Público 

en la Averiguación Previa". 

b) El Arraigo en la Averiguación Previa 

El arraigo es originalmente una institución del procedimiento civil de 

carácter precautorio o de excepción, que tiene por objeto el que una persona no abandone 

la residencia habitual donde la autoridad -juez o tribunal- ejerce su jurisdicción, por 

existir un interés legal para que se presente ante ésta, cada vez que le sea requerido. 

Rafael de Pina define el arraigo en juicio como el "acto procesal de natu-

raleza precautoria que procede, a petición de parte, cuando hubiere el temor de que se 

ausente u oculte la persona que vaya a ser demandada o lo haya sido ya, la cual, en virtud 

del arraigo, no m17-á ausentarse del lugar del juicio sin dejar representante legitimo 

suficientemente instruido y expensado para responder de las resultas del procedimiento - -

judicial de que se trate". (77) 

El arraigo tiene su origen en el Derecho Romano como fianza impuesta al 

&mandado, que después de Justiniano fue sustituida por la obligación de prestar caución 

juratoria. El Fuero Juzgo, las Leyes de Partida y las de Tóro mantuvieron el sistema de la 

fianza. 

En el procedimiento penal la figura del arraigo se introdujo en España en 

1931, pero desde un año antes en Italia, el Código Mussoliniano contemplaba ya varios casos 

en los que el sentenciado podía obtener la dispensa de ser recluido en prisión a cambio de 

que "purgara" la pena en su propia casa, cuando se trataba de mujer encinta o que lactara 

a la prole, de persona en condiciones de salud grave o bien por "razones" de hecho, morales 

o sociales. 

La libertad provisional bajo caución que el Código de Procedimientos Penales 

para el Distrito Federal instituyó en la Averiguación Previa por delitos de imprudencia, 

facultaba al Ministerio Público para prevenir al presunto responsable a que compareciera 

ante él mismo para la práctica de diligencias de averiguación, lo que se interpretaba cano 

(77) DE PINA, Rafael. Cp. cit. pág. 96. 
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una forma de arraigo sin que lo fuera, porque si desobedecía sin causa justificada a los 

citatorios, se hacía efectiva la garantía y se ordenaha su aprehensión. 

Entre 1917 y 1978, el Procurador General de Justicia del Distrito Federal 

dictó tres acuerdos por los que durante la Averiguación Previa, el inculpado de un delito 

imprudencial con penalidad inferior a los cinco años, podía quedar arraigado en su domicilio 

siempre y cuando no existiera el temor de que se fugara, prometiera presentarse cuando se 

le citara y pagara y garantizara, mediante convenio, que repararía el daño civil causado. 

Se estableció además como causa de improcedencia, el abandono del lesionado o que los hecos 

se hubiesen consumado en estado de ebriedad o bajo el influjo de estupefacientes. 

Fue hasta 1981 cuando por reforma al artículo 271 del Código de Procedi-

mientos Penales para el Distrito Federal que se instituyó formalmente el arraigo en la Ave-

riguación Previa, como facultad discrecional del Ministerio Público, quien podía solicitar-

la al juez al decretar la libertad provisional bajo caución del inculpado por delito no 

intencional o culposo, beneficio que se concedía si éste no abandonaba al lesionado y giran• 

tizaba mediante caución suficiente que no se sustraería a la acción de la justicia y el 

pago de la repación de los daños y perjuicios que pudieran serle exigidos. 

El arraigo también lo contemplaba el 271 en la Averiguación Previa cuando 

al inculpado se le concedía la libertad provisional sin caución porque se le imputaba un 

delito que merecía pena alternativa o no privativa de libertad; el Ministerio Público - - 

pndTa solicitarla al juez si consideraba que era necesario. 

En el apartado 271 no se establecían las causas por las que el Ministerio 

Público podía requerir el arraigo al decretar la libertad con o sin caución, pero de acuer-

do con lo que dispone el articulo 301 del mismo ordenamiento, esa facultad estaba únicamen-

te en que supusiera que existían elementos para creer que el imputado podía sustraerse a 

la acción de la justicia, pero no en presunciones legales. Tampoco determinaba el plazo 

que debía durar el arraigo, por lo que podía interpretarse que éste podía prolongarse todo 

el tiempo que durara la averiguación, que entonces no tenía como ahora un término. 

Antes de las reformas del 10 de enero de 1994 que introdujeron en el enun-

ciado 271 el arraigo domiciliario durante la Averiguación Previa, ya el apartado 133 bis 

del Código Federal de Procedimientos Penales lo consideraba en esa etapa procedimental como 

una facultad del Ministerio Público que podía ejercer si lo estimaba necesario. Puede soli-

citarlo al juez basado en las características del hecho imputado y en las circunstancias 

personales del indiciado, que son presunciones legales y no meras suposiciones como las 

que previene el mencionado artículo 301. 
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El arraigo en la Averiguación Previa que contempla a partir de su párrafo 

sexto el apartado 271 reformado, concede al indiciado la prerrogativa de quedar arraigado 

en su domicilio, con la autorización de trasladarse a su lugar de trabajo mientras aquel 

tenga vigencia, cuando se trate de delitos que sean competencia de los juzgados de paz o 

cuya pena máxima no exceda de cinco años de prisión, de conformidad con el segundo párrafo 

del artículo 272 del ordenamiento que se trata, también modificado, el cual postula que 

ningún acusado por delitos culposos cuya pena no rebase los cinco años, quedará internado 

en los lugares de prisión prventiva, es decir, no será privado de su libertad. 

A diferencia del texto anterior del enunciado 271 que no especifirabA un 

plazo para el arraigo, la reforma precisa que este "no podrá prolongarse por más de tres 

días" y que transcurridos "el arraigado podrá desplazarse libremente", pero "sin perjuicio 

de que el Ministerio Público, si así procediese, consigne la averiguación y solicite la 

orden (de comparecencia o aprehensión) mencionada". 

Respecto a esto último, el Ministerio Público puede revocar el arraigo y 

consignar la Averiguación Previa, solicitando al juez competente la orden de aprehensión 

o de cotcarecencia en contra del indiciado, según corresponda, si éste o la persona compro-

metida a presentarlo desobedecen sin justa causa las órdenes de la autoridad. 

La reforma al 271 en cuestión incurre no solamente en la misma deficiencia 

de la redacción anterior al no mencionar las causas por las que el Ministerio Público puede 

recurrir al arraigo, sino que lo autoriza a imponerlo sin necesidad de solicitarlo al juez 

como tradicionalmente se instituyó en la judicatura civil y criminal, lo que deja al crite-

rio de la autoridad decretar o no esa medida, sin fundarla ni motivarla ni tampoco tener 

que informar a nadie sobre su subsistencia o levantamiento. 

Para que el Ministerio Público pueda decretar el arraigo se deben cumplir 

los requisitos que enumera el 271 a partir de su sexto párrafo, consistentes básicamente 

en que el presunto responsable no hubiese abandonado al lesionado, ni participado en el -

delito por tránsito de vehículos, en estado de ebriedad o bajo el influjo de estupefacientes 

o substancias psicotrópicas, y que comparezca cuando sea requerido; que convenga con el 

ofendido la reparación de los daños y que alguna persona distinta se comprometa a presentar-

lo cuando así se resuelva. 

A continuación reproducimos los párrafos respectivos de los apartados 271 

y 272 relacionados con el arraigo: 

"Artículo 271... 

En las averiguaciones previas por delitos que sean de la ca_pnetencia de los 

iuzaados de paz en materia penal o siendo de los iuzqados penales cuya pena máxima no exce- 



115 

da de cinco años de prisión, el probable responsable no será privado de su libertad en 

los lugares ordinarios de detención y mira quedar arraigado en su domicilio, con la -  

facultad de trasladarse al lugar de su trabajo, si concurren las circunstancias siguientes: 

I. Proteste presentarse ante el Ministerio Público que tramite la averigua-

ción, cuando éste lo disponga;  

II. No existan datos de aue pretenda sustraerse a la acción de la justicia; 

III. Realice convenio con el ofendido o sus causahabientes, ante el Minis-

terio Público, de la forma en que reparará el daño causado; en su caso, cuando no se con- -

venga sobre el monto, el Ministerio Público con base en una estimación de los dalos causa-

dos, en la inspección ministerial que practique, en las versiones de los sujetos relaciona-

dos con los hechos y en los demás elementos de prueba de que disponga, determinará dicho 

monto; 

IV. Que tratándose de delitos por imprudeAcia ocasionados con motivo del 

tránsito de vehículos, el presunto responsable no hubiese abandonado al lesionado ni partí, 

cióado en los hechos en estado de ebriedad o balo el influio de estupefacientes o sustan-

cias psicotrópicas. 

V. Que alguna persona, a criterio del agente investigador del Ministerio  

Público, fundado en los datos que recabe al respecto, se compraneta bajo protesta, a pre-

sentar al probable responsable cuando así se resuelva; 

VI. En caso de aue el indiciado o la persona a que se refiere la fracción 

anterior desobedecieren sin fusta causa las órdenes que dicte el Ministerio Público, se 

revocará el arraigo v la averiguación previa será consignada en su caso, solicitando al  

juez competente la orden de aprehensión o de comparecencia en su contra, según corresponda, 

y 

VII. El arraigo no podrá prolongarse por más de tres días, trascurridos 

estos el arraigado podrá desplazarse libremente sin perjuicio de que el Ministerio Público, 

si así procediese, consigne la averiguación y solicite la orden mencionada". 

El citado apartado 271 no contempla otras causales de revocación del arrai-

go como m'irían ser el que el probable responsable no informara al Ministerio Público de 

los cambios de domicilio o trabajo, realizara un viaje no permitido que representara una 

amenaza de sustraerse a la acción de la justicia o no cuMpliera whalmente con el convenio 

de reparación del daño. Desde luego que si estos supuestos se dieran, el Ministerio Públi-

co se vería obligado a dictar las medidas de apremio conducentes y, en todo caso, decretar 

la revocación del arraigo domiciliario, a pesar de que la ley no lo contemplara. De lo 

contrario se atentaría contra la seguridad y certeza jurídicas en la procuración de justi-

cia y se lesionarían los derechos de terceros. 
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"Articulo 272... 

Tratándose de delitos culposos, cuya pena de prisión no exceda de cinco 

años, el acusado será puesto a dizposición del juez directamente sin quedar internado en 

los lugares de prisión preventiva para que pueda solicitar su libertad provisional". 

c) La Averiguación Previa Sin Detenido 

Cuando el Ministerio Público ha realizado todas las diligencias necesarias 

e integrado la Averiguación Previa sin habor logrado la detención del o de los prr'hchles 

indiciadoS, la consignación se tare sin detenido acompañada del pedimento de orden de - -

aprehensión si el delito es de los considerados por la ley como graves o está relacionado 

con delincuencia organizada; si el delito es de los que se sancionan con pena no corporal 

o alternativa, la consignación se realiza únicamente con el requerimiento de la orden de 

comparecencia. 

Las órdenes de aprehensión o de comparecencia de los probables responsables 

son la representación material del ejercicio de la acción penal que realiza el Ministerio 

Público como culminación de la Avs-riguación Previa, constituyendo aquellas una situación 

jurídica distinta tendente a lograr la presencia del indiciado en el proceso instaurado en 

su contra. 

En este capítulo cabe insistir lo que en el marco jurídico-constitucional 

de la Averiguación Previa apuntares respecto a que el Ministerio Público carece de un pla--

zo para integrar la indagación sin detenido, pues la ley no especifica el tiempo que debe 

utilizar la autoridad para completar las diligencias y consignar ante el órgano jurisdic-

cional que corresponda. 

Al introducir las reformas del 10 de enero de 1994, el legislador olvidó 

esta circunstancia y no reglamentC la Averiguación Previa sin detenido, por lo que la - -

ausencia de legislación sobre la rateria podría interpretarse como que el Ministerio Públi-

co puede disponer de todo el tiempo que estime conveniente para integrarla, sin que tenga 

un limite que ponga fin a su actividad investigadora. 

Se considera necesario diferenciar en la ley procedimental penal cuando la 

Averiguación Previa se integra con o sin detenido. En el primer caso, los plazos que esti-

?ulan el párrafo séptimo del articulo 16 constitucional y el apartado 268 bis del Código de 

Procedimientos Penales para el Distrito Federal son acertados porque tienen como propósito 

asegurar las garantías de libertad y seguridad jurídicas que todo individuo tiene consagra-

das en la Carta Magna para no ser detenido arbitrariamente, sino por mandamiento escrito 
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de autoridad competente, ni retardar su comparecencia ante un juez cuando hay una causa 

penal en su contra. 

Está previsto por el antepenúltimo párrafo del referido artículo 268 bis 

que si para integrar la Averiguación Previa el Ministerio Público requiere de un plazo 

mayor al de 48 6 96 horas, según sea el caso, pondrá en libertad al detenido sin perjuicio 

de que la indagación continúe. ¿Pero hasta cuándo podrá seguir con sus averiguaciones? Es 

lo que el legislador no previó. 

Podría interpretarse que el límite lo dispone el apartado 36 del mismo - 

Código, que concede al Ministerio Pa lico y al ofendido un plazo de 60 días para continuar 

aportando pruebas en la indagación, después que el juez ha negado las 8rdenes de compare-

cencia o aprehensión o dictado el auto de libertad por falta de elementos pera procesar. Si 

en ese periodo, que comienza a partir del día siguiente en que se les haya notificado las 

resoluciones, el Ministerio Público y el ofendido no aportan más pruebas o no son suficien-

tes para liberar las órdenes referidas, la causa se sobreseerá. Es decir, que la interven-

ción del respresentante social se dará por terminada y el sobreseimiento tendrá efectos de 
sentencia absolutoria, sin que puedan justificarse por ningún motivo más investigaciones 

en el caso o molestias a quien se acusé infundadamente. 

El abogado o litigante poco acuciosos rolarían estar conformes con lo que 

ordena el citado apartado 36, pero otros más diligentes e inquietos no lo aceptarían. 

En principio porque los dos meses de plazo son sólo aplicables cuando el 

Ministerio Público integré ya la Averiguación Previa y la consignó al órgano jurisdiccional 

acompañada de la solicitud de orden de comparecencia o de aprehensión. El supuesto legal 

para que empiece a correr ese término es que el juez niegue las órdenes referidas, más no 

rige para los casos en que la indagación se está apenas integrando sin detenido o es indis-

pensable más tiempo que el legal para completarla. 

Por tanto, se puede concluir que el Código de la materia no contempla los 

plazos para integrar la Averiguación Previa en estos dos últimos supuestos. 

No obstante, los 60 días antedichos miran ser estimados cano seguridad 

jurídica favorable al acusado, pero no es así porque no existe fundamento para prolongar 

por tanto tiempo la actuación del Ministerio Público sin que se fomente la incertidumbre 

y la inseguridad jurídicas en la vida de los ciudadanos, ya que quien una vez fue imputado 

y perseguido sin base legal, está expuesto a sufrir lo que el maestro Colín Sánchez califi-

ca de "errorres" que nunca acaban. 
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Di última instancia estimamos que cuando el juez niojoe las Órdenes de 

aprehensión o canparecencia, se conceda al Ministerio Pública y al ofendido un rtx:urso 

de apelación en sentido devolutivo, Cano lo contempla el artículo 304 del. C&iigo refe-

rido para combatir el auto de libertad por falta de ele nentos pira procesar. va fallo 

que se dictara en la apelación pondría término, en Última instancia, a la intervención 

del Ministerio Público. 

"Estos constantes requiebros de nuestra ley y de la jurisprudencia, no 

dejan de causar innumerables nolestias, y, sobre todo, incertidumbre para aquél a quien 

se ha hacho objeto de todos estos actos y famas. Primaro se dice que si hay elementos 

para continuar el proceso; después, 'que sinlpre no', y, en consecuencia habrá que decre-

tar la libertad; pero, si pasteriornrente volvieran a existir nuevas bases, habrá que - 

los trámites, y así sucesivamente. Tal parece que si el Ministerio Público se 

equivoca, habrá necesidad de permitirle que se reivindique; y si vuelve a incurrir en 

error, tampoco isparta. A final de cuentas, no es la institución la que está 'bajo la - -

espada de Damfcles', sino aquél a quien se estima probable autor del delito". (78) 

Es ilustrativo el calentarlo de Colín Sánchez al abordar la libertad por 

desvanecimiento de datos, pero también revelador de las inconsecuencias de la ley y la 

jurisprudencia, al permitir que inconstitucionalmente se extralimite la función del Minis-

terio Público permitiéndole que pueda detener cuantas voces quiera a una persona acusada 

falsamente una primara vez, sin que ésta tenga recurso alguno para defender su vida privada, 

familiar laboral o =lel, mimas que resultan afectadas par la sospecha y la persecución. 

La crítica a la disposición contenida en el artículo 36 es general., tanto 

para los casos en que el juez niega las órdenes de aprehensión o comparalencia cano cuando 

dicta el auto de libertad por falta de elementos para procesar, por cuanto faculta al - -

Ministerio Público a proseguir la investigación durante un plazo emeeradamente largo. 

Independientenente de que exista o no un plazo para integrar la Averigua- - 

ci6n Previa sin detenido, el Código de Procalimientos Penales para el Distrito Federal. - -

emprende dos procedimientos distintos para cuando el Ministerio Público realiza la con- - 

signación sin detenido: uno tratándose de delitos cuya pena de prisión no excede de cinco 

años y otro si se refiere a delitos graves o delincuencia organizada, ambos regulados par 

los artículos 133 y 286 bis reformados. 

------ 

(78) COLIN SANCIIEZ, Guillermo. G. cit. pág. 548. 
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Para una y otra consignaciones, estos apartados exigen al Ministerio 

Público que siempre estén acreditados los elementos del tipa panal y la probable res-

ponsabilidad del inculpado, como requisitos de procedibilidad para que el juez de la 

causa esté facultado para librar las órdenes de aprehensión, reaprehensión o cenpare-

cencia, según sea el caso. 

Para ambas se establece tanbién un plazo para que el juez resuelva o 

niegue las órdenes dimentadas, que es variable dependiendo de los delitos que no den 

lugar a aprehensión o de delitos graves o delincuencia organizada. Para les primeros, el 

juez tiene un término de cinco días contados a partir de la fecha en que se haya acordado 

la radicación. Para los segundos, el órgano jurisdiccional resolverá dentro de las 24 

horas siguientes al oedimnto de la orden. 

Es inpartante destacar que en las consignaciones sin detenido, el aparta-

do 286 bis determina que en los casos de delitos graves o delincuencia organizada, el juez 

deberá radicar inmediatamente el asunto, en tanto que en los delitos que no merezcan pena 

de prisión mayor de cinco años, la radicación deberá dictarse dentro del plazo de los 3 

días contados a partir del en que se haya hecho la consignación. 

Si en ambos casos el juzgador no resuelve dentro de los plazos legales 

mencionados, el mismo 286 bis establece el recurso de queja que el Ministerio Público 

puede interponer ante la correspondiente Sala Penal del Tribunal Superior de Justicia, 

para que funde y motive su negativa o se le conpala a que realice la radicación. 

Es evidente que los tiempos fijados para las órdenes cano para la radica-

ción están íntimamente ligados, porque si la autoridad judicial no resuelve ésta oportuna-

mente, aquellas tampoco podrán emitirse. 

El articulo 113 se refiere específicamente a los casos en que el Ministerio 

Público realiza la consignación sin detenido por delitos que no merecen pena de prisión 

preventiva para el inculpado y el pedimento se limita estrictamente a la orden de campare-

cencia. 

"Articulo 113. En los casos a que se refiere el tercer párrafo del articulo 
271 de este código y en tatos aquellos en que el delito no dé lugar a aprehensión, a pedimen-

to del Ministerio Público se librará la orden de comparecencia en contra del inculpado - -

para que rinda su declaración preparatoria, siempre que estén acreditados los elfmnntos del 

tipo y la probable responsabilidad del inculpado. 
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La orden de comparecencia y la de aprehensión se entregarán al Ministerio 

PúbLico". 

Como se mencionó anteriormente, el apartado 286 bis codifica la consigna-

ción sin detenido por delito grave o delincuencia organizada y el recurso de queja que el 

Ministerio Público puede enderezar contra el juez cuando no radica el asunto o no libra 

las órdenes solicitadas dentro de los plazos fijados por la ley. 

"Artículo 286 bis... 

Si durante el plazo de tres días, contados a partir del en que se haya -

hecho la consignación sin detenido,  el juez no dicta auto de radicación en el asunto, el 

Ministerio Público Podrá recurrir en cueja ante la Sala Penal del Tribunal Superior que  

corresponda. 

El juez ordenara o negará la aprehensión, reaprehensión o  cenparecencia 

solicitada dentro de los cinco días contados a partir de la fecha en que se haya acordado 

la radicación.  

Tratándose de consicmación sin detenido por delito grave o delincuencia 

organizada, inmediatamnte del  o radicarse el asunto, y dentro de los veinticuatro horas 

siguientes la autoridad resolverá sobre el pedimento de la orden de eprehensión. Si el 

juez no resuelve oportunamente sobre estos puntos, el Ministerio Público  Eyeedera en los 

tarminos previstos en el párrafo anterior".  

6 EL EJERCICIO DE 1A ACCION PENAL 

Cuando el Ministerio Público ha realizado todas las diligencias e integra-

do la Averiguación Previa, estera en aptitud de dictar la "determinación" de consignación 

siempre que están satisfechos los requisitos de los artículos 16 constitucional y 122, - -

reformado, del Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal, consistentes en 

acreditar los elementos del tipo penal y la probable responsabilidad del inculpado. 

Antes de llegar a esa "determinación", el Ministerio Público dolerá obser-

var lo que dispone el antepenúltimo párrafo del mismo apartado 122, en cuanto a que "para 

resolver sobre la probable responsabilidad del inculpado, la autoridad deberá constatar si 

no existe acreditada en favor de aguó' alguna causa de licitud y que obren datos suficien- -

tes para acreditar la probable responsabilidad". 

Ce acuerdo con el artículo 15 del Código Penal para el Distrito Federal, 

existen diez causas de licitud o de exclusión del delito que pueden favorecer a un indicia-

do y que el Ministerio Público está obligado a constatar su ausencia para poder acreditar 



121 

la probable responsabilidad que exigen los mencionados artículos .16 y .122. 

Para cauprobar esta y los elmentos del tipo I.Nnal., el apartado .124 del 

mismo ordenamiento otorga al Ministerio Público "la acción mós amplia 'xara emplear los 

medios de prueba que estime conducentes, saján su criterio, aunque no sean de los que — 

defina y detalla la ley, siempre que esos medios no estén reprobados par ésta". Do confor-

midad con esto, en la Averiguación Previa so pueden reunir pruebas ncminadas e innoainadas, 

quedando éstas últimas al prudente arbitrio de la autoridad, "siempre que se ajustcul a las 

reglas relativas de este Código", según reza el artículo 286 que otorga valor pmlvtt.orio 

pleno a las diligencias practicadas por el Ministerio Pablico. 

"Artículo 124. Para la comprobación cielos elotentos del tipo y la pre10- - 

ble o plena responsabilidad del inculpado, en su caso, el. Ministerio Público y el 

gozarán de la acción más amplia para emplear los medios de prueba  que estimen condlicvntes 

según su cirterio, aunque no sean de los me define y detalla la ley, siempre  que esos — 

medios no estén reprobados por ésta". 

Artículo 286. las diligencias practicadas por el Ministerio Público y por 

la Policía Judicial tendrán valor probatorio pleno siempre que se ajusten a Jan reglas do 

este código". 

El última párrafo del artículo 122 retomado confino .lo giu.) disponen los 

anteriores apartados; "Los elementos del tipo penal de que so  trate  y la probable responsa- 

bilidad se acreditarán por cualsuier medio probatoriosue señale la ley". 	acuenlo con 

estos tres artículos, el Ministerio Público no tiene límite probatorio en la AVerigllaCil511 

Previa mós que la ley misma. 

Antes de analizar el citado apartado 122 que estatuye los eleventos base 

del ejercicio de la acción penal y el 286 bis reformado que faculta al Ministerio Público 

a llevarla a cabo, repasaremos las opiniones planteadas en torno al problenn de determinar 

si la autoridad investigadora debe acreditar plenamente el. tipo penal y la probable renpon-

sabilidad del inculpado o si sólo debe: tener pruebas soniplenas o indicios de probabilidad 

de los minaras para ejercitar la acción penal y consignar. 

"El Ministerio Público doto acreditar los extremen que Je condueirén en no 

momento, al ejercicio de la acción penal ante los tribunales; así, la ave:donación previa 

contemplará la comprobación del cueivo del delito y la probable renpennabilidad que en'-- -

este hubiese tenido el inculpado", arguyen García Pamixez y Mato de Ibarra. (79) 

Machorro Narváez expresa que si la consignación al. juez es para que 	— 

(79) GARCIA RAMIPEZ, Sergio y ADATO DE IPARPA, Victriria. Prontuario del Prrceno Penal 
tiocicano. G3. Porrúa 1982. Pág. 7. 
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practique la instrucción , o sea la averiguación plena sobre la existencia del delito y 

la responsabilidad del indiciado, esa consignación no puede fundarse en un conocimiento 

cierto de lo que aún no se averigua. 

"Para consignar un caso al juez de instrucción, no se necesita la convic-

ción plena del Ministerio Público sobre el delito, su autor y las circunstancias concu- - 

rzentes, porque esto es lo que va a resultar de la instrucción y es un sofisma de peti- - 

ción de principio pretender que, para pedir al juez que averigüe, se requiera que ya se 

haya averiguado; basta para consignar la OPINIO DELICTI; es decir, la denuncia, acusación 
o querella de un hecho determinado que la rey castigue y el apoyo de algún testimonio o 

de otros datos que hagan probable la responsabilidad del acusado, según el mecanismo del 

articulo 16 para la orden de aprehensión". (80) 

La opinión de Machorro es coincidente con lo que establece el articulo 

124 del Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal (reformado) el cual 

hace mención a que la responsabilidad del inculpado puede ser probable o plena, sin exigir 

una total certeza del Ministerio Público sobre la autoria o participación del inculpado en 

el hecho que la ley penal sanciona como delito. Pero no se puede sostener lo mismo en cuan-

to a acreditar los elementos del tipo penal por tratarse de una cuestión más objetiva - -

sobre la que no debe existir ninguna duda. 

La probable responsabilidad y los elementos del tipo penal son dos cosas 

diferentes, cuya comprobación debería ser diversa por tratarse de dos aspectos distintos 
de la Averiguación Previa. 

El tipo penal es una creación del legislador que se refiere a la conducta 

considerada antijurídica y que según Mezger "es el injusto descrito concretamente por la 

ley en sus diversos artículos y a cuya realización va ligada la sanción penal". (81) Para 

comprobar los elementos del tipo penal el Ministerio Público debe cotejar el tipo delicti-

vo con la tipicidad o realización del delito, para encontrar la adecuación de la conducta 

concreta con la descripción legal formulada en abstracto o la adecuación del nexo causal 
para conprnh'r el resultado. 

La probable responsabilidad es menos objetiva aunque su evaluación se base 

en determinados estados y acontecimientos que deben constituir el fundamento de la respon-

sabilidad criminal del agente, pero esta puede basarse en indicios, sospechas, testimonios 
o señalamientos sobre los que no existe la certeza que se podría obtener del cotejo del 

(80) MACÚORRO NAPVAEZ, Paulino. El Ministerio Público, la Intervención de Terceros en el 
Procedimiento Penal y la Obligación de Consignar Según la Constitución. Publicaciones 
de la Academia Mexicana de Jurisprudencia y Legislación. Pp. 26 y 27. 

(81) Citado por Colín Sánchez. Op. cit. pág. 277. 
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tipo delictivo con la tipicidad. 

Probable es aquello que se puede probar, más no ha sido probado, pues 

esto corresponderá al proceso penal en donde el juez deberá resolver si está acreditada 

la responsabilidad del inculpado en base a las pruebas aportadas por el Ministerio Públi-

co y las diligencias -careos, testimonios, declaraciones, inspecciones oculares- realiza-

das durante la Averiguación Previa. Como acertadamente sostiene Machorro, "la consignación 

no puede fundarse en un conocimiento cierto de lo que aún no se averigua" o se prueba ple-

namente. 

Por lo anterior, el problema planteado de si el Ministerio Público debe 

acreditar plenamente el tipo penal y la probable responsabilidad del inculpado, lo resuel-

ven la doctrina y la ley al sostener que en cuanto a esta última la acreditación puede ser 

probable o plena. En lo que se refiere a los elementos del tipo, si se requiere que estó 

plenamente comprobado para justificar lo que marca el articulo 16 constitucional: "un hecho 

determinado que la ley señale como delito", porque si no hay delito no existe pena. 

a) Momento en que se Ejercita la Acción Penal 

No obstante la disertación anterior, el articulo 122 establece un procedi-

miento por el que el Ministerio Público debe acreditar los elementos objetivos, subjetivos 

y normativos del tipo penal y la probable responsabilidad, porque exige no solamente can-

probar la existencia de la acción, omisión o lesión, el modus operandi de los sujetos acti-

vos y el dolo o culpa con que se cometió el delito, sino también otros aspectos que en con-

junto formarán la base del ejercicio de la acción penal. 

"Articulo 122. El Ministerio Público acreditará los elementos del tipo penal 

del delito de me se trate  y  la probable responsabilidad del inculpado, como ►fase del ejer-
cicio de la acción; y la autoridad judicial a su vez examinará si ambos requisitos están 

acreditados en autos. Dichos elementos son los siguientes: 

I. La existencia de la correspondiente acción u omisión y de la lesión o, 

en su caso, el peligro a que ha sido expuesto el bien jurídico protegido; 

TI. la forma de intervención de los sujetos activos;  y  

III. la realización dolosa o culeosa de la acción u omisión.  

Asimismo, se acreditarán, si el tiro lo requiere: a) las calidades del 

sujeto activo y del pasivo; b)  el resultado y su atribuibilidad a la acción u emisión; 

c) el objeto material; d) los medios utilizados; e) las circunstancias de lugar, timan, 

modo y ocasión; f) los elementos normativos;  filos elementos subjetivos específicos y 
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h) las demás circunstancias que la ley prevea. 

Para resolver sobre la probable responsabilidad del inculpado, la autori-

dad deberá constatar si no existe acreditada en favor de aquél alguna causa de licitud y  

que obren datos suficientes  para acreditar su probable culpabilidad. 

Los elementos del tipo penal de que se trate y la probable responsabilidad 

se acreditarán por cualquier medio probatorio que señale la ley". 

El apartado 286 bis en su primer párrafo ordena que el Ministerio Público 

ejercite la acción penal una vez que se han reunido los requisitos exigidos por la denun-

cia o querella y que se han acreditado los elementos del tipo y la probable responsabili-

dad del inculpado. 

"Articulo 286 bis. Cuando aparezca de la averiguación previa Que existe  

denuncia o Querella, que se han reunido los requisitos previos que en su caso exijan la  

lev v que se han acreditado los elementos del tipo y la probable responsabilidad del indi-

ciado  el Ministerio Público ejercitará la acción penal ante el órgano jurisdiccional que 

corresponda". 

Así que atendiendo a lo que disponen los apartados 122 y 286 bis, el momen-

to en que el Ministerio Público ejercita la acción penal es cuando se refinen los requisitos 

que la ley exige para la denuncia y querella y se han acreditado los elementos del tipo - -

penal y la prohchle responsabilidad del indiciado, ajustándose a lo preceptuado por el - -

articulo 16 de la Carta Magna. 

Si al inculpado se le imputa un delito cuya pena de prisión es menor a los 

cinco años, el ejercicio de la acción penal irá acompañado por la solicitud de orden de 

comparecencia; si en cambio se le acusa de un delito grave o de delincuencia organizada, 

la consignación se acompañará con la petición de orden de aprehensión, si no existe dete-

nido. En caso contrario, el indiciado se pone a disposición de la autoridad judicial - - -

correspondiente. 

7. RESOLUCIONES MERMES AL NO EJERCICIO DE 1A ACCICN PENAL 

El Ministerio Público en su función persecutoria puede arribar en la Averi-

guación Previa a dos determinaciones distintas de la consignación: el sobreseimiento admi-

nistrativo o archivo y a la reserva de actuaciones o reserva en trámite, que en amlns casos 

representa el no ejercicio de la acción penal (definitiva o temporalmente) 

En el supuesto de que con las diligencias practicadas por el Ministerio 

Público en la Averiguación Previa, no se encuentren satisfechos los requisitos del artícu- 
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lo 16 constitucional, se puede derivar hacia dos situaciones diferentes; que esté agotada 

la averiguación, en cuyo caso el Ministerio Público decretará el archivo definitivo o no 

ejercicio de la acción penal permanente; o que no esté agotada la indagación, por lo que 

deberá decretarse la reserva de actuaciones o reserva en trámite que representa el no - -

ejercicio provisional de la acción penal, en tanto desaparece la dificultad material que 

impidió integrarla. 

a) El Archivo o no Ejercicio de la Acción Penal 

El sobreseimiento administrativo, más conocido en Móxico ceno resolución 

de archivo, tiene como principales supuestos los siguientes: 

a) Cuando los hechos de que conozca no sean constitutivos de delito, con-

forma a la descripción típica contenida en la ley panal; 

b) Que del resultado de la investigación, aunque los datos encontrados 

pueden ser calificados coto delictuosos, la prueba (confirmación) de estos resulta total-

monte in-posible; 

o) Que aún cuando esté confirmada la responserilidad, se ha extinguido 

ésta cuma en los casos de prescripción de la acción c derecho, revocación de la querella 

o cual-. 0,- ct-a. causa. 

El no ejercicio de la acción panal que tiene C=13 consecuencia el sobre-

seimiento administrativo o resolución de archivo, está contemplado por el artículo 2o. - -

fracción VI de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, 

que contempla cinco casos diferentes en los gue el Ministerio Público está impedido de - -

consignar, so pena de que el juez del conocimiento, de oficio, dicte el sobreseimiento - -

respectivo. 

"Articulo 2o... 

VI. No ejercitar la acción penal: 

a) Cuando los hechos de que conozca no sean constitutivos de delito, confor-

me a la descripción típica contenida en la ley penal; 

b) Cuando se acredite plenamente ceo el inculpado no tuvo intervención en 

los hechos punibles y sólo por lo que respecta a 61; 

c) Cuando la responsabilidad penal se hubiese extinguido legalmente, en 

los términos del Código Penal; 

d) Cuando de las diligencias practicadas se desprenda plenamente que el 

inculpado actuó en circunstancias que excluyen la responsabilidad penal; 
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e) Cuando, aún pudiendo ser delictivos los hechos de que se trate, resulte 
imposible la prueba de su existencia por obstáculo material insuperable. 

Cuando por cualquier motivo el Ministerio Público consigno a la autoridad 
judicial algún asunto al que se refiera esta fracción, el juez del conocimiento, de oficio, 
dictará el sobreseimiento respectivo". 

Los artículos 660 y 667 del Capítulo VII] Título Séptimo del Código de - -
Procedimientos Penales para el Distrito Federal, regulan el sobreseimiento administrativo, 
estatuyendo el 661 que "el procedimiento cesará y el expediente se mandará archivar". 

El efecto principal que produce el sobreseimiento administrativo o resolu-
ción de archivo consiste en que se extingue el derecho del actor penal (ofendido o Ministe-
rio Público) para promover y ejercitar la acción penal que tenga como supuesto los hechos de 
esa averiguación. De ahí que la resolución se equipare con una sentencia absolutoria, porqw 
de acuerdo con el apartado 139 del Código Federal de Procedimientos Penales, "producirán el 
efecto de impedir definitivamente el ejercicio de la acción penal respecte de los hechos - 
que la motiven". 

Por cierto que el vocablo archivo a propósito de esta decisión, resulta 
criticado por García Ramírez, pues en realidad se trata de un watladero sobreseimiento y el 
archivo es sólo su consecuencia. 

Cate destacar que el artículo 139 del MUT) Federal. citado impone cano - -
obligación que el Ministerio Público "promoverá el sobreseimiento y la libertad absoluta del 
inculpado, cuando durante el proceso aparezca que la conducta o los hechos no son catsituti-
vos de delito, conforma a la descripción típica contenida en la ley penal; que el inculpando 
no tuvo participación en el delito que se persigue; que la pretensión punitiva está legal- -
mente extinguida, o que existe en favor del inculpado una causa excluyente de resiumwd)ili-
dad". 

Obviamente que los supuestos descriptos genera:11~e aparecen en la Averieva-
cía.' Previa, por lo que el Ministerio Público Federal dolerá bylafinente promover ül sobro- - 
seimiento y la libertad absoluta del inculpado, porque de acuerdo con el artículo 137 del 
mismo ordenamiento, se impone que en aquellos casos no ejercitará la acción venal, 

la resolución de no ejercicio de la acción penal tiene efectos definitivos, 
ya que una vez decretada impide que la averiguación se abra posteriormente. 

De acuerdo con la fracción II del artículo 15 del Reglamento de la biy Orgá-
nica de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, so establece que el proce-
dimiento que debe seguir el Ministerio Público cuando determina el no ejercicio de la acción 
penal es notificar al querellante o denunciante antes de remitir 1, averiguación a la Piree- 
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ción General de Asuntos Jurídicos. 

"Artículo 15. La Dirección General de Asuntos Jurídicos, tendrá las - - -

siguientes atribuaciones: 

II. Dictaminar en los asuntos en que el Procurador o por delegación de - -

éste los subprocuradores deben decidir: 

a) Sobre la procedencia del no ejercicio de la acción penal y archivo de 

la averiguación previa; el agente del Ministerio Público antes de remitir la averiguación 

previa a la Dirección General de Asuntos Jurídicos, notificará al denunciante o querellan-

te el acuerdo en que emite su opinión, le otorgará el término de quince días naturales para 

que exprese por escrito lo que a su derecho convenga y acordará lo procedente". 

Subrayamos con insistencia los riesgos que conlleva el no ejercicio de la 

acción penal por el Ministerio Público, en cuanto a que éste en ocasiones se abstiene o - -

bien lo retarda, pudiendo mediar para ello mala fe, a pesar de reunirse los elementos perti-

nentes para el efecto. 

Cano ya lo hicimos notar en el capítulo sobre el Ministerio Público, se - -

precisa de un cuidadoso régimen de control sobre su actuación y particularmente sobre la - -

facultad de no ejercitar la acción penal, porque no existe actualmente en la ley penal. El 

único sistema es sólo de carácter interno ante el superior jerárquico, o sea ante el Procu-

rador, quien en defintiva decide si debe o no ejercitarse la acción panal. 

Cuando un delito es hecho del conocimiento del Ministerio Público y éste 

se niega a ejercitar la acción penal contra el probable responsable, los interesados en que 

la persecución se realice sólo pueden ocurrir ante el Procurador para que revise la resolu-

ción del agente respectivo, luego de ser notificados por éste de su decisión y haber expues-

to por escrito en el término de 15 días lo que a su interés convenga. 

Si el Ministerio Público decide no ejercer la acción penal, el Procurador 

cuando mucho revisaré esa negativa, pero una vez confirmada por éste, no queda absolutamente 

ningún recurso de apelación. El ofendido o querellante no puede actuar contra esa ratifica-

ción. 

Proponer la revisión de los actos del inferior jerárquico, resulta acad&ni-

co, irreal e inefectivo. Comúnmente esas determinaciones de no ejercicio de la acción penal 

cuentan por anticipado con la anuencia expresa del Procurador. Así, esta clase de control 

interno debe considerarse inaceptable por ineficaz. En el caso de confirmación de una nega-

tiva de ejercicio de la acción penal por el Procurador, sólo es procedente el juicio de - -

responsabilidad, que rira a la posición de la autoridad omisa, más no a los derechos del - -

ofendido por el delito, ya que con ese juicio no se obtendría que el Ministerio Público - - 
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consigne. 

Ante la ausencia de medios de control del monopolio de la acción penal por 

el Ministerio Público, el único recurso que podría resultar efectivo, si se procediera a 

modificar la ley, es el juicio de amparo si se considera que el ejercicio de la acción - -

penal o su abstención no pueden ser arbitrarios ni escapar del control de la justicia - - -

federal. El justificante para interponer válidamente ese recurso es que al tiempo de la 

determinación de no ejercicio de la acción penal, el Ministerio Público actúa cano autori-

dad y esta actuación puede lesionar garantías individuales, lo que se observa más claramen-

te en el caso de las averiguaciones por querella necesaria en donde la resolución negativa 

al ejercicio de la acción penal lesiona un derecho particular. 

b) Reserva de Actuaciones o Reserva en Trámite. 

Se presenta la reserva de actuaciones cuando de las diligencias practicadas 

por el Ministerio Público durante la Averiguación Previa no resultan elementos bastantes - -

para hacer la consignación a los tribunales, y mamentáneamente no aparece que se puedan - -

practicar otras, pero se presume que posteriormante podrían surgir datos para proseguir la 

indagación. 

Esta resolución carece de alcances conclusivos por lo que se hallan en sus-

penso las determinaciones de ejercicio de la acción penal, no ejercicio de la misma o reso-

lución de archivo a que puede llegar posteriormente. Con la reserva no concluye la Averigua—

ción Previa, sino que sólo se interrumpe. 

La suspensión administrativa más bien conocida con el nanbre de reserva, en 

el fondo no es una verdadera causa o supuesto de terminación del periodo de Averiguación -

Previa, sino tan solo de interrupción. 

Respecto a los supuestos que dan lugar a la reserva, aunque nuestras leyes 

no han sido muy explícitas al respecto, he aquí algunos de los que enumera: 

a) Que en los hechos objeto de la averiguación, aún cuando resulten delic- - 

tuosos -a diferencia de la causal de archivo-, las pruebas (confirmación) de los mismas no 

resultan bastantes, pero que con posterioridad podrían allegarse datos que permitieran pro-

seguir la averiguación, según lo establece el articulo 131 del Código Federal de Procedimien-

tos Penales: 

"Si de las diligencias practicadas no resultan elementos bastantes para - -

hacer la consignación a los tribunales y no aparece que se puedan practicar otras, pero con 

posterioridad pudieran allegarse datos para proseguir la averiguación, se reservará el ex- 
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pediente hasta que aparezcan esos datos, y entretanto se ordenará a la policía que haga 

investigaciones tendientes a lograr el esclarecimiento de los hechos". 

En este supuesto, de momento existe una imposibilidad transitoria para - - - 

reunir y desahogar más pruebas incriminatorias, imposibilidad que en el caso del archivo 

es total. 

b) Que aún cuando se demuestre que el hecho es delictuoso, se ignore quién 

o quienes son los autores, caso en que se desconoce la identidad de los probables responsa-

bles y, por tanto, es imposible hacer la consignación. 

c) Que se descubra que se ha omitido alguna condición de procedibilidad, 

v.g. la querella. 

d) Que exista la "necesidad del servicio" que la ley militar prevé cano - - -

causal de suspensión del procedimiento, cuando algún comandante de guarnición así lo pida 

y su pedimento es aprobado por la Secretaría de la Defensa Nacional, de conformidad con los 

artículos 447 a 449 del CAdigo de Justicia Militar. 

A diferencia de lo que dispone el artículo 131 del CMigo Federal de Proce-

dimientos Penales, en el Distrito Federal no se contempla disposición relativa a la reserva, 

pero el artículo 15 fracción II del Reglamento de la hay Orgánica de la Procuraduría General 

de Justicia del Distrito Federal faculta a la Dirección General de Asuntos Jurídicos a - - -

"autorizar la consulta de reserva de la averiguación previa o devolverla para su integración 

o emisión del acuerdo correspondiente" cuando así lo solicita el Ministerio Público. 

Al desaparecer el supuesto que de origen a la suspensión o reserva, es decir, 

si se logran allegar más pruebas pera proseguir la averiguación, el Ministerio Público - - -

procederá a integrarla y resolver si promueve o no la acción penal. Eh caso contrario, aun-

que no existe un plazo para mantener en reserva una indagación, se procederá a su archivo 

definitivo. 
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CONCLUSIONES 

El propósito de este trahljo fue realizar un análisis critico al marco 

jurídico-constitucional de la Averiguación Previa, conforme a las recientes reformas, 

adiciones y derogaciones que introdujo el Congreso de la Unión a la Constitución Politica 

de los Estados Unidos Mexicanos y a los códigos Federal de Procedimientos Penales y Penal 

y de Procedimientos Penales para el Distrito Federal. 

Sin embargo, en el desarrollo del mismo análisis fue necesario abordar -

primero aspectos inherentes al Ministerio Público, relacionados con su actuación y repre-

sentación. 

Se destaca el hecho de que los individuos -nacional o extranjero- carezcan 

de una garantia o defensa cuando el Ministerio Público se niega a ejercer la acción penal, 

pues no existen recursos ni medios de control contra su inactividad. Se propone por tanto 

efectuar las reformas legales conducentes para que la procuración de justicia y el ejerci-

cio de la acción penal no dependan de un monopolio estatal omnímodo que obedece al arbitrio 

del Ministerio Público, a veces injusto, en perjuicio de la certeza y la seguridad jurídicas 

que deben prevalecer entre la autoridad y la sociedad. 

Asimismo, se insiste en la necesidad de acabar con la diversidad que existe 

en la representación del Ministerio Público y establecer una reglamentación derivada de - - -

reformas a los artículos 21 y 102 constitucionales, en las que, sin demérito de la autonomía 

de los estados y del Distrito Federal, se jerarquicen las competencias federal y del fuero 

común, se impongan límites a la actuación del Ministerio Público en razón de su competencia 

y se estatuya una estructura unitaria de órganos y funcionarios, para lograr la unidad - -

absoluta de la institución y ésta obedezca al principio fundamental de la procuración y 

administración de justicia. 

Además, se propone incorporar a la Ley Orgánica de la Procuraduría General 

de Justicia del Distrito Federal, las direcciones generales de Prevención del Delito y de 

Protección de Derechos Humanos que se contemplan en la Ley Orgánica de la Procuraduría - -

General de la República, dada la enorme y creciente población de la Ciudad de México y - - 

zonas conurbadas con el estado de México, donde la criminalidad individual y organizada 

ha aumentado, y la consecuente represión policiaca conculca las garantías individuales de 

los ciudadanos. 
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También se propone reformar las fracciones III y IV del artículo 3o. de 

la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, así cono la 

fracción I del articulo 7o. de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, 

porque se mantiene en ellas como atribución del Ministerio Público la "conprobación del 

cuerpo del delito" y no la de los elementos del tipo penal, conforme lo previene el párra-

fo segundo del articulo 16 constitucional y los apartados 3o. del Código de Procedimientos 

Penales para el Distrito Federal y 134 y 168 del Código Federal de Procedimientos Penales, 

reformados por decretos del 3 de septiembre de 1993 y 10 de enero de 1994, respectiva ente. 

Eh este caso, la reforma planteada demanda la congruencia juridico-normati-

va entre las disposiciones constitucional y de procedimientos penales mencionadas y los - -

ordenamientos antes citados. 

En cuanto a las reformas a los artículos 16, 19, 20, 21 y la derogación de 

la fracción XVIII del 107 de la Carta Magna, y las modificaciones correspondientes a los 

códigos arriba referidos, que entraron en vigor plenamente el 3 de septiaibre de 1994, es 

indudable que representan avances novedosos y trascendentales en la actuación del Ministerio 

Público durante la Averiguación Previa, porque al mismo ticrlx) que se consagran garantías 

para el indiciado en esta etapa procedimental, se imponen deberes y obligaciones a la auto-

ridad. 

Empero, dejan lagunas que se traducen en indefensión para los probables 

responsables del delito, las cuales forman parte de las conclusiones que se consignan en 

este análisis crítico al nuevo marco jurídico-constitucional de la Averiouación Previa que 

se estableció con las reformas, adiciones y derogaciones a los susodichos ordenamientos 

legales. 

Eh principio se propone la derogación del párrafo quinto del nuevo texto 

del articulo 16 constitucional, porque los supuestos en que se basa la notoria urgencia 

son frágiles y subjetivos, no se justifican con la realidad actual y son susceptibles de 

ser desvirtuados por el Ministerio Público y la Policía Judicial, pues los convierte en 

jueces al concederles la atribución discrecional de determinar arbitrariamente la notoria 

urgencia. Al derogarse ésta se precisarla que la detención de una persona será únic.mmaite 

por flagrancia, por presentación voluntaria o mediante orden de juez dictada a petición -

del Ministerio Público, como parte de la Averiguación Previa y en ejercicio de la acción 

penal, una vez acreditados los elementos que integran el tipo penal y la probable responsa-

bilidad del indiciado. 

También se derogarían, respecto a la notoria urgencia, los artículos 266 y 

268 del Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal. Lo mismo procederá con 



132 

lo que establecen los apartados 123 y 194 del Código Federal de Procedimientos Penales. 

Se plantea la necesidad de establecer un plazo al Ministerio Público para 

integrar una Averiguación Previa sin detenido, con el propósito de otorgar al probable - -

responsable y hasta al querellante o denunciante, la seguridad y la certeza jurídicas de 

que una indagación no puede prolongarse indefinidamente, en detrimento do la procuración y 

administración de justicia. La reforma o adición de la Carta Magna y los códigos Federal de 

Procedimientos Penales y de Procedimientos Penales para el Distrito Federal, consagraría 

la prerrogativa que tendría todo ciudadano a que no se le moleste perpetuamente con acusa-

ciones infundadas o falsaS, una vez que el Ministerio Público ha agotado la averiguación 

respectiva dentro de un plazo que podría ser de 45 días hábiles, contados a partir de pre-

sentada la denuncia o querella del hecho presumiblunente delictuoso. Ll plazo operaría 

también cuando el Ministerio Público requiriera de más tiempo para integrar la averiguación. 

Si vencido aquél el Ministerio Público no logra reunir los elementos nece-

sarios para ejercitar la acción penal, tendré que determinar dentro de las 24 horas siguien-

tes el archivo o sobreseimiento administrativo. 

Se destaca que existen graves fallas en la reglamentación que hace el inciso 

f) de la fracción III del artículo 269 del CAligo de Procedimientos Penales para el Distri-

to Federal, de la garantía que en favor del indiciado consagra la fracción V del artículo 20 

constitucional. En principio porque deja al. criterio discrecional del Ministerio Público 

el desahogo de testigos y pruebas que el indiciado o su defensor ofrezcan durante la Averi-

guación Previa. Se considera un error que se condicione la garantía constitucional al arbi-

trio del Ministerio Público y no a reglas precisas o a un criterio normativo como podría 

ser: calificación, naturaleza, importancia, valoración de las mironas para su desahogo, o 

sujetarse al sistema probatorio vigente en México. 

Secundariamente, restringe el desahogo de los testigos a que 'éstos se encuen-

tren en la oficina del Ministerio Público, contradiciendo lo que la fracción V del 20 consti-

tucional dispone respecto a que se le debe auxiliar al indiciado para obtener la cunparccen-

cia de las personas cuyo testimonio solicite, poniendo oomu única limitante que éstas se 

encuentren en el lugar del proceso o de la Averiguación Previa por extensión. 

Tales limitaciones hacen necesarias las reformas al inciso f) fracción III 

del artículo 269 del referido código, a fin de que el desahogo do los testigos durante la 

Averiguación Previa no esté sujeto a restricciones que impiden la plena vigencia de la garan-

tía estatuida en la fracción V del 20 constitucional, para que exista una equitativa y - -

cabal impartición y administración de justicia, porque de lo contrario se coloca en estado 

de indefensión al indiciado. 
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Pero además, es necesario establecer que tratándose de testigos que se 

encontraren fuera del ámbito territorial del Ministerio Público, éste tenga la obligación de 

dirigir exhorto a las autoridades del lugar en que se hallaren, con el propósito de que 

pudieran presentarse oportunamente en el proceso, si es que no fuera posible en la Averigua-

ción Previa. 

Consideramos que la garantía que estipula la fracción VII del articulo 20 

constitucional y que reglamenta el inciso e) fracción III del artículo 269 del código que 

tratamos, está incompleta y no responde a la realidad que se vive en las agencias del Minis-

terio Público ni a las necesidades de los abogados defensores e indiciados. Es insuficiente 

porque la facultad que otorga para que se le faciliten todos los datos que el indiciado - -

solicite para su defensa, no le permite obtener las copias del acta de Averiguación Previa 

que necesite, ni obliga al Ministerio Público a entregarlas. Ni del texto constitucional 

ni del referido código se deduce que esto esté permitido o que pueda ocurrir, lo que resul-

ta una desventaja para la buena defensa y coloca en estado de indefensión al indiciado. 

Se propone realizar las reformas pertinentes a la Carta Magna y al código de 

referencia, para que se consagre claramente que además de consultar erecta de Averiguación 

Previa, el indiciado o su defensor podrán también obtener las copias de la misma cuantas 

veces lo requieran, lo mismo en esta etapa preprocesal que durante el procedimiento, como 

se acostumbra en el juicio civil, según lo dispone el artículo 69 del Código de Procedimien-

os Civiles para el Distrito Federal. 

Las garantías y derechos estipulados en las fracciones IX y III de los - -

artículos 20 constitucional y 269 del córiigo supradicho, constituyen una protección noble 

y ambiciosa que el legislador consagró para el indiciado durante la Averiguación Previa, 

pero aparentemente en el papel y la teoría, porque en ninguno de los ordenamientos decreta 

las consecuencias legales cuando el Ministerio Público llegare a incumplir con aquellas 

obligaciones. 

Consideramos que así cano el legislador dispuso en la reforma a la fracción 

II del artículo 20 constitucional que la confesión rendida ante autoridad distinta al Minis-

terio Público o juez "carecerá de valor probatorio", de igual manera debe preverse mediante 

las reformas legales conducentes que si una consignación llega arealizarse sin que se infor-

me al indiciado durante la Averiguación Previa sobre los derechos y garantías que le otorga 

la fracción IX del 20 constitucional, procederá en derecho a que todo o parte de los actua-

do en esa etapa procedimental sea nuelo, debiendo reponerse las actuaciones de la indagación, 

según el caso. 



134 

Los autores se equivocan al fundamentar la denuncia en lo que establece 

la fracción V del articulo 400 del cAdigo Penal para el Distrito Federal, porque no es lo 

mismo procurar impedirun delito que denunciarlo. El numeral citado tipifica el deber jurí-

dico ciudadano de "procurar impedir", lo que es muy diferente a denunciar. Por tanto, la 

supuesta denuncia que se quiere colegir no es tal, sino otro deber jurídico muy distinto 

al de lo que exactamente es denunciar, avisar o notificar la comisión probable de un delito. 

Consideramos que la denuncia penal debe ser una obligación de todo ciudada-

no o extranjero residente en el país, que imponga un deber jurídico en favor del Estado de 

Derecho y de la sociedad, consistente en hacer del conocimiento de la autoridad los hechos 

presunáblemente constitutivos de delitos, a la que deberá corresponder una investigación de 

oficio que determine si es o no un hecho delictuoso tipificado por la ley penal. 

La denuncia así concebida puede consistir en una petición de procuración 

de justicia comparable al derecho de petición que consagra el artículo 8o y equiparable a 

la obligación que el artículo 31 fracción IV, ambos de la Carta Magna, establece para que 

todos los mexicanos contribuyan para los gastos públicos. De la misma manera, el deber - -

jurídico implícito en la denuncia penal estaría dirigido a coadyuvar a la defensa y protec-

ción del bien coman. 

Procederla definir la denuncia penal de acuerdo con la realidad, estructu-

rarla con reglas claras y precisas y sujetar su aplicación al interés de la sociedad y del 

Estado de Derecho, por lo que se estima necesario efectuar las reformas o adiciones al - -

Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal. 

La condicionante satisfacción de intereses y derechos que el penúltimo - -

párrafo del artículo 93 del Código Penal para el Distrito Federal impone para que el perdón 

otorgado a uno de los inculpados beneficie a todos los participantes y encubridores del - -

delito, resulta injusto cuando se otorga entre parientes. 

Efectivamente, si el ofendido perdona únicamente al familiar que cometió 

el delito en su contra, aún sin obtener la satisfacción de sus derechos e intereses, pero 

excluye de este beneficio a los cómplices y protectores del pariente ofensor, se está ante 

una situación inicua que la ley no debe permitir. 

Estimamos neceq,nrio que el legislador incorpore en el citado apartado 93 

que el perdón otorgado a un pariente se haga extensivo a todos los copartícipes y encubri-

dores del perdonado, cuando la remisión se haya hecho sin importarle a la víctima la repa-

ración del daño. La extensión del perdón en estos casos es una cuestión de equidad, porque 

el perdón que otorga el ofendido a un familiar es resultado del vínculo de amor, cariño y 

parentesco existentes entre ambos, del cual tenían conocimiento los coautores y protectores 
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y a sabiendas de'los mismos decidieron apoyar y proteger al principal protagonista de los 

hechos delictuosos. 

La adición al articulo 10 del Código Federal de Procedimientos Penales - 

introdujó la figura del concurso de delitos que permite a la Policía Judicial y al Minis-

terio Público federales conocer de los delitos de orden común cuando éstos tienen conexidad 

con delitos federales y autoriza a los jueces de Distrito para conocer de la conexidad y 

delegar su competencia a otro juez cuando, de oficio o a petición de parte, traslada a un 

procesado a un centro de máxima seguridad. 

Eh nuestra opinión, la competencia que el artículo 10 citado le otorga al 

Ministerio Público y a los jueces de la Federación contraría el espíritu de la jurisdicción 

concurrente que el constituyente de 1917 plasmó en la fracción i-a del artículo 104 de la 

Carta Magna, creando un conflcito de competencias que se producirá cuando aquellos preten- -

dan intervenir en una controversia de orden criminal sobre el cumplimiento y aplicación de 

leyes federales o de los tratados internacionales, si el Ministerio Público Federal deter-

mina que existe conexidad de delitos del fuero común con delitos federales. 

Por tanto proponemos que el legislador introduzca una reforma o adición al 

referido articulo 10, que establezca un criterio normativo de la conexidad de delitos del 

fuero común y delitos federales, el cual podría ser el que la jurisdicción concurrente - -

constitucional aplica sobre el interés afectado. Es decir, que la conexidad sólo exista 

cuando se afecten intereses públicos y no si se lesionan intereses particulares, con lo 

que se evitarla la intervención arbitraria e indiscriminada de los jueces y del Ministerio 

Público federales. 

Es necesario .establecer en el Código Federal de Procedimientos Penales un 

criterio normativo que regule la intervención del Ministerio Público y de los jueces fede-

rales en estos casos de conexidad de delitos, que diferencie el tipo de ilícitos que la 

justifique, la clase de conexión que debe o no existir entre una y otra clase de delitos. 

Asimismo, al distinguirse el interés afectado en la conexidad de delitos, 

se deberá facultar a los jueces federales a rechazar las consignaciones en las que el delito 

sólo afecte un interés particular. 

Las reformas propuestas restituirían la autonomía que la adición al aparta-

do 10 multicitado les despojó a los jueces y al Ministerio Público de los estados y del 

Distrito Federal. 

Sin incurrir en abundamiento sobre lo planteado acerca de establecer un 

plazo al Ministerio Público para integrar la Averiguación Previa sin detenido, se estima 

necesario reformar el artículo 36 del Código de Procedimientos Penales para el Distrito 
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Federal, porque el plazo de 60 días que concede para que el Ministerio Público y el 

ofendido continúen aportando pruebas en la indagación, después de que el juez ha negado 

las órdenes de ccmparecencia o de aprehensión o dictado el auto de libertad por falta 

de elementos para procesar, es demasiado largo. 

No existe fundamento para prolongar por tanto tiempo la actuación del 

Ministerio Público, sin que se fomente la incertidumbre y la inseguridad jurídicas en la 

vida de los ciudadanos. Insistimos en que el plazo podría ser de 45 días, contados a partir 

de presentada la denuncia o querella del hecho presumiblemente delictuoso, independiente-

mente de que el juez niegue las órdenes mencionadas o dicte el auto. Eh todo caso, ajustar 

el término entre uno y otro eventos. 

Eh última instancia, consideramos que cuando el juez niegue las órdenes, 

se le conceda al Ministerio Público y al ofendido un recurso de apelación en sentido devo-

lutivo como lo contempla el artículo 304 del Código de Procedimientos Penales para el Dis-

trito Federal. El fallo que se dictara en la apelación pondría término a la intervención 

del Ministerio Público y daría por concluida la averiguación, ordenándose su archivo. 

• 
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